EDGARDO GONZÁLEZ BLANCO 


Atento a la convocatoria hecha por ésta H. Comisión, me permito exponer la idea que a continuación desarrollo. 

Siguiendo los lineamientos recomendados señalo.

ARTICULO DE LA LEY DE AMPARO ACTUAL DONDE SE ENCUENTRA RELACIONADA LA PROPUESTA.

ARTICULO 88 SEGUNDO PARRAFO.

ARTICULO DE LA LEY ORGANICA DE LA LEY DE LA FEDERACION CON QUE SE ENCUENTRA RELACIONADA LA PROPUESTA:

ARTICULO 10 FRACCION II.

REDACCION

Articulo asignado de la nueva Ley de Amparo numero “x”.

TEXTO PROPUESTO.

El recurso de revisión se interpondrá por escrito, en el cual el recurrente expresará los agravios que le cause la resolución o sentencia impugnada.

Si el recurso se intenta contra resolución pronunciada en amparo directo por Tribunales Colegiados de Circuito el recurrente deberá transcribir, textualmente en su escrito, la parte de la sentencia que contiene una calificación de inconstitucionalidad de la ley o establece la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o dichas sentencias decidan u omitan decidir sobre tales materias, debiendo limitarse en estos casos la materia del recurso a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales.

CONSIDERACIONES

Hemos ahorrado imaginación sobre el texto probable del artículo, pero hacemos incapié en el sentido.

Existe criterio sustentado por los Tribunales Federales al respecto, seguramente del conocimiento de esta H. Comisión.

Sugiero respetuosamente no deje de considerarse en el nuevo texto de la ley de amparo que el recurso de revisión contra las sentencia dictadas por los Tribunales Colegiados sea procedente igualmente cuando decidan que cuando omitan decidir sobre una interpretación directa de un precepto de la Constitución.

Puede entenderse por la fecha de promulgación de la Ley de Amparo 1995, y el año de 1936 en que se promulgo la Ley de Amparo vigente.

Pero en mas de una ocasión el silencio de la autoridad ha causado mas daño que su pronunciamiento.

Este criterio además es acorde con el articulo 14 de la Constitución, que señala que todo gobernado tiene derecho a ser oído y vencido en juicio.

Por lo cual consideramos que cuando se omita resolver en una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado respecto de una materia tan importante que recoge una garantía constitucional, debe proceder el recurso de revisión para subsanar la omisión.

Repitiéndome siempre a sus órdenes.

EDGARDO GONZALEZ BLANCO
P R O P U E S T A S

1.- Toda vez que la materia de la propuesta consiste en el estudio sobre la viabilidad de crear una nueva Ley de Amparo; se propone que se recojan las instituciones contenidas en el Código Federal de Procedimientos Civiles, para evitar en lo posible la suplencia de dicha ley procesal a la nueva ley que rija el juicio de garantías.

2.- * (art. 129) Regular la entrega al trabajador de la garantía para subsistir durante la tramitación del juicio de amparo indirecto.

3.- * (art. 129) Regular la devolución al quejoso de la garantía que haya otorgado para la subsistencia del trabajador durante la tramitación del juicio, en caso de que se conceda la protección constitucional si el promovente es el patrón o un tercero ajeno a la litis y en el supuesto de sobreseimiento en tratándose de un tercero extraño.

4.- Si bien es cierto que el artículo 146 de la Ley de Amparo prevé que el Juez puede requerir al promovente cuando exista alguna irregularidad en la demanda de garantías; sin embargo, no existe un precepto específico que regule la ratificación de escritos en general y específicamente sobre el desistimiento de la instancia constitucional.

5.- LIBRO PRIMERO, TITULO SEGUNDO, CAPITULO CUARTO.

DE LA SUBSTANCIACION DEL JUICIO.

ARTICULO 149.

El artículo citado establece en el párrafo cuarto que el juicio de amparo puede ser resuelto aún cuando la autoridad responsable no haya rendido su informe con justificación y faculta al Juez de Distrito para imponer una multa de diez a ciento cincuenta días de salario a la autoridad omisa. Con respecto a ello, se estima que los juicios de amparo deben ser resueltos teniendo como base la existencia o inexistencia en su caso de los actos reclamados y no la presunción de certeza de éstos, derivada de la omisión de la responsable de rendir su informe. Por lo tanto, a fin de lograr la debida y pronta integración de los juicios de amparo, se considera pertinente modificar el artículo en el párrafo aludido y conceder al Juez de Amparo la facultad de imponer sanciones más severas a la prevista, pudiendo incluso proceder en contra de la omisa por el delito de desobediencia en caso negarse a rendir el informe.

6.- LIBRO PRIMERO, TITULO SEGUNDO, CAPITULO TERCERO.

DE LA SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO.

ARTICULO 132.

El artículo citado establece en su tercer párrafo que la falta de informe previo permite presumir cierto el acto reclamado y con base en esa presunción se puede resolver en definitiva sobre la suspensión de dicho acto y faculta al Juez de Distrito para imponer una corrección disciplinaria a la autoridad omisa. Sin embargo, se estima que los aún el incidente de suspensión debe ser resuelto con pleno conocimiento de la existencia o inexistencia en su caso de los actos reclamados y no la presunción de certeza de éstos, derivada de la omisión de la responsable de rendir su informe. Por lo tanto, a fin de lograr la debida y pronta integración de los incidentes de suspensión, se considera pertinente modificar el artículo en el párrafo aludido y conceder al Juez de Amparo la facultad de imponer sanciones más severas a la prevista, pudiendo incluso proceder en contra de la omisa por el delito de desobediencia en caso de negarse a rendir el informe.

7.- Se estima prudente incluir en el capítulo relativo a la ejecución de sentencias concesorias de amparo la facultad del Juez de Distrito para iniciar de oficio el incidente de cumplimiento sustituto en el caso de que las autoridades responsables hayan alegado y demostrado que existe imposibilidad jurídica o material para cumplir con la sentencia de amparo.

1.- LIBRO PRIMERO, TITULO PRIMERO, CAPITULO  PRIMERO

DEL AMPARO EN GENERAL.

ARTICULO 3º. BIS.

Con respecto a los mecanismos de que dispone el Juez de Amparo para hacer cumplir sus determinaciones, se considera pertinente incluir en el artículo supracitado además de la imposición de multas, a discreción del Juez, la de auxilio de la fuerza pública, arresto y de ser necesario, proceder en contra del rebelde por el delito de desobediencia. Para lo cual, es preciso adicionar a dicho artículo las medidas de apremio mencionadas, debiendo quedar el numeral cuya modificación se propone, de la siguiente manera: 

“Artículo 3º. Bis.- El Juez de Distrito, para hacer cumplir sus determinaciones, puede emplear, a discreción, los siguientes medios de apremio:

I.- Multa hasta de 350 salarios mínimos;

II.- El auxilio de la fuerza pública;

III.- Arresto hasta por treinta y seis horas.

Si fuere insuficiente el apremio, se procederá contra el rebelde por el delito de desobediencia.

Las demás multas previstas en esta Ley se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El Juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso”.

2.- LIBRO PRIMERO, TITULO PRIMERO,  CAPITULO VI.

DE LA COMPETENCIA Y DE LA ACUMULACION.

ARTICULO 37. 

El artículo 37, establece que en tratándose de la violación cometida a las garantías contenidas en los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VIII y X, párrafo primero y segundo de la Constitución, puede reclamarse ante el Juez de Distrito o ante el Superior del Tribunal al que se atribuye la violación reclamada.  Se estima que tal numeral debe ser modificado y recoger para la federación la exclusiva competencia para tramitar y resolver juicios de amparo, pues dicha función debe ser desempeñada únicamente por los órganos creados especialmente para ello, puesto que la institución del amparo está contenida en una ley de carácter federal, además de que la creación de dicho precepto es antigua y en la práctica no acontece que los quejosos promuevan los juicios de amparo ante los Tribunales Estatales, que tienen a su cargo como función primordial resolver los recursos interpuestos en contra de sus inferiores, amén de que en la actualidad existe mayor facilidad para el acceso a la justicia federal.

La anterior propuesta no implica desde luego, trastocar la competencia que tienen los Tribunales Unitarios de Circuito por ser estos también autoridades de carácter federal.

Se propone modificar el artículo 37 de la Ley de Amparo y aclarar que únicamente los tribunales federales son competentes para tramitar y fallar juicios de amparo, debiendo quedar el numeral citado con la siguiente redacción:

“Artículo 37.- La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VII y X, párrafos primero y segundo de la Constitución Federal, podrá reclamarse ante el Juez de Distrito que corresponda o ante el Tribunal Federal Superior de aquél al que se le atribuya la violación”. 

3.-  LIBRO PRIMERO, TITULO PRIMERO, CAPITULO DIEZ

DE LAS SENTENCIAS.

ARTICULO 76 BIS.

El artículo 76 bis, dispone: “Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia; II. En materia penal, la suplencia operará aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo; III. En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta ley; IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a favor del trabajador; V. A favor de los menores de edad o incapaces, y VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa”.

De lo transcrito, se aprecia que la Ley de amparo establece la suplencia de los conceptos de violación únicamente en las materias penal, agraria y laboral, ésta última sólo a favor del trabajador, y en otras materias, distintas a aquéllas, cuando existan violaciones que dejen sin defensa a los quejosos.

Tomando en consideración la propuesta anterior, en el sentido de derogar el Libro Segundo, del amparo en materia agraria, se propone derogar las fracciones  III y IV.

Debiendo entonces quedar el numeral citado con la siguiente redacción:

Artículo 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: 

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia; 

II. En materia penal, la suplencia operará aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo; 

III. A favor de los menores de edad o incapaces, y 

IV. En todas las materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa”.

3.-  LIBRO SEGUNDO.

DEL AMPARO EN MATERIA AGRARIA.

Se propone derogar los artículos contenidos en el presente libro, relativos al trámite de los juicios de amparo indirecto en materia agraria, los cuales a juicio del ponente, deberán ser tramitados y fallados con los lineamientos de la materia administrativa, toda vez que actualmente existen tribunales creados específicamente para resolver los conflictos de naturaleza agraria, como son los Tribunales Unitarios Agrarios y el Tribunal superior Agrario.

EMILIO ALBERTO HASSEY DOMÍNGUEZ 

Se propone considerar otra vez al articulo 16 de la Constitución Política de los estados unidos mexicanos en el contenido del referido articulo, a efecto de que por la vía del amparo indirecto de inmediato se reclamen violaciones al mismo, ya que en la actualidad se encuentra roto el estado de derecho al quedar en completo estado de indefensión el agraviado o quejoso, en los casos en que es privado de su libertad por parte del Agente del Ministerio Público, la policía o cuando la autoridad judicial expide una orden de aprehensión sin que se encuentren reunidos los requisitos que establece el propio articulo 16 constitucional, siendo anuladas las garantías de audiencia y legalidad que establecen los artículos 14 y 16 de la Constitución; además de no de respetarse lo dispuesto por los artículos 103 fracción I y 107 fracción XII constitucionales.



VICTORIO RUBEN MONTALVO ROJAS

I.- Observaciones Generales.

1.- Es importante actualizar la Ley de Amparo con las reformas hechas en los últimos 5 años, pues en la actualidad existe disparidad en lo que dice la Ley de Amparo y lo que señalan la Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, como por ejemplo conforme a la Ley Orgánica el recurso de revisión en amparo directo es procedente aunque el Tribunal Colegiado no se pronuncie sobre la constitucionalidad de los actos de una autoridad o no se exprese la interpretación directa de un precepto constitucional, sin embargo de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 107 fracción IX de la Constitución y 83 fracción V de la Ley de Amparo, el recurso sería improcedente en las condiciones señaladas. Otro ejemplo se encuentra en el capítulo de competencia, en donde el artículo 42 de la Ley de Amparo prescribe que el juicio de garantías en contra de un tribunal unitario lo conocerá un juez de distrito de distinto circuito, mientras que la fracción I del artículo 29 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, establece que ese amparo lo conocerá otro tribunal unitario del mismo circuito.

Si bien es cierto que podría decirse que las normas de la Ley de Amparo que no estén en concordancia con las nuevas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Federal, quedan derogadas por la nueva norma, también es cierto que el legislador ha abusado en estas reformas pues algunas de ellas no sólo se refieren a la estructura del Poder Judicial Federal, sino que inciden en el trámite del juicio de amparo, y en términos de lo dispuesto en el artículo 107 Constitucional, la Ley de Amparo es la única, en su carácter de reglamentaria del precepto constitucional citado, en la que se puede regular ese proceso constitucional.

2.- Es necesario que se tomen en cuenta los criterios jurisprudenciales para incluirlos en el texto legal, pues la experiencia enseña que en la mayoría de los casos las mejores reformas son las que incluyen las opiniones sustentadas por los tribunales, que en el caso de la jurisprudencia, implica que han sido reflexionadas una y otra vez por el juzgador y por ello ha decidido en determinado sentido.

3.- Siguiendo las ideas expuestas por Don José F. Ramírez en su voto particular de 1840, sería conveniente otorgarle a la Suprema Corte de Justicia de la Nación la facultad de iniciar leyes en materia de su competencia y de que el presupuesto del Poder Judicial Federal no dependa de lo que quieran darle el ejecutivo o el legislativo
, sino que tenga una partida predeterminada del presupuesto de egresos, claro está que ello implicaría una reforma constitucional, que en su caso sería de las pocas que estarían justificadas.

Respecto a la facultad para iniciar leyes hay senadores, incluso algunos que fueron ministros del Poder Judicial Federal, que se han opuesto alegando que si la Corte es la autora de la ley por haber ejercido la facultad de iniciarla, implícitamente se estaría pronunciando sobre su constitucionalidad lo que haría nugatorios los juicios que se interpusieran en contra de ella, e incluso siguiendo este pensamiento podría afirmarse que los ministros que hubieren participado en la iniciativa, estarían impedidos para conocer de la controversia constitucional que se interpusiere en contra de la norma producto de ella.

Considero errónea la opinión expresada en el párrafo anterior, pues el hecho de que la Suprema Corte haya iniciado un proyecto de ley, no quiere decir que el legislativo lo apruebe tal y como le fue propuesto, pues seguramente habrá modificaciones de mayor o menor relevancia, lo que hará que la ley aprobada, no sea idéntica al proyecto que recibió, lo que implica que habrá variantes a lo propuesto por el Poder Judicial y sobre éstas, evidentemente que la Corte no se habría pronunciado y no podría existir impedimento de los ministros. Además la historia del Poder Judicial Federal, enseña que sus criterios no son inamovibles, pues hay innumerables casos en los ha cambiado, simplemente por estimar que era erróneo, que las circunstancias cambiaron o porque cambiaron los ministros.

En estas condiciones creo que debe acabarse con esos temores y tener un mejor concepto de los integrantes de eses poder, especialmente de los ministros.

4.- Aunque no está considerado en la convocatoria, sería pertinente no solo reformar o expedir una nueva Ley de Amparo. Si en verdad se considera la necesidad de un nuevo ordenamiento, una de sus mejores justificaciones sería unificar a la Leyes Reglamentarias de los artículos 103 y 107 Constitucionales, con la del artículo 105 de la ley fundamental.

En efecto el juicio de garantías y las mal llamadas
controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, son controversias constitucionales que con las diferencias pertinentes, deben ser objeto de un proceso constitucional, por ello debería expedirse un Código de Procedimientos Constitucionales que regulara a las tres instituciones, en la que de ser posible se establecieran reglas comunes a los tres juicios y sólo en lo que no pudieran coincidir se establecieran reglas especiales. De hecho si uno estudia la Ley Reglamentaria del Artículo 105 Constitucional, se puede percibir claramente que se utilizó como modelo la Ley de Amparo. 

5.- Después de hacer algunas consideraciones sobre el objeto del juicio de amparo, las observaciones las haré tomando en cuenta el orden que sigue la Ley de Amparo.

II.- Objeto del Juicio de Garantías.

Se afirma que el juicio de amparo es un procedimiento que sólo protege las garantías individuales de los particulares; sin embargo esta afirmación dogmática no es tan exacta como se piensa, pues en realidad a través de él se protege a todo el orden constitucional y legal mexicano, incluso al extranjero cuando deba aplicarse en el territorio nacional, pues a través de las garantías de audiencia y legalidad todo acto de autoridad deberá estar fundado en una norma constitucional, ya sea de la parte dogmática o de la orgánica o en una norma legal secundaria, llámese tratado, ley, reglamento, sentencia, contrato, declaración unilateral de voluntad, etc, por lo que en este orden de ideas fue más acertada la concepción que sobre este juicio tuvo Don Manuel Cresencio Rejón al elaborar la constitución Yucateca de 1840, pues en sus artículos 53, 63 y 64, estableció que esa controversia procedía en contra de actos del legislativo o del ejecutivo que fueran contrarios a la constitución, en contra de las violaciones al catálogo de derechos previstos en el artículo 62 de dicha norma fundamental, ya sea que la violación la cometiesen los jueces o autoridades distintas a la judicial.

En consecuencia habría que aprovechar esta oportunidad para reconocer lo que ya sucede en la actualidad, que el amparo protege no sólo las garantías individuales sino todo el orden constitucional y legal, por lo que el artículo 103 constitucional y el artículo 1 de la Ley de Amparo, deberían reformarse a través de una fórmula simple en la que se estableciera que el juicio de amparo procede en contra de actos de autoridad que violen la constitución en perjuicio de algún particular.

De esta manera se lograría además un auténtico reconocimiento a lo que ya existe desde hace más de 100 años en México, es decir que el juicio de amparo es un auténtico control jurisdiccional de la constitución y que el Poder Judicial Federal, especialmente el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, es un Tribunal Constitucional
, concepto que se fortalece con la reforma al 105 constitucional.

No sobra decir que la actual fórmula consagrada en los artículos 103 constitucional y 1 de 1a Ley de Amparo es repetitiva, pues por una parte distingue a las leyes de los actos de la autoridad, como si las primeras no fueran actos, y por la otra haciendo una interpretación literal de las fracciones II y III de dichas disposiciones, parecería que en esos supuestos no es necesaria la violación de garantías para la procedencia del juicio y por otra parte, si ésta se surte con la sola violación de garantías, no tiene caso la existencia de las dos fracciones antes citadas.

III.- Partes.

1.- Las partes en el juicio de garantías es un tema sobre el que hay que reflexionar; en efecto, el concepto de autoridad responsable ha ido modificándose sobre todo en la novena época, pero creo que no es suficiente, ya que es necesario que haya un reconocimiento expreso de la Ley de que en algunos casos los órganos desconcentrados del estado pueden ser autoridad responsable para efectos del amparo, sobre todo cuando por su posición como partes del estado, aunque con personalidad distinta a él, pueden realizar actos en agravio de los particulares.

2.- Así mismo debe ampliarse el concepto del quejoso, pues si bien es correcto que se le defina como la persona que reciba un agravio personal y directo, en algunos casos lo debería también ser quién pudiera ser afectado en alguna esfera de derechos especiales como el derecho a la salud, a la ecología, a una vivienda digna y decorosa
, educación, etc. Claro está que la procedencia del amparo en estos casos debe ser por excepción y en consecuencia en este supuesto si se justifica señalar casuísticamente en que casos procedería.

Por lo que respecta a la persona legitimada para ejercer la acción, se ha discutido si la puede interponer cualquier persona, o si por el contrario por tratarse de una controversia que afecta a la colectividad, sólo lo pueden hacer aquellos organismos no gubernamentales cuyo objeto es defender los intereses de la sociedad. Si se optara por la primera solución se correría el riesgo de que dichos organismos tuvieran el monopolio de la acción de amparo en tratándose de intereses difusos, lo que sería peligroso, pues independientemente de que hay organismos no gubernamentales que esconden sus intereses políticos en la defensa de los derechos de la sociedad, no hay que olvidar que el juicio de amparo sirve para proteger los derechos del individuo, razón por la que no puede quitársele a éste la acción de amparo, aún en esta hipótesis. Por el contrario si los organismos no gubernamentales no tuvieran concedida de manera expresa la acción de amparo no sucedería nada, pues de todos modos como personas morales de derecho privado, tendrían el legítimo interés de acudir en la defensa de sus derechos difusos, como cualquier otra persona.

3.- En el caso del Ministerio Público creo que su lugar como parte en el juicio de amparo no se justifica y tan sólo se trata de una mera tradición, pues si bien es cierto que ha sido parte en él desde la ley de 1861, también lo es que en ella sólo eran parte el quejoso y el M. P, quién en realidad actuaba como representante de la autoridad, sin embargo desde la aparición de la autoridad responsable en el juicio de garantías, es injustificada su existencia como parte, sin que obste a la anterior conclusión el hecho de que dicha institución represente los intereses de la sociedad, pues lo cierto es que esta afirmación es más teórica que real, pero sobre todo hay que tomar en cuenta que nadie va a tener más interés de que se gane el juicio que el propio quejoso, y nadie va a tener mayor preocupación de que se niegue o que se sobresea, que la autoridad responsable o el tercero perjudicado, por ello si en el juicio participan las partes que tienen un interés real y directo de que el juicio se gane o de que se pierda, creo que no tiene ninguna relevancia en dicho proceso la figura del M. P., y una prueba de ello es que infinidad de tribunales y la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los juicios de amparo directo o en los recursos de revisión, no esperan que transcurran los 10 días que tiene el M. P. para que rinda su pedimento, pues antes de que esto suceda el expediente ya ha sido remitido al magistrado ponente o al ministro relator, y ello significa que a nadie le importa lo que diga el M. P. en su pedimento.

Por otro lado debo señalar que los únicos casos en que sí se justificaría la presencia del M. P. como parte en el juicio de amparo, sería en aquéllos en los que se hubiera impugnado un acto que proviniera de un procedimiento judicial en el que el M. P. fuera parte, pero su participación en el  proceso constitucional, no sería como Ministerio Público, sino como tercero perjudicado, por lo que quién tendría que comparecer al juicio de amparo sería el M. P. adscrito al juzgado responsable, el caso típico sería el M. P. de la causa penal, quién en los amparos promovidos por el procesado, debería comparecer como tercero perjudicado, por tener interés en la subsistencia del acto del juez.

4.- El Ofendido por el delito como Quejoso o Tercero en el Juicio de Garantías.

Los artículos 5 fracción III, inciso b) y 10 de la Ley de Amparo tratan de manera diferente la manera como el ofendido por la comisión de un delito o la persona que tiene derecho a la reparación del daño, pueda actuar en el juicio de garantías.

Mientras que el ofendido o el que tiene derecho a la reparación puede actuar como tercero perjudicado en los juicios de garantías interpuestos por el reo en contra de la sentencia que además de encontrarlo culpable del delito lo obliga a reparar el daño y en contra de los que se interpongan para impugnar violaciones procesales
 o la interlocutoria que resuelva el incidente de reparación del daño, no puede actuar como quejoso en contra de las sentencias que absuelvan al presunto delincuente y las que lo condenen, aunque en ellas se resuelva la responsabilidad económica del delincuente al determinarse el  monto de los daños, ya que sólo podrá atacar con ese carácter, las violaciones procesales impugnables en amparo indirecto y las Interlocutorias que resuelvan el incidente de reparación del daño.

Lo primero que se puede decir es que los dos preceptos tratan de una manera diversa la participación del ofendido por el delito o sus causahabientes, lo que no me parece correcto, pues aunque participen con diverso carácter, en ambos casos su interés será obtener la reparación del daño causada por la comisión del delito. Pero lo más importante es que a la persona ofendida con el delito, prácticamente se le priva de la acción constitucional de amparo, pues con el pretexto de que la acción penal es un monopolio del Ministerio Público, y que con ella no se busca obtener venganza, sino defender los intereses de la sociedad, lo cierto es que se restringen los derechos del ofendido y con ello se reducen drásticamente sus posibilidades de obtener la reparación del daño.

Por estas razones considero que debería recapitularse sobre este tema y recordar la vieja tesis de la Corte que estimaba que la sentencia que absolvía al delincuente trascendía a la reparación del daño.

IV.- Términos y Notificaciones.

1.- La fracción III del artículo 22 de la Ley de Amparo prescribe dos excepciones al término para la interposición de la demanda de garantías, dependiendo de que el quejoso esté fuera del lugar del juicio pero dentro de la república, o incluso fuera de ella, en estos supuestos el término será de 90 o de 180 días respectivamente, sin embargo tal y como esta redactada la parte final de esta fracción puede dar lugar a confusión si éstos términos de excepción se siguen aplicando cuando el quejoso regresa al lugar del proceso o se hace sabedor del mismo, pues en esos supuestos dice la norma, que deberá estarse al plazo de 15 días, lo que habría que aclarar sería que al quejoso que regresara al lugar del juicio, el término de 15 días le correría a partir de que se hiciera sabedor del mismo. Por otro lado habría que eliminar la última parte del tercer párrafo de la fracción III ya que conforme a él la persona que se encuentra fuera de la República Mexicana o fuera del lugar del juicio, que se haga sabedor del mismo, le correrá el plazo de 15 días, lo que es absurdo y contrario al supuesto genérico de dicha excepción, pues es evidente que los plazos de 90 ó de 180 días, solamente pueden empezar a correr a partir de que la persona que esta fuera del lugar del juicio o que esta fuera del país, tuvo conocimiento de la existencia del juicio seguido en su contra.

2.- Respecto a los días hábiles e inhábiles, creo que es urgente que el artículo 23 se actualice a lo que ha establecido esa Suprema Corte de Justicia de la Nación  respecto a la contradicción existente entre dicho precepto y lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal.

3.- En relación al computo de los términos en el incidente de suspensión, la experiencia de casi 20 años, como abogado postulante en amparo y como académico de la materia, me dice que los jueces de distrito no celebran audiencias incidentales los sábados, domingos ni días festivos, asimismo en la realidad los términos para la interposición de los recursos en contra de las resoluciones que se dicten en el incidente de suspensión son más amplios de los que señala la Ley de Amparo, pues en contra del texto legal no se computan de momento a momento ni tampoco se toman en cuenta los días inhábiles, por lo que o se adopta un criterio uniforme para aplicar lo dispuesto  en los artículo 24 fracción II y 26 párrafo segundo de la Ley de Amparo, o se modifican dichos preceptos para que los términos sólo se computen por días, y sólo por los que sean hábiles.

4.- De acuerdo a la fracción I del artículo 28 de la Ley de Amparo, las notificaciones que se hagan a las autoridades que actúen como responsables o como terceros perjudicados en la primera instancia de los juicios de amparo indirecto, se hará por oficio, lo que en realidad equivale a una notificación personal,  lo que hace que el juzgado pierda tiempo notificando por oficio (personalmente) todos los acuerdos a las autoridades; sin embargo lo que sucede es que los juzgados de distrito no siempre notifican todos los acuerdos a las autoridades o cuando menos no lo hacen por oficio, lo que vicia de nulidad al procedimiento, por ello creo que debería reformarse esa fracción para que sólo se notificarán por oficio a las autoridades los autos que admitan o desechen una demanda o un recurso, los que declaren la competencia o incompetencia del juzgado de distrito y las sentencias que sobresean el juicio, concedan o nieguen el amparo, señalen fecha para la celebración de la audiencia constitucional o de una diligencia, así como las que estime pertinente el juez, pero las demás deberían hacerse por lista.

Cabe aclarar que no existe inconveniente para ello, pues incluso así se les hacen las notificaciones a las mismas autoridades en los amparos indirectos en revisión y en los amparos directos tramitados ante los Colegiados o la Corte.

5.- Otro aspecto que valdría la pena tomar en cuenta es aprovechar los adelantos tecnológicos en la eficiencia y seguridad de la notificación de las resoluciones y diligenciación de exhortos, pues siempre y cuando el avance técnico lo permitiera y los profesionales de la materia certificaran la seguridad de los sistemas, las notificaciones personales y por oficio podrían hacerse por correo electrónico
, los exhortos y anexos enviarse por medios electrónicos al juez exhortado y éste, independientemente de remitir en original el exhorto diligenciado, enviar por medios electrónicos una copia certificada de éste, y los acuerdos consultarse por Internet; incluso esta solución tendría mayores beneficios pues podría bajar sustancialmente el número de abogados y pasantes consultando expedientes, con la consecuente distracción de los funcionarios judiciales, lo que permitiría que éstos estuvieren más concentrados en sus audiencias, acuerdos y sentencias; más aún podría haber una etapa de experimentación, para que sólo a aquéllos que se inscribieran en un registro, se les hicieran por correo electrónico las notificaciones personales y pudieran consultar los acuerdos por computadora y, posteriormente, de acuerdo al resultado de la prueba continuar o no con esta propuesta.

6.- Un reclamo válido en el foro, es la urgencia de que el Poder Judicial Federal publique un Boletín con los acuerdos del día anterior y de esta manera en lugar de notificarlos por lista, se notifique por Boletín. Durante algún tiempo a mediados de los años ochentas y de manera extraoficial, la lista estuvo apareciendo diariamente en algún periódico que si mal no recuerdo era El Nacional, razón por la que no existe dificultad, máxime con los adelantos técnicos que se tienen en la actualidad, lo único que falta es la decisión para hacerlo y una coordinación adecuada con todos los juzgados y tribunales federales del país.

V.- Incidentes.

El capítulo de incidentes es uno de los que debe revisarse con mayor cuidado pues prácticamente no tienen regulación y la que existe es confusa e incompleta, además de que la procedencia de los incidentes está esparcida a lo largo de la Ley de Amparo.

Por lo que hace a los diversos incidentes previstos en la ley, los iré tratando conforme vaya llegando a la parte en que ésta los contempla.

VI.- Competencia y Acumulación.

Es uno de los incidentes más importantes y tal vez menos conocidos, pues normalmente se tramita entre los propios tribunales, con nula o escasa participación de las partes.

1.- En relación a la competencia concurrente que algunos preceptos de la Ley de Amparo establecen como los artículos 37 a 41, creo que es necesario meditar si en la actualidad se justifica que las autoridades judiciales del fuero común puedan conocer de los juicios de garantías interpuestos en contra de sus inferiores por haber violado alguna de las garantías penales del artículo 16 constitucional o por haber violado las garantías previstas en los artículos 19 y 20 fracciones I, VIII y X de la Constitución.

En la actualidad  debido a la facilidad de las comunicaciones y a la creación de un sinnúmero de juzgados de distrito ya no se justifica la competencia concurrente, pero sobre todo hay que tomar en cuenta que el juicio de amparo es complejo no solamente por las características específicas del proceso, sino por el alto nivel de conocimientos constitucionales y jurídicos que debe tener el juez de amparo, lo que hace que normalmente los titulares de los tribunales locales no conozcan el juicio de garantías, ni mucho menos los criterios adoptados al respecto por el Poder Judicial Federal, y por supuesto no sobra decir el desconocimiento que normalmente se tiene de la materia constitucional. Bajo estas circunstancias insisto debe replantearse si todavía sigue siendo conveniente la existencia de la jurisdicción concurrente.

2.- Por otro lado, la Ley de Amparo prevé la participación de las autoridades judiciales locales como auxiliares de los jueces de distrito, para recibir demandas, para ordenar que las cosa se mantengan en el estado en que se encuentran y para girar oficios a las autoridades; sin embargo no todos los jueces interpretan de las misma manera los artículos 38, 39 y 40 del citado ordenamiento, pues mientras que unos estiman que al llegar las constancias al juez de distrito, éste deberá acordar sobre la admisión o no de la demanda y sobre la suspensión, otros señalan que los jueces federales tan solo deben continuar el procedimiento, pues la demanda ya fue admitida y la suspensión concedida.

Al respecto considero que ninguno de los artículos citados faculta a las autoridades judiciales locales a admitir la demanda de amparo si no tan solo, por la urgencia del caso, a tenerla por presentada, sin prejuzgar sobre su admisión o no, así como a dictar una especie de suspensión que sólo deberá tener vigencia en tanto el juez de distrito resuelva sobre la suspensión de oficio o la provisional. Situación similar sucede con el recurso de revisión, pues aunque el tribunal ante quién se exhibe lo tenga por presentado, pueda requerir las copias que faltan, o en su caso tenerlo por no presentado por no exhibir las copias faltantes, ello no lo faculta a admitir el recurso ni mucho menos en sustituirse en la autoridad revisora.

Por ello en la reforma debe hacerse una nueva redacción de estos artículos en los que se establezca de manera clara si la facultad que se concede a los jueces locales sólo es para recibir demandas o incluso sirve para admitirlas, en el entendido de que la primera opción sería la más ortodoxa, pues sólo los jueces federales pueden conocer del amparo y por lo tanto admitirlo.

3.- La regulación de la tramitación de los problemas competenciales entre los tribunales de  Poder Judicial Federal es compleja y a veces inconsistente, pues en lugar de prever de manera sencilla  y breve que sucede cuando se plantean problemas de competencia entre las dos Salas de la Corte o entre los Tribunales Colegiados, lo que podría hacerse en un solo artículo, se hace en varios preceptos y se utilizan demasiadas palabras lo que hace que se establezcan muchas soluciones similares pero con algunas diferencias, dando lugar a la confusión. Al respecto estimo que los problemas de competencia entre las Salas, entre los tribunales colegiados y los jueces de distrito, pueden resolver de la misma manera, siendo la única diferencia la autoridad que en definitiva resuelva el problema.

Por otro lado en la Ley de Amparo no se tomó en cuenta que los problemas de competencia no sólo son territoriales si no también por materia, lo que da lugar a que cuando la incompetencia se origine en la materia, deberá conocerlo la Sala siempre y cuando ésta tenga competencia en las dos materias, pues de lo contrario necesariamente tendrá que ser el Pleno de la Corte, que es el único tribunal que no sólo tiene competencia en todo el territorio, si no que también la tiene en todas las materias.

4.- Respecto a la acumulación considero que no existe ninguna razón de fondo que impida que ésta se de en los amparos directos, o en las revisiones que se interpongan en contra de una misma sentencia de amparo directo o indirecto, por las partes en el juicio, de hecho el artículo 65 prevé una especie de acumulación, sin embargo creo que la hipótesis del precepto citado más que facilitar las cosas las complica, pues si bien es cierto que el asunto lo deberá resolver el mismo tribunal y muy probablemente los proyectos de sentencia los elabore el mismo magistrado o ministro, también lo es que tienen que elaborar dos sentencias en lugar de una, lo que por simple economía procesal parece ilógico, ya que nada impediría que se pudieran resolver en una misma sentencia.

VII.- Impedimentos.

En este capítulo el legislador incurrió en graves contradicciones como lo es el señalar que los titulares de los órganos jurisdiccionales de amparo no son recusables, pero que deben declararse impedidos de conocer el juicio en caso de estar en alguno de los supuestos en que la Ley de Amparo estime que no deban hacerlo, incluso en el artículo 70 de la ley citada se faculta a las partes para que acudan al tribunal competente para alegar el impedimento, en la inteligencia que el tribunal que lo resuelva deberá determinar sobre la procedencia del mismo.

En estas condiciones es absurdo señalar que en el procedimiento de amparo no existe la recusación, cuando precisamente aunque con otro nombre, esta situación esta prevista en la ley de la materia.

Respecto a las causas de impedimento previstas en el artículo 66 de la Ley de Amparo, me parece que son adecuadas pero insuficientes por lo que aprovechando la reforma debería ampliarse el número de causas de impedimento, en la inteligencia de que en contra de lo que algunos tribunales federales pensan, el capítulo de impedimentos de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal no es aplicable en el juicio de garantías, aunque dicha ley sea posterior a la legislación de amparo, ya que conforme al artículo 107 constitucional solo en su ley reglamentaria, además de la Constitución, puede reglamentarse el juicio de garantías.

VIII.- Improcedencia y Sobreseimiento.

1.- Respecto de la improcedencia prevista en el artículo 73 de la actual Ley de Amparo quisiera hacer los siguientes comentarios:

a) Los autores del juicio de garantías tuvieron como una de sus principales preocupaciones el éxito de la institución, ya que sabían que los controles constitucionales previstos hasta entonces, como el Supremo Poder Conservador, habían fracasado, por lo que pensaron en la necesidad de limitar lo más posible su procedencia, para que el juicio que en ese momento nacía no se viera como una amenaza por los poderes que iba a controlar, sino que por el contrario tuviera éxito y se convirtiera en una institución eficaz de protección de los derechos fundamentales consagrados en la constitución.

Una de las formas que encontraron para limitar el control jurisdiccional de la constitución se consagra en el principio de agravio personal y directo, el que me parece adecuado; sin embargo hay algunos casos en los que el gobernado sufre las consecuencias de los actos de autoridad contrarios a la constitución o a la ley, y no puede acudir al amparo porque no se le causa un daño concreto a su persona o todavía no se lo ha causado. En algunos de estos casos la autoridad actúa de manera impune, porque sabe que no existe manera de anular su acto o exigirle responsabilidad, por ello cuando se trate de actos contrarios a la constitución o a la ley y que afecten o puedan afectar a los intereses de la colectividad en general o de un grupo determinado de personas, como excepción, en lugar de exigirse un agravio personal y directo debería de bastar un interés simple o difuso, es decir que la persona que solicitare la protección federal pudiera hacerlo por el simple hecho de haberse producido un acto que pudiera causarle algún daño; claro esta que habría que tener mucho cuidado en determinar los casos en los que por excepción  procediera el juicio de garantías por interés simple.

Algunos de los casos en los que podría exigirse el interés difuso serían los siguientes:

Supóngase que la autoridad competente decide fraccionar el Bosque de Chapultepec para hacer en él un conjunto residencial y/o comercial. Si bien es cierto esto no ha sucedido todavía, no hay que olvidar que uno de los últimos actos del presidente López Portillo fue consecionar el Desierto de los Leones para la tala de árboles, lo que causó una gran deforestación en la zona, y el consecuente daño ecológico lo que puede traer consecuencias para la salud no sólo para los habitantes del lugar sino para todos los que viven en la ciudad de México, pero como esto no le causa un daño personal y directo a ninguna persona, nadie pudo impugnar ese acto.

Piénsese en la construcción de una termoeléctrica o alguna industria de carácter peligroso en una zona habitacional, con violación al uso del suelo, pero insisto, como ello no causa perjuicio a nadie en concreto, ninguna persona puede impugnar su autorización, y en este sentido se han pronunciado los tribunales federales.

Como se ve el tema de los intereses difusos es de gran relevancia y actualidad, por lo que creo que si se va a elaborar una nueva Ley de Amparo, cuando menos debe hacerse un estudio serio de la pertinencia de incorporarlos a la Ley de Amparo.

b) En tratándose de actos de las autoridades administrativas se ha estimado que no opera el principio de definitividad, cuando el medio ordinario de defensa no suspenda el acto o exija mayores requisitos que los previstos en la Ley de Amparo para hacerlo, cuando el acto reclamado carece de manera absoluta de fundamentación y motivación, cuando se apoye en una norma general que sea impugnada de inconstitucional, y en general cuando en la demanda de amparo se alegue una violación directa a la constitución, pues el problema fundamental consistente en la constitucionalidad del acto no sería resulto en el recurso, debido a que la única autoridad que puede pronunciarse sobre la constitucionalidad de los actos es el Poder Judicial Federal, lo  que da lugar a que con el recurso no pueda modificarse o revocarse aquél acto de autoridad que esté sustentado en una norma inconstitucional o que directamente contraríe a la norma fundamental.

No obstante que este criterio es acertado, curiosamente no se aplica a los amparos en materia judicial, lo que me parece inexplicable pues no obstante que la apelación que se interponga en contra de un auto o de una sentencia que se apoye en una norma inconstitucional, incluso ya declarada así en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de todos modos hay que agotar el recurso aunque de antemano se sepa que no se va a resolver el problema de constitucionalidad y por lo mismo el acto, cuando menos respecto de la inconstitucionalidad, no podrá ser modificado ni revocado, lo que hace que el recurso sea inútil y se prolongue innecesariamente la duración de la controversia. Por ello en esos casos y por no existir razón de fondo que aconseje lo contrario, estimo que cuando el auto de la autoridad judicial o del tribunal administrativo, ya sea un auto o una sentencia, se apoyen en un texto inconstitucional, no se exija agotar el recurso antes de acudir al juicio de garantías.

Esta excepción al principio en cita, se debe a que si bien es cierto que con el medio ordinario de defensa puede modificarse o revocarse el acto reclamado, también lo es que como el tema fundamental consistente en la constitucionalidad del acto no sería resuelto en el recurso, debido a que la única autoridad que puede pronunciarse sobre la constitucionalidad de los actos es el Poder Judicial Federal, lo que da lugar a que con el recurso no pueda modificarse o revocarse aquél acto de autoridad que esté sustentado en una norma inconstitucional o que directamente contraríe a la norma fundamental.

c) La fracción IX del artículo 73 de la Ley de Amparo señala la improcedencia del juicio de garantías cuando se haya consumado de manera irreparable el acto de autoridad, situación que es lógica si se toma en cuenta que el objeto de las sentencias de amparo es restituir al quejoso en el estado en que se encontraba antes de cometerse la violación. No obstante ello el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo permite el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, es decir en lugar de restituir al quejoso en el estado en que se encontraba antes de que se violaran sus garantías individuales, la ejecución de la sentencia de amparo se haría liquidando los daños y perjuicios que causo al quejoso el acto de autoridad violatorio de sus garantías.

Si bien estoy de acuerdo con el cumplimiento sustituto como un caso de excepción
, creo que deberían limitarse los casos en los que procede, pues en la ley no se establecen.

2.- Respecto del artículo 74 que establece las causas de sobreseimiento creo que sería más sencillo que las primeras cuatro fracciones desaparecieran y simplemente se dijera que procedía cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna causal de improcedencia.

Por lo que toca al sobreseimiento por inactividad procesal, en contra de lo que pudiera pensar el Poder Judicial Federal, expreso mi inconformidad por ser notoriamente inconstitucional e injusta, pues el exceso de trabajo del tribunal o su pereza, se sanciona en perjuicio del quejoso o del recurrente, lo que estimo inexplicable, no obstante que la caducidad haya aparecido en la legislación de amparo con el objeto de poder archivar definitivamente aquéllos asuntos que esencialmente estuvieron en la Corte durante años incluso décadas, sin que las partes los activarán.

Este criterio se corrobora del propio texto de la Ley de Amparo pues en su artículo 157 impone a los jueces de distrito y a los agentes del ministerio público la obligación de cuidar que los juicios de amparo no queden paralizados, en la inteligencia de que la caducidad implica la paralización del juicio, supuesto que no puede admitir el juez de distrito. Cabe señalar que esta disposición se aplica por analogía a los amparos indirectos en revisión y por analogía y mayoría de razón a los amparos directos, ya que en estos las partes no tienen más intervención que la de formular la demanda de amparo y rendir los alegatos, pero todo el trámite depende exclusivamente de lo que el haga el tribunal colegiado o la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Más grave aún es la caducidad de la ejecución de las sentencias de amparo, pues es inexplicable que se piense que su ejecución puede caducar, máxime cuando por la materia de que se trata, en muchas ocasiones la responsables es la culpable de la tardanza o retraso en su cumplimiento, por lo que más que adicionarse la Ley de Amparo sobre la caducidad de la ejecución de las sentencias, lo que debería es proponerse la eliminación del último párrafo de la fracción XVI del artículo 107 constitucional.

IX.- Sentencias.

1.- De este capítulo de la Ley de Amparo tan sólo aclararía que los efectos de cualquier sentencia que se dicte en el juicio de garantías, ya sea que se trate de actos negativos y positivos, será restituir al quejoso en el goce de la garantía individual violada, incluso en aquéllas violaciones que se originaron con motivo de una abstención u omisión en la que legalmente o inconstitucionalmente incurrió la autoridad, pues aún en esos casos antes de configurarse la omisión, el particular tenía pleno goce de sus garantías individuales, y no fue sino que hasta la autoridad se abstuvo de hacer lo que debía, cuando violo la esfera jurídica del gobernado, por lo que la manera reparar esa violación es haciendo lo que dejo de hacer.

En consecuencia creo que debería reescribirse el articulo 80 de la Ley de Amparo en ese sentido.

2.- Otro problema relevante que sobre las sentencias de amparo se ha suscitado, consiste en los llamados amparos para efectos, en los que el tribunal que conoce del juicio de garantías al momento de resolverlos se limita declarar nulo el acto de autoridad, para el efecto de que la responsable emita uno nuevo con plenitud de jurisdicción, y si bien esto es correcto, en los amparos judiciales, especialmente en los directos, se ha abusado de esta figura, pues con el ánimo de respetar al máximo la jurisdicción de la responsable, muchas veces la concesión del amparo es muy ambigua, y ello da lugar a que en lugar de que la responsable se sienta orientada por la sentencia de amparo, sucede exactamente lo contrario, pues no sabe exactamente en que consistió la violación, y ello da lugar que al emitir una nueva resolución se cometa la misma violación o alguna otra, lo que puede dar lugar a la repetición del acto reclamado o a un nuevo amparo, y así sucesivamente haciendo una cadena interminable de amparos en un mismo asunto, lo que implica que la impartición de justicia se retrase. 

Ante esta situación considero que los amparos para efectos sólo deberían darse, cuando el objeto de la protección federal fuera reponer el procedimiento (admitir una prueba, un recurso, revocar actuaciones nulas para realizarlas conforme a la ley, etc), y hecho esto dictar una nueva sentencia conforme a los elementos que tenga el juez responsable. Pero en el caso de los amparos contra sentencias porque al dictarla no se valoró adecuadamente alguna prueba, o no resolvió alguno de los puntos litigiosos, o no se fundamentó conforme a la letra de la ley o de su interpretación jurídica, o no se motivó conforme a los hechos, creo que es ocioso que el juez con plena jurisdicción pueda emitir una nueva sentencia, pues lo cierto es que la autoridad federal en la sentencia de amparo ya determinó que la responsable violó determinadas garantías, normalmente las de audiencia y legalidad, por las razones que se expresan en la parte considerativa de la misma,  por la que la responsable debe quedar vinculada con las razones expuestas en la sentencia de amparo y en cumplimiento de ella, emitir una nueva resolución, tomando en cuenta esas razones, pues si no lo hace, insiste en la violación de garantías por la que su acto fue revocado.

Esta solución no da lugar a que se invada la competencia de los tribunales locales, ya que ellos resuelven un problema de propiedad, de familia, de arrendamiento, etc., y el tribunal de amparo lo que determina es si la forma en que el juez responsable dirimió el conflicto que le fue planteado viola o no las garantías previstas en los artículos 14, 16 o en algún otro de los que integran la parte dogmática de la Constitución, 

X.- Recursos.

Aunque en términos generales considero correcto el tratamiento que de los recursos se da en la Ley de Amparo, estimo que este capítulo debe ser especialmente revisado para modificar algunas contradicciones existentes.

1.- En relación al recurso de revisión se puede afirmar lo siguiente:

a) En primer lugar creo necesario modificar los textos de la fracción IX del artículo 107 Constitucional y de la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo, pues con motivo del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal vigente, la Corte estimó correctamente en contra del texto constitucional y de la Ley de Amparo que el recurso de revisión en el amparo directo procede cuando en la demanda de garantías se hubiere planteado la inconstitucionalidad de una norma aunque en la sentencia el tribunal no se hubiere pronunciado sobre el problema de constitucionalidad planteado o no hubiere establecido la interpretación directa de un precepto constitucional. El criterio de la Corte es correcto porque gracias a él se logra que el tribunal colegiado que conozca el amparo resuelva la litis constitucional planteada, pues antes de esta interpretación bastaba que dicho tribunal con violación a la garantía de audiencia dejara de estudiar el punto de la litis relativo a la constitucionalidad para que el recurso fuera improcedente, lo que a todas luces es antijurídico.

Por la misma razón deberán eliminarse el párrafo segundo del artículo 88,  el último párrafo del artículo 90 y la última parte del último párrafo del artículo 89 ya que al sujetarse la procedencia del recurso de revisión en el amparo directo al planteamiento en la demanda del problema constitucional y no a que el Tribunal Colegiado resuelva o no la litis de constitucionalidad planteada, lo dispuesto en esos párrafos no tiene sentido.

b) En relación a la I fracción del artículo 83 de la Ley de Amparo que establece la procedencia del recurso de revisión en contra del auto que deseche la demanda de amparo indirecto, estimo que este medio de impugnación no es el adecuado debido al tiempo que tarde en tramitarse y resolverse, pues no hay que olvidar que el desechamiento de la demanda de amparo deja expeditos los derechos de la responsable para que ejecutar el acto reclamado, en tal virtud en esa hipótesis lo que procedería sería la queja de 24 horas a que se refiere la fracción XI del artículo 95 de la ley de la materia.

c) Respecto a la competencia para conocer del recurso de revisión, estimo que los artículos 84 y 85 tienen una redacción compleja y no agotan todos los supuestos, por lo que un fórmula más sencilla sería establecer que el Pleno tuviera competencia para conocer del recurso en aquellos amparos en los que se hubiere planteado una invasión de esferas o la inconstitucionalidad de un tratado internacional, de una ley federal o local; que las Salas de la Corte conocieran de la inconstitucionalidad de reglamentos expedidos por los ejecutivos federal o local y, finalmente que los Tribunales Colegiados conocieran de los recursos de revisión en contra de la inconstitucionalidad de reglamentos de buen gobierno y en general de normas generales inferiores y de aquéllos amparos en donde únicamente se hubieren planteado problemas de legalidad.

d) La reforma que en el año de 1988 se hizo para que se interpusiera con expresión de agravios ante el tribunal que emitió la resolución impugnada, me parece acertada pues da agilidad al trámite del recurso, ya que por una parte se ahorra tiempo desde el momento en que el tribunal revisor recibe los agravios junto con los autos de donde emanan, por otra parte se evita la práctica indeseable de presentar el recurso ante otra autoridad con el objeto de alargar el procedimiento. Sin embargo al hacer la reforma no se tomó en cuenta el sistema contemplado en la Ley de Amparo para resolver los problemas de competencia entre los tribunales federales, conforme al cual el tribunal que reciba una demanda o un recurso que no le corresponda conocer, deberá enviárselo al tribunal que estime competente, por lo que si una persona presenta el escrito de agravios ante una autoridad distinta, quién lo reciba deberá remitirlo al tribunal que corresponda conocer, lo que da lugar a que sea nugatoria la sanción prevista en el último párrafo del artículo 86 de la Ley de Amparo, por lo que estimo que dicho párrafo deberá modificarse para quedar de la siguiente manera:

La interposición del recurso de manera directa ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante los tribunales colegiados de circuito, dará lugar a que se tenga por no presentado.

e) Al referirse el artículo 91 de la Ley de Amparo al tramite que debe seguirse en el recurso de revisión, en su fracción III establece la posibilidad de que el tribunal revisor sobresea el juicio por alguna causal de improcedencia que o fue planteada en la primera instancia del juicio.

No obstante que la improcedencia es de orden público  y por lo tanto es correcto plantearla en la segunda instancia, la interpretación que los tribunales federales han dado de esa fracción es contraria a la garantía de audiencia ya que el tribunal revisor plantea una nueva causal de improcedencia que ninguna de las partes conoce, sino hasta que se publica el auto que sobresee el juicio con base en esa nueva causal y por tratarse de un sentencia de revisión, contra ella no puede hacerse nada, por ello estimo que cuando el tribunal revisor considere que el juicio debe sobreseerse por una causal de improcedencia que no se hubiere planteado en la primera instancia del juicio, debe dar vista a las partes, en especial al quejoso para que pueda manifestarse en contra de esa causal y sólo después de oírlo, el revisor deberá dictar el auto correspondiente o la sentencia, ya sea que sobresea el juicio, o conceda o niegue el amparo, pero en ese auto o en esa sentencia deberá tomarse en cuenta el parecer de las partes, en especial la del quejoso, respecto de esa causal de improcedencia.

f) En aras de una justicia rápida y expedita, garantía prevista en el artículo 17 constitucional, cuando en el recurso de revisión subsista el problema de constitucionalidad y de legalidad, el recurso debe resolverse en su totalidad por la Suprema Corte de Justicia de la nación, pues ésta ya tiene el expediente, ya tiene un ministro relator y un proyectista, quiénes han estudiado las constancias de autos, por ello considero que sí en la revisión se estima que el auto reclamado no es inconstitucional, la propia Corte debe estudiar el problema de legalidad y no remitirlo al tribunal colegiado para que lo haga, pues ello implica que transcurra una cantidad considerable de tiempo, en perjuicio de la garantía prevista en el precepto constitucional citado, por tal motivo debería reformarse en ese sentido los artículos 92  y  93 de la Ley de Amparo.

3.- Respecto al recurso de queja, es importante tomar en cuenta los siguientes puntos:.

Este medio de impugnación está regulado de los artículos 95 a 102 de la Ley de Amparo, los que en términos generales tienen una redacción compleja, poco clara y en algunos casos contradictoria; además de que varios sus supuestos de procedencia no corresponden a un recurso sino a un incidente de ejecución de sentencia.

a) En efecto las fracciones II, III, IV, VIII y IX del artículo 95 citado establecen la procedencia del recurso de queja en tratándose de defectos en la ejecución de la sentencia o de la suspensión, por haber cumplido de más o por haber cumplido de menos. Es un error remediar por medio de un recurso lo que es objeto de un procedimiento incidental, como lo es el cabal cumplimiento de la sentencia o de la suspensión. Además hay que recordar que el recurso es un medio de defensa para impugnar un acto emitido por el juez durante el procedimiento; sin embargo en la queja de las fracciones citadas, equivocadamente con el recurso se busca impugnar el acto de una de las partes en el proceso de amparo.

Por tal motivo considero que debe ser objeto del incidente de ejecución de sentencias, no sólo el incumplimiento absoluto de la sentencia de amparo, de la suspensión o la repetición del acto reclamado, sino también el defecto en que incurra la responsable al cumplir una suspensión o una sentencia.

b) Independientemente de lo expuesto, las fracciones anteriormente citadas tienen diversos errores y contradicciones. Concretamente las fracciones II y III del artículo 95 de la Ley de Amparo, pueden ser reducidas a una sola fracción, ya que el supuesto de ambas es el cumplimiento defectuoso del auto de suspensión, ya que la libertad provisional a que se refiere la última de las fracciones citadas no es más que la suspensión contra actos privativos de la libertad.

c) Otro error que contiene el artículo 95 se encuentra en la fracción IV, la que establece la procedencia del recurso de queja por exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia dictada en el amparo directo o en el indirecto. En efecto la fracción IX del artículo 95 citado señala expresamente la procedencia del recurso de queja por exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia de amparo directo; luego entonces atendiendo al principio general de derecho que la regla específica prevalece sobre la general,  se llega a la conclusión de que la fracción aplicable para la queja a que se ha hecho referencia, no es la IV, sino la IX.

Por otro lado hay que aclarar que nada obstaculizaría que ambas quejas fueran reguladas por la misma fracción del artículo 95, en el entendido de que la única diferencia sería la autoridad ante quién debería interponerse y tramitarse el recurso, pero ello se remediaría estableciendo simplemente en el artículo 98 o en el 99 de la Ley de Amparo que la queja por exceso o defecto en el cumplimiento de una sentencia de amparo indirecto o directo, deberá interponerse ante la autoridad que resolvió el amparo.

Por, lo que hace a la tramitación de ambas quejas, si bien la del amparo indirecto esta regulada en el segundo párrafo del artículo 98 de la Ley de Amparo, la de la fracción IX lo está, en el tercer párrafo del artículo 99 de la ley en cita, y la única diferencia entre ambos párrafos radica en que en el amparo indirecto la queja se resuelve en tres días y en el directo en diez días, lo cual es irrelevante,  pues se podría señalar un mismo término para ambas quejas.

d) En los supuestos de las fracciones V, VII, VIII y IX del artículo 95 de la Ley de Amparo, relativos a la procedencia del recurso en contra de: las resoluciones dictadas en las quejas por exceso o defecto en el cumplimiento del auto de suspensión o de la sentencia de amparo en el juicio indirecto de garantías, las  dictadas en el incidente de reparación de daños, los acuerdos de las responsables en materia de suspensión en el amparo directo y los defectos incurridos por la responsable en el cumplimiento de las sentencias dictadas en los amparos directos; en todas esas hipótesis de acuerdo a lo dispuesto en el segundo párrafo del 99 de la Ley de Amparo, la queja debe presentarse ante el tribunal que conoció o debió conocer del recurso de revisión.

En este orden de ideas, si la queja se interpone con base en las fracciones VIII y IX del artículo 95 de la Ley de Amparo, o se trata de un amparo indirecto en el que se plantearon problemas de constitucionalidad, la queja necesariamente la deberá conocer el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo cual es erróneo máxime que desde hace varios años existe la idea de quitarle competencia a ese alto tribunal con el objeto de que sólo se aboque a problemas de constitucionalidad, y no pierda el tiempo en cuestiones de legalidad o incidentales al juicio de amparo. Además nada impediría que la queja la conociera el Tribunal Colegiado, (que de hecho es lo que sucede), y en todo caso si el quejoso no esté de acuerdo con la resolución que en su caso dictaré el tribunal colegiado, se podría pensar que el expediente se mandará a la Corte para los efectos de la fracción XVI del artículo 107 constitucional, pues finalmente el cumplimiento defectuoso es un incumplimiento.

Por otro lado esta queja en tratándose de amparo directo, sólo procedería si en la demanda se hubieren planteado problemas de constitucionalidad, o en la sentencia se hubiere dado la interpretación directa de un precepto constitucional, pues sólo en esos casos procedería el recurso de revisión ante las Salas o ante el Pleno de la H. Corte, por lo que de no darse el supuesto referido, la queja sería improcedente de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 99 citado, por lo que pienso que debe corregirse esta situación.

e) En relación a la queja en contra de las resoluciones dictadas por los jueces de distrito en el incidente de cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, prevista en la fracción X del artículo 95 tantas veces invocado, hay que aclarar que el cumplimiento sustituto también procede en el amparo directo, ya que el último párrafo del artículo 106 relativo a la ejecución de sentencias en amparo directo remite a lo dispuesto en el artículo 105, que se refiere al cumplimiento de las sentencias en amparo indirecto, y en el último párrafo se prevé el cumplimiento sustituto de las sentencias.

En este orden de ideas habría que indicar que la queja citada también procedería en contra de las resoluciones dictadas en el incidente de cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo directo, máxime que así se desprende del segundo párrafo de la fracción XVI del artículo 107 constitucional.

XI.- Ejecución de sentencias.

1.- El capítulo relativo al incidente de ejecución de sentencias me parece correcto en lo general, sin embargo creo que los artículos 104, 105 y 106 podrían fusionarse en un solo precepto, pues el procedimiento a seguir para ejecutar las sentencias dictadas en los amparos indirectos y directos es el mismo.

2.- Por otro lado creo que es importante que quede aclarado de manera expresa que el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, es aplicable tanto en el juicio de garantías indirecto como en el directo, pues por una parte el artículo 106 actual, remite al artículo 105 vigente, pero sobre todo no existe razón alguna para que el cumplimiento sustituto solo sea procedente en los amparos tramitados ante Jueces de Distrito, máxime que como ya lo dije anteriormente, el último párrafo de la fracción XVI del artículo 107 constitucional, al hablar del cumplimiento sustituto no excluye a ninguna de las dos clases de amparo. No obsta la idea anterior el hecho de que hay que ser cauteloso en el tema del cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, ya que éstas deben tener efectos restitutorios, toda vez que deben de poner al quejoso en el estado jurídico en que se encontraba antes de ser afectado en sus garantías individuales, sin embargo en casos extraordinarios a criterio del tribunal que conoció del amparo o de la Corte, deberá decretarse el cumplimiento sustituto.

3.- Como dije al tratar el recurso de queja, el cumplimiento defectuoso de los autos de suspensión o de las sentencias de amparo, por haberlos cumplido de más o de menos, en la realidad implica un incumplimiento de la responsable, razón por la cual es necesario que la sentencia o el auto de suspensión se cumplan cabalmente y ello sólo puede lograrse a través del incidente de ejecución, por eso es importante que en este capítulo se establezca que el incidente respectivo abarca el incumplimiento absoluto de las sentencias y del auto de suspensión, la repetición del acto reclamado, así como el incumplimiento parcial de dicha sentencia o auto.

4.- Otro aspecto importante que hay que corregir, es la inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 108 y de artículo 109, ambos de la Ley de Amparo. En efecto la fracción XVI del artículo 107 constitucional prescribe:

...XVI.- Si concedido el amparo la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal, y la Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo y consignada al Juez de Distrito que corresponda. Si fuere excusable, previa declaración de incumplimiento o repetición, la Suprema Corte requerirá a la responsable y le otorgará un plazo prudente para que ejecute la sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia en el término concedido, la Suprema Corte de Justicia procederá en los términos primeramente señalados.

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso. Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita.

Por su parte el segundo párrafo del artículo 108 y el artículo 109 de la Ley de Amparo señalan respectivamente:

...Cuando se trate de la repetición del acto reclamado, así como en los casos de inejecución de sentencia de amparo a que se refieren los artículos anteriores, la Suprema Corte de Justicia determinará, si procediere, que la autoridad responsable quede inmediatamente separada de su cargo y la consignará al Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal correspondiente.

ARTICULO  109.- Si la autoridad responsable que deba ser separada conforme al artículo anterior gozare de fuero constitucional, la Suprema Corte, si procediere, declarará que es el caso de aplicar la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Federal; y con esta declaración y las constancias de autos que estime necesarias, pedirá a quien corresponda el desafuero de la expresada autoridad.

De la simple comparación de los preceptos legales con el texto constitucional se desprende que hay una contradicción evidente, pues mientras que en la Constitución se indica que la responsable que haya incumplido de manera inexcusable la sentencia de amparo, o repetido sin excusa alguna el acto reclamado, será inmediatamente separada del cargo y consignada ante el juez de distrito. Esta facultad constitucional que se otorga a la Suprema Corte de Justicia de la Nación es natural y congruente con el procedimiento de ejecución y con el rango de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como máximo Tribunal del país. En efecto si el Tribunal más importante ha determinado que la responsable de manera inexcusable ha incumplido una sentencia de amparo o ha repetido el acto reclamado, ningún otro tribunal puede contradecir lo dicho por la Corte, razón por la que el Juez ante quien se consigna el hecho no va a juzgar si se cometió un delito o no, pues ello ya fue determinado por el Máximo Tribunal del país, por lo que el juez se limitará a imponer la pena aplicable. Por esta misma razón el Ministerio Público no tiene porque integrar averiguación previa laguna, ni ejercer acción penal, ya que no hay nada que averiguar puesto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya estudió y resolvió en definitiva sobre la existencia o no del incumplimiento o repetición y en su caso si hubo excusa o no para ello, por tal motivo como una excepción constitucional al artículo 21 de la ley fundamental, el artículo 107 constitucional en su fracción XVI ordena que sea la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien consigne el expediente al Juez de Distrito para que aplique la sanción.

De esta manera se evita el riesgo que el Ministerio Público decida no ejercer acción penal o que el Juez de Distrito determinará que a pesar del incumplimiento o de la repetición del acto reclamado no existiera delito, lo que sería especialmente grave  ya que pondría en duda la autoridad moral y la eficacia de las sentencias del Tribunal más importante del país.

El artículo 109 de la Ley de Amparo también es inconstitucional, pues hay que tomar en cuenta que la destitución del cargo y la consignación no están sujetas a condición alguna, y en el supuesto previsto en el artículo 109 invocado la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se sujeta a que el Poder Legislativo Federal a través de la Cámara de Diputados decida iniciar un procedimiento de desafuero en contra de la responsable y a que con motivo de ese proceso los diputados resuelvan desaforar al funcionario responsable, por lo que si no se inicia el proceso o iniciado éste el resultado es que no ha lugar al desafuero, entonces la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación quedaría sin valor alguno. En estas condiciones es necesario que en la nueva Ley de Amparo se adecue el texto legal al constitucional.

5.- El artículo 110 de la Ley de Amparo dispone que los Jueces de Distrito ante quienes se hagan las consignaciones a que se refiere la fracción XVI del artículo 107 Constitucional, deberán actuar conforme a la parte final del artículo 208 de la Ley de Amparo, cuando apareciere otro delito; sin embargo este último precepto no indica que debe hacer el juez de distrito cuando ello suceda, por lo que no es aplicable.

6.- El artículo 111 de la Ley de Amparo establece que lo dispuesto para el caso de la repetición del acto reclamado es sin perjuicio de que el tribunal que haya conocido del juicio de garantías haga cumplir la ejecutoria.

Al respecto debo señalar que el procedimiento previsto en el artículo 111 no sólo es aplicable para el caso en que se repite el acto reclamado, sino que también debe aplicarse cuando se trate del incumplimiento de la sentencia, ya sea que este fuere absoluto o parcial.

XII.- Amparo Indirecto.

1.- Las hipótesis de procedencia de la demanda previstos en el artículo 114 de la Ley de Amparo son correctos, sin embargo creo que sería bueno hacer algunos ajustes o aclaraciones:

a) Respecto a la fracción I referente al amparo contra leyes, en lugar de mencionar los diversos tipos de ordenamientos generales, sería mejor y más sencillo hablar del Amparo en contra de normas generales y abstractas.

b) En relación a la fracción II creo que es mejor decir en contra de qué autoridades procede la demanda, las administrativas, y no señalarlas por exclusión. También sería importante indicar que cuando el acto administrativo emanara de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo se promovería en contra de la última resolución, a menos que  durante el procedimiento se diera un agravio irreparable, pues en ese caso a partir de éste, previa tramitación de los medios ordinarios de defensa, procedería el amparo indirecto.

c) La fracción III se refiere al amparo indirecto en contra de actos fuera de juicio o concluido, pero en sus párrafos segundo y tercero añade que en casos de ejecución de sentencias o de remate, como si éste no fuera un acto en ejecución de la sentencia, el amparo sólo procederá en contra de la última resolución dictada.

El problema que se ha suscitado es determinar cuál es la última resolución en la ejecución, sin que los tribunales, incluso los de amparo sean coincidentes en cual es la última resolución, por lo que la procedencia o no de esta clases de amparo dependerá del criterio que cada juez tenga, lo que da lugar a un estado de incertidumbre jurídica, por lo que sería bueno que en la reforma en la medida de lo posible se aclarara que se entiende por última resolución en ejecución, sobre todo tomando en cuenta que la ejecución de una sentencia puede tener varias etapas que aunque relacionadas son es independientes v. gr.: una es la etapa de liquidación, otra es la de embargo y una más la de remate, pero todas se dan en ejecución de sentencia.

d) La fracción IV contempla el supuesto del amparo indirecto en contra de actos en el juicio que tengan una imposible reparación. Al respecto el problema que nuevamente se ha replanteado consiste en saber cuáles son los actos irreparables y sobre este tema me adhiero a las ideas del magistrado Leonel Castillo quién después de hacer un estudio analítico e histórico llegó a la conclusión desde mi punto de vista acertada, que los agravios irreparables cometidos durante el procedimiento esencialmente son aquéllos que trascienden el ámbito del derecho procesal y afectan derechos sustantivos de alguna de las partes. Sin embargo este criterio que aunque fue ratificado en contradicción de tesis, en realidad quedo debilitado ya que la resolución de contradicción es bastante mala, lo que creo que dio lugar a nuevas tesis sobre todo de esta última época que se han ido apartando del criterio sustentado por el magistrado Castillo, pero que ciertamente han creado nuevamente cierta incertidumbre sobre que debe entenderse por agravio irreparable.

2.- El artículo 115 de la Ley de Amparo me parece absurdo, pues el amparo indirecto en materia judicial siempre será porque la responsable dejó de aplicar la ley o lo hizo indebidamente.

3.- Los requisitos de la demanda previstos en el artículo 116 de la Ley de Amparo me parecen correctos con excepción de la fracción VI de ese ordenamiento, ya que es repetitiva pues lo que se pide que se haga en esa fracción es objeto del concepto de violación cuya formulación se exige en la fracción V del citado precepto.

4.- Dentro de las excepciones previstas en el artículo 117 de la Ley de Amparo a los requisitos de la demanda de garantías, deben incluirse los actos judiciales que importen peligro de privación de la libertad, deportación, incorporación forzosa al ejercito, Armada o Fuerza Aérea, ya que en todos ellos la libertad de la persona es atacada y no existe razón para que en algunos casos cuando se ataque la libertad del individuo se pidan menos requisitos en la demanda y en otros casos a pesar de ser análogos no se quiten esos requisitos.

5.- En relación al trámite del juicio de amparo indirecto en la reforma deberán tomarse en cuenta los siguientes puntos:

a) Sería bueno que se aclarara en función de los criterios jurisprudenciales existentes, lo que debe entenderse por manifiesta e indudable improcedencia, pues en algunos casos en los que existe los jueces no cumplen lo dispuesto por el artículo 145 de la Ley de Amparo, y en  otros casos que no existe la autoridad judicial desecha la demanda.

b) Por lo que hace a la vista que se debe dar al MP, reitero mi opinión consistente en que la participación de esa institución en el juicio de garantías no es justificable,  salvo los casos en que el MP fue parte en el juicio del que emana el acto reclamado y entonces ese MP es el que debe comparecer al juicio de amparo en su calidad de tercero perjudicado, pues como quejoso no puede hacerlo ya que en el procedimiento del que emana el acto reclamado actuó como autoridad, por lo que no puede ser titular de la acción de amparo.

c) A pesar de que la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Federal es la herramienta procesal que tiene el gobernado para impugnar las violaciones constitucionales en que incurran las autoridades, curiosamente esa ley en su artículo 149 viola la garantía de equidad prevista en el artículo 17 constitucional, ya que prácticamente le da a la responsable la oportunidad de rendir su informe, que constituye la contestación a la demanda, en cualquier momento, por lo que no hay equidad entre el término fatal que tiene el quejoso para presentar su demanda, y el que tiene la responsable para contestarla en su informe, a pesar de que en todos los procedimientos judiciales e incluso administrativos seguidos en forma de juicio, el término para contestar la demanda es fatal.

En estas condiciones es urgente que se remedie esa situación de inequidad y se dé un término fatal a las responsables para que rindan su informe justificado, máxime que su falta, con independencia de la sanción económica, tan sólo da lugar a que se tengan por ciertos los actos pues el quejoso está obligado a probar su inconstitucionalidad, a menos que el acto de autoridad viole directamente la constitución, pero en todo caso la violación deberá acreditarse con los conceptos de violación, que es la parte más técnica de la demanda.

d) En materia de pruebas también es inequitativo lo dispuesto en el artículo 151 de la Ley de Amparo, pues el oferente de la testimonial, sólo puede formular preguntas por escrito al testigo, mismas que se exhiben antes de que la prueba se desahogue, mientras que las demás partes pueden formular sus preguntas de manera verbal u oral.

Quién ha litigado o tenido experiencia como juzgador dirigiendo las audiencias, sabe que la pregunta previa y por escrito no es la técnica más adecuada para el desahogo de la prueba testimonial, pues si bien es cierto que el contenido de la pregunta lo dará el objeto de la prueba, la pregunta y la forma en que se realice dependerá de las respuestas que vaya dando el testigo y no obstante que el Código Federal Procesal acepta esta técnica al igual que lo hace el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y más recientemente el Código de Comercio, la reglamentación de dicha probanza en la Ley de Amparo esencialmente ha quedado obsoleta, por lo que en la nueva ley o la reforma que se haga a la vigente, se podrá remediar esta situación y buscar la equidad entre las partes.

e) El artículo 152 de la Ley de Amparo establece las reglas a seguir para que las partes en el juicio puedan obtener copia certificada de los documentos que obren en poder de las responsables o de las autoridades en general, y que sucedería si las autoridades no entregaran las copias certificadas a la parte que las solicitó.

Un sistema más eficaz sería que el peticionario de las copias estuviera obligado a señalar en su petición el número de expediente, el nombre del quejoso y el tribunal ante quien se lleva el juicio de garantías, para que la autoridad quedará obligada a presentar directamente las copias al tribunal de amparo, dentro de un plazo prudente, que podría ser de 5 días a partir de que recibió la petición, pues así se evitaría la indebida práctica de algunos litigantes de pedir copias certificadas a última hora con el sólo objeto de diferir la celebración de la audiencia constitucional, situación que se da en los amparos promovidos por litigantes de dudosa reputación, con el sólo objeto de alargar el juicio y en consecuencia retardar la ejecución del acto de autoridad que de antemano saben que no es ilegal ni inconstitucional. Por otro lado se obligaría a las responsables y a las autoridades en general a expedir inmediatamente las copias certificadas y a exhibirlas al juez de amparo, pues en muchas ocasiones la autoridad a pesar de ordenar la expedición de las copias, materialmente no las expide, simplemente por indolencia, o a veces por exceso de trabajo, ya que no tienen tiempo de sacar las copias y hacer la certificación. Pero en todo caso ambas conductas dilatan el procedimiento, por ello creo que debe aceptarse la propuesta que hago. 

XIII.- Amparo Directo.

No obstante que no es deficiente la regulación de este juicio de garantías, con motivo de la nueva ley o de la reforma a la ya existente, deben ajustarse determinados temas.

1.- Tradicionalmente se estima que el amparo contra leyes sólo puede darse a través del juicio de garantías indirecto y que por lo mismo solamente a través de ese procedimiento puede establecerse jurisprudencia sobre la constitucionalidad de las normas generales, sin tomar en cuenta que en ninguna parte de los artículos 103 y 107 constitucionales ni en su ley reglamentaria, se prohibe que a través del amparo directo se pueda crear jurisprudencia sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma, e incluso es muy probable que la Corte a través del Pleno y de sus Salas haya emitido en la primera instancia del juicio, cuando tenía competencia para ello o a través de su facultad de atracción y en la revisión, jurisprudencia sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma aplicada en un proceso judicial.

Lo que se ignora es que no existe una razón de fondo para que en el amparo indirecto pueda impugnarse la inconstitucionalidad de una norma general y en el amparo directo no pueda hacerse, lo que sucedió simplemente fue que el legislador al reglamentar el amparo contra leyes tramitado ante un Juez de distrito siguió parcialmente las ideas de Rabasa, quién defendió aún en contra de la Fórmula Otero la procedencia del amparo contra leyes y al reglamentar la impugnación de las normas a través del amparo directo siguió las ideas de Vallarta y Lozano, quiénes sustentaban en contra del texto del artículo 101 de la Constitución de 1857 la improcedencia del amparo en contra de las leyes, pues según ellos con motivo de la fórmula Otero lo único que se podría impugnar era el acto concreto de aplicación de la ley por el juez, pero lo que no pensaron o no quisieron hacerlo éstos dos grandes juristas, fue que su razonamiento implicaría la improcedencia del juicio, ya que no basta impugnar el acto de aplicación, sino que es necesario impugnar la ley, y en el caso de que esta sea heteroaplicativa habrá que acreditar que esa norma es inconstitucional y que esa circunstancia da lugar a que al momento en que se aplique se violen las garantías individuales del quejoso.

En este orden de ideas creo que deberían reformarse el tercer párrafo del artículo 158 y la fracción IV del artículo 166 de la Ley de Amparo, para que a través del juicio de amparo directo pueda impugnarse de manera real y no surrealista (como actualmente sucede) aquéllas normas generales que siendo aplicadas en un proceso judicial, se estimen contrarias a la Constitución y por lo tanto en ese amparo sean llamadas a juicio como autoridades responsables no sólo la que emitió la resolución judicial y aplicó la ley, sino aquéllas que intervinieron en el proceso legislativo que se origina con la aprobación de la norma y culmina con su publicación y en consecuencia, también deberá ser acto reclamado no solo la sentencia en que se aplicó la ley tachada de inconstitucional, sino la ley misma.

Los argumentos que tradicionalmente se han dado para desechar estas ideas radican en que debido a que las autoridades que participaron en la aprobación, expedición, promulgación y publicación de la ley, no son parte en el juicio del que emana el acto reclamado, es decir la sentencia impugnada, no se les puede llamar como parte al juicio de amparo.

Esta objeción es falsa porque no se toma en cuenta que el amparo, aún el directo, es un juicio distinto a aquél del que emana la sentencia reclamada, y por lo tanto puede haber cambio en la litis y en la configuración de  las partes, razón por la cual es irrelevante que las autoridades que intervinieron en el proceso legislativo hayan sido o no parte en el procedimiento judicial, ya que en éste la litis será si la prestación que se exige por el actor al demandado tiene sustento e la ley, mientras que en el juicio de garantías la litis consistirá en resolver si la ley en que pretende apoyarse la acción o la excepción hecha valer por el actor o el demandado es o no contraria a la Constitución.

Prueba de ello lo es que en el último párrafo del artículo 158 de la Ley de Amparo se establece que si durante el proceso judicial surgen cuestiones que  no sean de imposible reparación sobre la constitucionalidad de la ley, éstas sólo podrán hacerse valer en el amparo indirecto en contra de la sentencia, por lo que a contrario sensu a lo dispuesto en el párrafo citado y en atención a lo prescrito en las fracciones I y IV del artículo 114 constitucional cuando en un proceso judicial se aplique una ley que siendo inconstitucional cause un agravio irreparable, la inconstitucionalidad de la norma y de su acto de aplicación se hará valer a través del amparo indirecto en el que se llamará a juicio a aquéllas autoridades que intervinieron en la aprobación y publicación de la ley, aunque no hayan sido parte en el juicio civil, mercantil, fiscal, laboral, etc, y será acto reclamado la ley y el acto concreto de aplicación, en el entendido de que si en este amparo indirecto no se reclama la inconstitucionalidad de la ley que aplicó la autoridad judicial, el amparo será improcedente respecto del acto de aplicación, pues se tendrá por consentido, por el sólo hecho de no impugnar la ley.

Lo mismo sucede en los procedimientos seguidos en forma de juicio a que se refiere la fracción II del artículo 114 de la Ley de Amparo, pues si en ese proceso administrativo tramitado con las formalidades judiciales, se aplica una norma inconstitucional y ésta causa un agravio irreparable, en el amparo indirecto se llamará a juicio no sólo a la autoridad administrativa sino a las autoridades que intervinieron en el proceso legislativo y el acto reclamado  lo será tanto la ley como el acto concreto de aplicación emitido por la autoridad administrativa.

Por los motivos expuestos deberán reformarse los preceptos citados y acabar con el surrealismo que a veces agobia tanto en la doctrina como en la practica del amparo.

2.- Respecto a las violaciones procesales reparables, es erróneo hacer un catálogo de ellas, ya que en todo caso éste es enunciativo y no limitativo, lo que se confirma con lo dispuesto en los artículos 159 fracción XI y 160 fracción XVII.

3.- Por lo que hace a la obligación de preparar al amparo prevista en el artículo 161 de la ley de la materia, es decir de agotar todos los recursos ordinarios para modificar o revocar el acto reclamado, desde hace algún tiempo hay tribunales que han tenido el criterio de que basta con que la violación procesal se alegue en el recurso que se interponga al cometer la violación, sin que sea necesario hacerlo valer nuevamente en el que se impugne la sentencia, aunque no se haya tenido éxito en el primer intento.

Si bien con este criterio se buscar hacer menos rígido al principio de estricto  derecho, creo que es un error pues es evidente de que si en el recurso en contra de la definitiva no se vuelve a impugnar la violación procesal, el acto se consiente, lo que haría improcedente el juicio de garantías. Además no veo en que consiste la dificultad técnica de repetir en la impugnación en contra de la sentencia, el agravio que se hizo valer en su momento en contra de la violación procesal, lo único que habría que agregar, es como dicha violación trascendió al resultado del fallo.

4.- Respecto a los amparos directos seguidos ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la ley prevé la existencia de una audiencia. Al respecto vale la pena señalar que su celebración es irrelevante porque en realidad no se oye a las partes, ya que éstas no tienen intervención en dicho acto, razón por la cual la ley debería de hablar de una sesión en la que los ministros resuelvan los asuntos. Además no puede estimarse que las partes no fueron oídas, ya que el quejoso fue escuchado mediante su escrito de demanda, la autoridad a través de su informe justificado y alegatos, el Ministerio Público a través de su pedimento y los terceros perjudicados por medio de su escrito de alegatos; pero también hay que tomar en cuenta que es una costumbre arraigada en el foro acudir a hablar con los señores ministros y entregarles memorándums en los que se resaltan los puntos más importantes a juicio de la parte. Luego entonces es evidente que no tiene razón de ser la existencia de esa audiencia por lo que su eliminación no acarrearía problema alguno pero sí haría más ágiles las sesiones de los ministros
.

5.- La resolución que dicte la Corte para ejercer la facultad de atracción es necesario que se notifique por oficio a las responsables y al Ministerio Público y personalmente al quejoso y a los terceros perjudicados, ya que hay un cambio no sólo de juez sino de órgano jurisdiccional, y es importante que las partes no tengan duda sobre quién va a resolver su controversia, lo que sólo se obtendrá mediante la notificación personal, en la inteligencia de que la notificación por oficio es a las autoridades y al Ministerio Público, lo que es la personal al quejoso y al tercero perjudicado.

Es importante destacar que la facultad de atracción también procede en los amparos en revisión, de acuerdo a lo ordenado en el penúltimo párrafo de la fracción VIII del artículo 107 de la  Constitución, sin embargo como la Ley de Amparo solo contempla esta facultad en el capítulo de Amparo Indirecto, hay quién con ignorancia ha manifestado que esa facultad no cabe en la segunda instancia de los amparos iniciados ante los jueces de distrito, por lo que considero que tomando en cuenta que la Ley de Amparo es reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, debe corregirse esa deficiencia y además con ello se evitaría interpretaciones erróneas.

XIV.- Suspensión.

Debido a que ésta es la institución procesal para lograr que el acto de autoridad no se ejecute hasta en tanto no se resuelva en definitiva el fondo del planteamiento constitucional, considero que debe haber modificaciones importantes en su regulación.

1.- Conforme a la reglamentación vigente la suspensión sólo puede otorgarse y surtir efectos para que las cosas se queden en el estado en que se encuentran al momento de concederse dicha mediada, por lo que si el acto reclamado se ejecutó previamente, la suspensión no surtirá efectos, pues se dice que a diferencia de la sentencia de amparo, ese auto no tiene efectos restitutorios.

Este criterio se ha ido matizando pues hay algunos casos en que se permite que surta efectos aunque ya se haya iniciado la ejecución del acto reclamado, como por ejemplo cuando se está ante la presencia de un acto de tracto sucesivo, que son aquéllos que se realizan a través del tiempo con una pluralidad de conductas e intenciones, por lo que su culminación no es inmediata, razón por la cual se estima que si esto es así el acto puede suspenderse efectivamente. Hay otros casos en los que aunque el acto ya se ha consumado, la jurisprudencia de la Corte ha estimado que la suspensión y sus efectos procedan, tal es el caso de clausuras temporales ejecutadas o ejecución de órdenes de aprehensión que han quedado consumadas, siempre y cuando no se trate de delitos graves.

Creo que aprovechando la reforma o la nueva ley que se pretende elaborar, debe replantearse la institución de la suspensión, pues como dice el dicho popular, claro está entre quienes conocen la materia, “no hay amparo sin suspensión”, ya que los daños que se causan con la ejecución del acto reclamado en algunas ocasiones son prácticamente irreparables, piénsese el amparo en contra de una clausura definitiva en el que el procedimiento haya durado aproximadamente un año, es muy difícil que un negocio sobreviva después de estar tanto tiempo cerrado, por lo que aunque gane el amparo de poco le va a servir. Por ello considero que a la suspensión deben dársele efectos restitutorios, tomando en cuenta que el juicio de garantías es un medio de protección de las garantías individuales del gobernado, pero algunas veces parece que más bien pretende preservar el acto de autoridad.

Por otro lado, ya en algún proyecto anterior se planteó la posibilidad de que la suspensión se otorgará siempre de oficio, a menos que el juez estimara que con su concesión se alterara el orden público o el interés social. El criterio es acertado, pues de esta manera con la suspensión se preserva de facto y no sólo de iure, como en muchas ocasiones sucede en la actualidad,  la materia del juicio de garantías. En todo caso el tribunal federal podría negar la suspensión de oficio cuando después de analizar su procedencia estimara que de concederla se afectaría realmente y no sólo teóricamente la estabilidad de la sociedad, en el entendido de que si las responsables, el Ministerio Público o los terceros perjudicados no estuvieran de acuerdo con ella por considerar que dicha medida afecta realmente a la sociedad, podría proceder un recurso de queja de 24 horas para su interposición y de 48 horas para su resolución, similar al previsto en la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, pues de esta manera rápidamente se podría resolver en definitiva por el tribunal revisor si habría sido correcto o no conceder la suspensión de oficio, es decir si con su concesión se afectaba o no en la realidad a la estabilidad social.

Bajo estas condiciones debería eliminarse la contra garantía prevista en el artículo 126 de la Ley de Amparo, a menos que se tratare de un amparo judicial, en el que el tercero perjudicado demostrare que de no ejecutarse el acto reclamado, existiera peligro real de la desaparición del quejoso o dilapidación de sus bienes, pero en todo caso tendría que exhibir la contra garantía respectiva.

2.- Para el caso de que se decidiera continuar con el sistema actual del incidente de suspensión , habría que revisar algunas de sus reglas como son las siguientes:

a) La fracción II del artículo 124 debería desaparecer, pues en todo caso se trata de una lista enunciativa, por lo que es mejor que el juez analice el caso concreto y estime si la concesión de la suspensión en ese amparo va a alterar la paz pública o el interés social.

b) Es importante reglamentar de una manera más adecuada el monto de las garantías y contra garantías, pues a pesar de que su objeto es garantizar los daños y perjuicios que se ocasione a los terceros perjudicados con la suspensión de la ejecución del acto reclamado o a los quejosos con el levantamiento de la suspensión y consecuente ejecución del acto, algunos juzgados o tribunales colegiados fijan como monto de la garantía el importe de la suerte principal a que fue condenado el quejoso en el juicio del que emana el acto reclamado, más los intereses respectivos, lo que es indebido.

c) El artículo 131 de la Ley de Amparo contraviene a la garantía de audiencia ya que prohibe la prueba testimonial y la pericial en la audiencia incidental, lo que en algunas ocasiones impide al quejoso probar la existencia del acto para efectos de la suspensión, v. gr.: la amenaza verbal que haga la autoridad para clausurar,  detener, etc., en estos casos es prácticamente imposible acreditar el acto sin una prueba testimonial.

Es cierto que el artículo 131 se reformó para vedar dichas pruebas debido al abuso de algún litigante, quién las ofrecía con el sólo objeto de alargar la suspensión provisional, pero en todo caso esa conducta es objeto de una sanción a aquél abogado que actúe dolosamente, pero no debe ni puede permitirse en un estado de derecho que so pretexto de evitar una conducta dolosa se prive a los litigantes del derecho de probar. En todo caso, lo correcto es que el Poder Judicial sancione y sin que esto implique una cacería de brujas, a quienes actúen dolosamente o con mala fe en los procesos judiciales.

3.- En materia de suspensión hay dos artículos de la Ley de Amparo que son incongruentes con la institución, que a saber son el 135 y 136, relativos a la materia fiscal y a aquéllos actos que sean privativos de la libertad.

a) En la Ley Orgánica de los artículos 101 y 102 de la Constitución Federal, expedida en 1882 se indicó que en tratándose de actos privativos de la libertad, la suspensión consistiría en que el reo quedaría a disposición del juez de amparo quién debería adoptar las medidas necesarias para que el quejoso no se sustrajera de la acción de la justicia, para el caso de que le fuera negado la protección federal. Este criterio fue reiterado en el texto original de la Ley de Amparo vigente  y la interpretación que el Poder Judicial le dio al término quedar a disposición de la autoridad judicial, fue que el quejoso con motivo de la suspensión quedaría libre, pero a disposición del juez de amparo respecto a su libertad personal, para que no se escapara de la ley y a disposición del juez penal para la continuación de la causa.

Sin embargo por motivos no jurídicos se cambió este criterio y desde entonces, cuando menos en algunos supuestos, se ha confundido la institución de la suspensión del acto reclamado, previsto en el artículo 107 constitucional, como un beneficio en el procedimiento de amparo a favor del quejoso, con la institución de la libertad caucional, que es la garantía individual que tiene todo procesado en una causa penal para obtener su libertad condicional si se dan los supuestos de la fracción I del artículo 20 constitucional.

En este orden de ideas, el artículo 136 de la Ley de Amparo establece que en tratándose de actos privativos de la libertad la suspensión sólo tendrá el efecto de que el quejoso quede en libertad, cuando se trate de actos emitidos por autoridades distintas a la judicial o a la judicial penal y cuando se trate de actos de jueces penales dictados con motivo de una causa penal en la que el delito no sea considerado como grave por la ley, pues de lo contrario, el efecto de la suspensión será que el individuo queda privado de su libertad, pero protegido por el juez de amparo para que en la causa penal, no se violen las garantías previstas por el artículo 20 de la Constitución
. Sin embargo éste criterio es erróneo pues las violaciones que cometiera el juez de la causa penal darían lugar a un juicio de amparo distinto.

De acuerdo a las garantías de audiencia y legalidad, ninguna persona puede ser privada en sus derechos sin ser oída y vencida en juicio en el que se dicte una sentencia conforme a la letra de la ley y su interpretación jurídica, no obstante ello el segundo párrafo del artículo 16 y el artículo 19 ambos de la constitución, constituyen una excepción a la garantía de audiencia, sin embargo como el acusado no ha sido sentenciado tiene el derecho a la libertad caucional prevista en la fracción I del artículo 20 Constitucional. Pero además como el acto privativo de la libertad puede ser inconstitucional, es factible impugnarlo a través del juicio de garantías que prevé la suspensión del acto reclamado. En consecuencia la suspensión en contra de los actos que priven de la libertad al individuo no debe condicionarse a la libertad caucional pues su causa y su efecto son distintos, lo que debe tomar en cuenta el juez de amparo es si la persona acusada por el delito en realidad puede constituir un riesgo para la sociedad, y para ello tiene que hacer un estudio de los antecedentes y de la personalidad del quejoso claro está debiéndolo relacionar con el delito por el que es acusado. Es importante que no se trate de un simple estudio abstracto, pues de hacerlo así evidentemente podría concluirse que cualquier persona acusada de homicidio sería peligrosa o escaparía de la justicia, lo que debe hacer el juez federal es meditar sobre la situación personal del inculpado, como son su carácter, estado emocional, capacidad de adaptación, madurez, capacidad económica circunstancias en las que se cometió el delito, posibilidades reales de que se extraiga de la acción de la justicia. Hecho esto el juez deberá resolver si concede o niega la suspensión, pero si lo hace el individuo debería quedar en libertad.

b) En materia fiscal tampoco existe una suspensión efectiva pues de acuerdo a lo ordenado en el artículo 135 de la Ley de Amparo, el quejoso debe desembolsar un importe equivalente al crédito fiscal y sus accesorios para comprar un billete de depósito que deberá exhibir a la responsable y hecho esto el juez de distrito suspenderá el cobro del crédito.

En estas condiciones es evidente que no se suspende nada, pues el gobernado de todos modos tiene que realizar el desembolso para comprar el billete de depósito, en la inteligencia de que si gana el juicio de garantías se le debe devolver el importe del depósito o la cantidad que se le haya cobrado en la ejecución del crédito fiscal; es decir en ambos casos hay desembolso y devolución del dinero desembolsado.

Para que la suspensión en amparo fuera real debería bastar con que el quejoso exhibiera la garantía de su preferencia, tal y como acontece en las controversias fiscales, pues conforme al Código Fiscal el contribuyente puede suspender el procedimiento administrativo de ejecución con la exhibición de cualquier garantía, por ello me parece extraño que la Ley de Amparo siendo un instrumento para la defensa de las garantías individuales sea más exigente que la propia legislación fiscal.

No obsta a lo anterior que cuando el quejoso haya garantizado previamente el interés fiscal ante la responsable o cuando no sea el obligado principal, o no tenga a juicio del tribunal los recursos suficientes para comprar el billete de depósito, la suspensión si tenga efectos reales, porque en esos casos surte efectos exhibiendo cualquier medio de garantía, pues se trata de supuestos de excepción y en todos los demás casos el agraviado tiene que comprar el billete de depósito. Aunque cabe aclarar que si se trata de amparo directo, el peticionario de garantías puede exhibir cualquier medio de garantía para obtener en el juicio fiscal la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución, lo que le permite que al solicitar la suspensión en el amparo ante la responsable, ésta la conceda con efectos reales, por estar previamente exhibido cualquier medio de garantía ante la autoridad fiscal.

En estas condiciones debería revisarse la suspensión en materia fiscal para que ésta pueda ser efectiva.

XV.- Jurisprudencia.

1.- Uno de los principios más importantes del juicio de amparo es el de la relatividad de las sentencias, conforme al cual éstas se limitaran a proteger al agraviado en el caso especial sobre el que verse la queja sin hacer una declaración general sobre la ley o acto que la motivare. La razón del principio salta a la vista, pues con base en la garantía de audiencia ninguna sentencia puede afectar a quién no fue parte en el juicio; pero además hay una razón histórica, evitar el enfrentamiento que existió entre las autoridades causado por el Supremo Poder Conservador. Sin embargo hay que considerar que los efectos de las sentencias también dependen de la naturaleza del derecho que tutela, por ejemplo la que declara la titularidad de un derecho real a favor de persona determinada, también afecta a terceros pues aunque no hayan sido parte en el juicio están obligados a respetar el derecho real decretado judicialmente a favor de cierta persona.

Bajo este criterio podría concluirse que de concederse el amparo en contra de una norma general, ésta debería anularse y dejar de obligar a la colectividad, ya que por tener efectos generales y abstractos se aplicaría a cualquier persona que estuviere en su hipótesis, pero por su inconstitucionalidad declarada, no podría seguir obligando. Sin embargo se pensó que esta solución no era necesaria porque a través de los golpes redoblados de la jurisprudencia la autoridad dejaría de aplicar la ley aunque esta no hubiere quedado derogada, sin embargo en México los golpes redoblados de la jurisprudencia no han surtido efectos pues hay leyes que hace mas de medio siglo se declararon inconstitucionales y al día de hoy las responsables las siguen aplicando.

En estas condiciones si bien es cierto que por su naturaleza la ley debería dejarse de aplicar a partir de su declaración de inconstitucionalidad, como sucede en las acciones de inconstitucionalidad y en las controversias constitucionales, también lo es que por la trascendencia de las consecuencias que puede tener la resolución que declara inconstitucional una ley, y para lograr una mayor certeza jurídica sobre la bondad de las decisiones del Tribunal Constitucional, es necesario una mayor reflexión para dejar de aplicar la ley declarada inconstitucional, y es a través de la jurisprudencia que pueden anularse con efectos erga omnes las disposiciones generales declaradas inconstitucionales. La razón es sencilla, en México la jurisprudencia en amparo normalmente se integra con 5 sentencias dictadas en el mismo sentido y de manera ininterrumpida, lo que significa mayor estudio y reflexión sobre el problema  planteado, pues si el tribunal se percata que cometió un error, puede corregirlo cambiando el criterio y sosteniendo otro que cumpla con los requisitos para integrar jurisprudencia.

Además es necesario que la jurisprudencia que declara la inconstitucionalidad de una ley obligue no solo a los tribunales, sino a cualquier tercero y derogue o abrogue en su caso la norma jurídica impugnada, sin que en contra de ello obste la fórmula Otero  ya que ésta se refiere a las sentencias que son las resoluciones que dicta el Juez resolviendo el fondo de la controversia o una cuestión incidental, pero como la jurisprudencia no es una sentencia, sino el criterio judicial sostenido de manera reiterada por los tribunales en diversos casos, a ella no le es aplicable la Fórmula Otero.

Las principales objeciones que podrían formularse serían que el Poder Judicial Federal se convertiría en un super poder que nulificaría los actos de las demás autoridades, lo que violaría el principio de división de poderes; la segunda objeción podría orientarse sobre la vigencia de la jurisprudencia, esto es si solo afectaría a situaciones verificadas con posterioridad a su integración o a las realizadas con anterioridad a ella; la tercera podría consistir en qué sucedería con las personas que hubieren acatado voluntariamente la ley inconstitucional y que no tuvieren objeción en seguirlo haciendo. A estos argumentos se les podrían dar las siguientes respuestas. Al primero, que el Poder Judicial Federal desde la Constitución de 1857 es el Supremo Poder de la Unión, por ser el único capaz de juzgar los actos de los demás poderes y si al hacerlo los estima inconstitucionales, los declara nulos, aunque dicha nulidad tenga efectos relativos, en el entendido de que los otros poderes no pueden juzgar actos de poder, incluso la facultad concedida en los artículos 108 a 114 de la Constitución Federal al legislativo no le permite hacerlo, pues solo juzga la conducta ilícita de la persona que integra a uno de ellos o que es alto funcionario de éstos. Además a pesar de la Fórmula Otero en la parte considerativa de las sentencias de amparo si se analiza la constitucionalidad de la norma. La segunda objeción es irrelevante pues de otorgar efectos generales a la jurisprudencia que decrete la inconstitucionalidad de una norma, simplemente habría que adoptar el criterio sobre su vigencia, estimando por seguridad jurídica que el más correcto sería que dicha derogación tuviere efectos a futuro inmediato o mediato, dependiendo del tema de la ley, o de la norma que hubiere sido declarada inconstitucional. Finalmente la tercera objeción es infundada, pues al igual que la ley establece derechos y obligaciones que deben cumplirse independientemente de lo que piense el gobernado, la jurisprudencia que tuviere efectos generales y derogara una ley, debería cumplirse con independencia de lo que pensara el gobernado. Además hay que recordar que los derechos del orden público son irrenunciables y como las garantías individuales lo son, no son renunciables su goce y ejercicio.

Existe otra razón que acaba con todas las dudas, pues en las controversias constitucionales y en las acciones de inconstitucionalidad previstas en el artículo 105 de la Constitución, se faculta al Pleno de la Suprema Corte de Justicia para que declare la nulidad de una ley con efectos erga omnes, siempre y cuando esa decisión se adopte por el voto favorable de cuando menos ocho de los once ministros.

En consecuencia cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación o un Tribunal Colegiado en el ámbito de su competencia, emita con motivo de un juicio de amparo, jurisprudencia declarando inconstitucional una norma general y abstracta, esta debería dejase de aplicar. 

2.- Respecto a la integración de la jurisprudencia creo que es necesario que en la nueva ley o en la reforma que se haga a la vigente,  se aclaren las ideas respecto a su integración, pues aunque a primera vista no hay dudas sobre ello, lo cierto es que del análisis del texto legal vigente, resulta que hay puntos obscuros y si uno no es experto en la materia puede confundirse. Por ello creo que es necesario aclarar que la jurisprudencia puede integrarse de las siguientes maneras:

El proceso normal es que un  mismo tribunal dicte 5 sentencias ininterrumpidas en el mismo sentido y con la mayoría prevista en la ley.

Una segunda forma de crear jurisprudencia es la resolución de las Salas o del Pleno que respectivamente resuelvan una contradicción de tesis entre tribunales colegiados y una contradicción de tesis existente entre las dos Salas de la Corte.

Una tercera forma lo constituye la modificación de la jurisprudencia, la que puede hacerse a través de dos procesos: El más conocido es el de su modificación a través de un nuevo criterio emitido después de que se haya constituido ésta, el cuál se haya sustentado en otras 5 tesis que sostengan unidad en su criterio de manera ininterrumpida y con la mayoría de votos prevista en la ley. La otra manera de modificarla y que  a pesar de estar prevista en la ley los abogados normalmente no la conocen, es aquélla en la que los tribunales ante quiénes se invoque una jurisprudencia, los jueces que integren esos tribunales, las partes o el Procurador General de la República, le hagan saber a las Salas si se trata de un Tribunal Colegiado, o al Pleno si se trata de las Salas de la Corte, que existe una jurisprudencia aplicable pero que por determinadas razones que deben de expresar, solicitan su modificación; en estos casos la resolución de la Salas o del Pleno que modifique la jurisprudencia constituirá una nueva jurisprudencia.

XVI.- Responsabilidad.

En la Ley de Amparo deben establecerse regalas más severas para prevenir la conducta dolosa de cualquiera de las partes en el juicio de garantías, en lo que habrá que tener cuidado es que los jueces no incurran en un abuso en la aplicación de las sanciones, sólo de esta manera se podrá obtener un foro preparado y responsable, pues en la actualidad parece que los tribunales tienen temor de aplicar sanciones a las partes cuando actúan con dolo y de alguna manera, a los abogados, aún a los decentes nos tranquiliza esta situación pues sabemos que si cometemos algún error no seremos sancionados. Esta situación no es idónea pues la ley debe respetarse y aquélla parte que actúe dolosamente o con mala fe debe ser sancionada, aclarando que el error de buena fe no debe ser sancionado, ni mucho menos que la aplicación de sanciones se convierta en un instrumento de los tribunales para intimidar a los litigantes.

Respecto a la responsabilidad de los jueces, magistrados y ministros, considero que éstos sólo deben ser responsables por excepción, siempre y cuando se demuestre sin lugar a dudas que han actuado con dolo y/o mala fe, ya que el error humano no debe ser sancionado, pues de lo contrario se limitaría la actuación de los jueces, quienes actuarían con el temor de equivocarse, y cuando un juez empieza a actuar de esa manera, pierde su independencia e imparcialidad. Claro está que es necesario que el nombramiento de dichos funcionarios recaiga en personas decentes, preparadas, con experiencia en la profesión de abogado, especialmente en los ámbitos del derecho constitucional, administrativo, civil y procesal, pero que además tengan el carácter para ser jueces.

XVII.- Amparo Agrario.

Considero que el libro segundo de la Ley de Amparo debe desaparecer y reincorporar el amparo agrario al administrativo, ya que por una parte este último es una especie de aquél y por otro lado, con la creación de los tribunales agrarios y la reforma al artículo 27 constitucional durante el sexenio del lic. Salinas de Gortari, se supone por una parte que los conflictos agrarios disminuirán, pero lo hagan o no, los tribunales agrarios serán los que resuelvan las controversias y las resoluciones que emitan podrán ser impugnadas en amparo indirecto o directo, según sea el caso, pero lo importante es que de esta manera, en la mayoría de los casos el problema a resolver en amparo ya no es la cuestión agraria en sí misma, a menos que se trate de un amparo contra una ley agraria o contra una violación directa a la constitución, sino las violaciones procesales reparables o no que se cometieron durante el juicio agrario, y la sentencia que se hubiera dictado en éste.

Además en contra de lo que se pueda pensar la realidad es que en materia de amparo agrario más que suplir la deficiencia de la queja, el juez se convierte en abogado de los sujetos del derecho agrario, pues si el acto reclamado afecta derechos de la colectividad, el tribunal no sólo suplirá los errores en su demanda, alegatos, recursos, etc., sino que a falta de estos deberá formularlos, igualmente deberá de buscar las pruebas que favorezcan a la parte agraria, luego entonces si el tribunal tiene la obligación de dar los argumentos y los hechos que favorezcan a la parte agraria y además está obligado a buscar las pruebas que le favorezcan, está procurando justicia a favor de una de las partes y se convierte en su procurador, razón por la que no puede ser imparcial al dictar su sentencia, en contra de la garantía de justicia prevista en el artículo 17 constitucional.

JORGE ANTONIO GALINDO MONROY 

a. Sección de la Ley de Amparo con la que se relaciona la presente propuesta:

Ley de Amparo

Libro Segundo

Del amparo en materia agraria

TÍTULO ÚNICO

Capítulo Único

b. Consideraciones sobre el amparo en materia agraria en la nueva legislación del juicio de garantías.

Antecedentes

La tendencia identificada bajo el concepto de Estado Social de Derecho (EDS), ha estado orientada a la protección de las clases y sectores de la población más expuestas a la injusticia en razón de su ignorancia, aislamiento tradicional de los centros de población, marginación, edad o sexo, por citar sólo algunos elementos; esta protección ha sido acremente combatida por quienes creen que si la ley establece una igualdad formal, ésta se traduce automáticamente a una igualdad en la práctica, como si por decreto se subsanara toda deficiencia.

Sin embargo, como se apunta, el EDS ha propiciado que, por ejemplo en materia agraria, la clase campesina y en especial los ejidos y comunidades tengan un tratamiento especial en materia de amparo; omitimos por razones de espacio y por suponer que es de sobra conocido el antecedente histórico de dicha consideración, para entrar de plano en otros campos de reflexión.

Si bien se ha modificado la estructura poblacional del agro y los campesinos, o al menos algunos, los expuestos al contacto con otras poblaciones e incluso culturas en virtud de la migración y del acceso a los medios masivos de comunicación, permite aventurar la suposición de que están menos sujetos a la desventaja de la ignorancia y que, por ello se pudiera también aventurar otra suposición, que ya no hace falta incluir en materia de amparo disposición alguna que dé un tratamiento especial a la materia agraria, es necesario refutar dichas conjeturas con fundamento en lo siguiente:

Aunque el propio artículo 27 constitucional fue reformado en 1992 bajo la hipótesis de que habría que concluir el reparto agrario y modernizar el sistema de propiedad social y privada de la tierra con el objeto de incorporar a la clase campesina al proceso productivo, subsiste, porque así los dispone el artículo tercero transitorio del decreto de reforma subsiste el procedimiento previsto por la Ley Federal de Reforma Agraria en cuanto a al trámite de las acciones de dotación, ampliación, creación de nuevos centros de población, reconocimiento y titulación de bienes comunales y restitución, iniciados en fecha previa a la reforma.

Es de hacerse notar que dichos procedimientos no son pocos, como le consta al propio Poder Judicial de la Federación según el cúmulo de asuntos agrarios definidos en el punto anterior, que siguen ventilándose en juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados e, incluso, en la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que su desahogo ha sido lento, quedando un gran rezago pendiente de atender y abatir en el Tribunal Superior Agrario, que es la autoridad responsable de resolver en definitiva los expedientes respectivos; a esto, hay que agregar el hecho de que la misma reforma considera la creación del sistema de tribunales agrarios para conocer, tramitar y resolver en los procedimientos que se ajustan al nuevo esquema y que en la legislación agraria se sigue dando un trato especial a la clase campesina y a los ejidos y comunidades, con una especial orientación ya no a la reforma agraria, sino a perfeccionamiento y a la resolución de las controversias derivadas de la tenencia de las tierras de propiedad social cuando hay conflicto entre comunidades o ejidos, ejidatarios o comuneros, entre ellos o con particulares. 

En el primer supuesto la legislación de amparo quedó rezagada, aunque en la práctica judicial se han establecido criterios que la actualizan (p. ej.: la tesis de jurisprudencia I.2º.A J/12, del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la página 344 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo IV, octubre de 1996), puesto que con anterioridad a la reforma procedía el amparo indirecto por tratarse la resolución definitiva de un expediente agrario de un acto emitido por el Jefe del Ejecutivo, y en al actualidad dicha resolución le compete al Tribunal Superior Agrario, máxima autoridad en la materia, por lo que procede el amparo directo, según lo establece el artículo 159 de la Ley de Amparo.

En el segundo supuesto, bajo el nuevo esquema, también procede el amparo directo contra las sentencias de los tribunales agrarios, sean del Superior o de los Unitarios (en cuanto a las de estos, salvo cuando proceda alguno de los recursos previstos por la Ley Agraria).

Consecuentemente, ante la necesidad de actualizar el juicio de garantías para mantenerlo como un invaluable medio de defensa de nuestro sistema constitucional y, en particular, de las garantías individuales y sociales, sin duda también se deben hacer las adecuaciones necesarias para que el juicio de amparo en materia agraria subsista en tanto perviva el sistema de propiedad social consagrado en la Carta Magna en su artículo 27 y la clase campesina continúe sumida en las condiciones generalizadas de atraso, ignorancia y pobreza que son notorias a lo largo y ancho del país, especialmente tomando en cuenta la desventaja ante la que se encuentran los ejidatarios y comuneros frente a los especuladores inmobiliarios que, escudados con el imparable crecimiento urbano o la constante promoción de desarrollos turísticos, por ejemplo, recurren a un sinfín de artimañas para apoderarse de tierras que han dejando de tener características propias de la explotación agrícola y que pueden ser preferentemente destinadas a beneficiar a los campesinos y propiciar su incorporación al proceso productivo, quizá con mejores expectativas que antes.

Por lo anteriormente expuesto, se formulamos la siguiente:

Propuesta
1. Conservar el amparo en materia agrario bajo cualquiera de los siguientes dos sistemas:

Como parte integral del cuerpo normativo del juicio de amparo, como un capítulo especial, considerando las resoluciones definitivas y que no admitan recurso alguno que dicten los tribunales agrarios, tanto unitarios como Superior, en los procedimientos previstos en la legislación agraria derivada de la reforma constitucional de 1992 al artículo 27.

Mediante disposiciones incorporadas al articulado transitorio, en cuanto a las resoluciones dictadas por el Tribunal Superior Agrario que correspondan a procedimientos iniciados antes de la reforma constitucional antecitada, por concepto de acciones de dotación, ampliación, creación de nuevos centros de población, reconocimiento y titulación de bienes comunales y restitución, referidos a su vez en los artículos tercero transitorio de los decreto de la reforma y de expedición de la Ley Agraria.

2. Conservar, en ambos sistemas, lo que disponen los artículos 212 al 234 de la Ley de Amparo con la consiguiente modificación en su redacción para ajustarlos al contenido de la presente propuesta, según la redacción que sigue.

c. Redacción propuesta de los artículos 212 al 234 y Transitorio de la Ley de Amparo.

Libro Segundo

Del amparo en materia agraria

Título único

Capítulo único

Artículo 212. Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina, se observaran las disposiciones del presente libro segundo en los siguientes juicios de amparo:

I.- Aquellos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos, o a los núcleos de población que de hecho y por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, lo mismo si las entidades o individuos mencionados figuran como quejosos que como terceros perjudicados.

II.- Cuando los actos reclamados afecten o puedan afectar otros derechos agrarios de las entidades o individuos a que se refiere la fracción anterior, sea que figuren como quejosos o como terceros perjudicados.

III.- Aquellos en que la consecuencia sea no reconocerles o afectarles en cualquier forma derechos que hayan demandado ante las autoridades, quienes los hayan hecho valer como aspirantes a ejidatarios o comuneros.

Artículo 213. Tiene representación legal para interponer el juicio de amparo en nombre de un núcleo de población:

I.- Los comisariados ejidales o de bienes comunales;

II.- Los miembros del comisariado o del consejo de vigilancia o cualquier ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población perjudicado, si después de transcurridos quince días de la notificación del acto reclamado, el comisariado no ha interpuesto la demanda de amparo.

III.- Quienes la tengan, en los términos de la legislación agraria.

Artículo 214. Quienes interpongan amparo en nombre y representación de un núcleo de población, acreditarán su personalidad en la siguiente forma:

I.- Los miembros de los comisariados, de los consejos de vigilancia y los representantes de bienes comunales, con las credenciales que les haya expedido la autoridad competente y en su defecto, con simple oficio de la propia autoridad competente para expedir la credencial, o con copia del acta de la asamblea general en que hayan sido electos. no podrá desconocerse su personalidad, aun cuando haya vencido el término para el que fueron electos, si no se ha hecho nueva elección y se acredita esta en la forma antes indicada.

II.- Los ejidatarios o comuneros pertenecientes al núcleo de población perjudicado, con cualquier constancia fehaciente.

Artículo 215. Si se omitiere la justificación de la personalidad en los términos del articulo anterior, la autoridad responsable o la autoridad judicial mandará prevenir a los interesados para que la acrediten, sin perjuicio de que por separado solicite de las autoridades respectivas las constancias necesarias. En tanto se da cumplimiento a lo dispuesto en el presente articulo, la autoridad responsable podrá conceder la suspensión de los actos reclamados;  asimismo, en su caso, el juez de distrito podrá conceder la suspensión provisional.

Articulo 216. en caso de fallecimiento de ejidatario o comunero que sea parte en un juicio de amparo, tendrá derecho a continuar su trámite el campesino que tenga derecho a heredarlo conforme a las leyes agrarias.

Artículo 217. La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal.

Articulo 218. Cuando el juicio de amparo se promueva contra actos que causen perjuicio a los derechos individuales de ejidatarios o comuneros, sin afectar los derechos y el régimen jurídico del núcleo de población a que pertenezcan, el término para interponerlo será de treinta días.

Articulo 219. Se notificará personalmente a las entidades o individuos que cita el articulo 212:

I.- El auto de la autoridad judicial que deseche la demanda;

II.- El auto de la autoridad responsable o del juez de distrito, en su caso, que decida sobre la suspensión;

III.- La resolución que, en su caso, se dicte en la audiencia constitucional;

IV.- Las resoluciones que recaigan a los recursos, cuando estos procedan;

V.- Cuando la autoridad responsable o la autoridad judicial estime que se trata de un caso urgente o que, por alguna circunstancia se puedan afectar los intereses de los núcleos de población o de ejidatarios o comuneros en lo particular, y

VI.- Cuando la ley así lo disponga expresamente.

Artículo 220. Cuando se señalen como reclamados actos que tengan o puedan tener por efecto privar de sus derechos agrarios a un núcleo de población quejoso, o de sus derechos individuales a ejidatarios o comuneros, podrá acudirse, en los términos del articulo 38 de esta ley, a la competencia auxiliar que estará facultada para suspender provisionalmente el acto reclamado.

Artículo 221. Con la demanda de amparo, el promovente acompañará copias para las partes que intervengan en el juicio. No será obstáculo para la recepción y, en su oportunidad y caso, para la admisión de la demanda, la falta de cumplimiento de este requisito, en cuyo caso el la autoridad responsable o la autoridad judicial oficiosamente mandará sacarlas.

Artículo 222. En los amparos directos interpuestos en materia agraria, las autoridades responsables deberán rendir sus informes justificados dentro del término de diez días; se observará el mismo término en tratándose de amparos indirectos, en los que el juez de distrito podrá ampliar por otro tanto, si estimare que la importancia del caso lo amerita.

Articulo 223. En los amparos en materia agraria, los informes justificados deberán expresar:

I.- El nombre y domicilio del tercero perjudicado, si lo hay;

II.- La declaración precisa respecto a si son o no ciertos los actos reclamados en la demanda o si han realizado otros similares o distintos de aquéllos, que tengan o puedan tener por consecuencia negar o menoscabar los derechos agrarios del quejoso;

III.- Los preceptos legales que justifiquen los actos que en realidad hayan ejecutado o que pretenden ejecutar;

IV.- Si las responsables son autoridades agrarias, expresarán, además, la fecha en que se hayan dictado las resoluciones agrarias que amparen los derechos del quejoso y del tercero, en su caso, y la forma y términos en que las mismas hayan sido ejecutadas; así como los actos por virtud de los cuales hayan adquirido sus derechos los quejosos y los terceros.

Articulo 224. Las autoridades responsables deberán acompañar a sus informes copias certificadas de las resoluciones agrarias a que se refiera el juicio, de las actas de posesión y de los planos de ejecución de esas diligencias, de los censos agrarios, de los certificados de derechos agrarios, de los títulos de parcela y de las demás constancias necesarias para determinar con precisión los derechos agrarios del quejoso y del tercero perjudicado, en su caso, así como los actos reclamados.

La autoridad que no remita las copias certificadas a que se refiere este articulo, será sancionada con multa de veinte a ciento veinte días de salario. En caso de que subsista la omisión no obstante el requerimiento del juez, la multa se irá duplicando en cada nuevo requerimiento, hasta obtener el cumplimiento de esta obligación.

Articulo 225. En los amparos  indirectos en materia agraria, además de tomarse en cuenta las pruebas que se aporten, la autoridad judicial deberá recabar de oficio todas aquellas que puedan beneficiar a las entidades o individuos que menciona el artículo 212. La autoridad que conozca del amparo resolverá sobre la inconstitucionalidad de los actos reclamados, tal y como se hayan probado, aun cuando sean distintos de los invocados en la demanda, si en este último caso es en beneficio de los núcleos de población o de los ejidatarios o comuneros en lo individual.

Articulo 226. En los amparos indirectos en materia agraria los jueces de distrito acordarán las diligencias que estimen necesarias para precisar los derechos agrarios de los núcleos de población o de los ejidatarios o comuneros en lo particular, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados. Deberán solicitar, de las autoridades responsables y de las agrarias, copias de las resoluciones, planos, censos, certificados, títulos y en general, todas las pruebas necesarias para tal objeto; asimismo, cuidarán de que aquellos tengan la intervención que legalmente les corresponde en la preparación, ofrecimiento y desahogo de las pruebas, cerciorándose de que las notificaciones se les hagan oportunamente, entregándoles las copias de los cuestionarios, interrogatorios o escritos que deban ser de su conocimiento.

Artículo 227. Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el articulo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios.

Artículo 228. El término para interponer el recurso de revisión, cuando éste proceda, en materia agraria será de diez días comunes a las partes, contados desde el siguiente al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

Artículo 229. La falta de las copias a que se refiere el artículo 88 de esta ley, no será causa para que se tenga por no interpuesto el recurso de revisión que hagan valer los núcleos de población, o los ejidatarios o comuneros en lo particular, sino que la autoridad judicial mandará expedir dichas copias.

Artículo 230. Cuando el quejoso sea un núcleo de población ejidal o comunal, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras no se haya cumplido debidamente la sentencia que concedió el amparo.

Artículo 231. En los juicios de amparo promovidos por las entidades o individuos que especifica el artículo 212, o en que los mismos sean terceros perjudicados, se observarán las siguientes reglas:

I.- No procederá el desistimiento de dichas entidades o individuos salvo que sea acordado expresamente por la asamblea general;

II.- No se sobreserá por inactividad procesal de los mismos;

III.- No se decretará en su perjuicio la caducidad de la instancia; pero sí podrá decretarse en su beneficio, y;

IV.- No será causa de improcedencia del juicio contra actos que afecten los derechos colectivos del núcleo, el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que emane de la asamblea general.

Artículo 232. El Ministerio Público cuidará que las sentencias dictadas en favor de los núcleos de población ejidal o comunal sean debidamente cumplidas por parte de las autoridades encargadas de tal cumplimiento.

Artículo 233.  Procede la suspensión de oficio y se decretará de plano en el mismo auto en el que la autoridad responsable tenga por recibida la demanda de amparo o en el auto en que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora a quien vaya a realizar cualquier acto de ejecución de los actos reclamados, en el caso del amparo directo, o a la autoridad responsable en el caso de amparo indirecto, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta ley, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del núcleo de población quejoso o su substracción del régimen jurídico ejidal.

Artículo 234. La suspensión concedida a los núcleos de población, no requerirá de garantía para que surta sus efectos.

Transitorios
Artículo. Las disposiciones contenidas en el Libro Segundo de la presente Ley serán aplicables en los casos de restitución, dotación y de ampliación de ejidos, de creación de nuevos centros de población y en los de reconocimiento y titulación de bienes comunales, en los que se reconocerá la personalidad de quienes la tengan, en los términos de la legislación agraria en la que se regulan los antecitados procedimientos; consecuentemente, los miembros de los comisariados, de los consejos de vigilancia, de los comités particulares ejecutivos y los representantes de bienes comunales, acreditarán su carácter con las credenciales que les haya expedido la autoridad competente y en su defecto, con simple oficio de la propia autoridad competente para expedir la credencial, o con copia del acta de la asamblea general en que hayan sido electos. No podrá desconocerse su personalidad, aun cuando haya vencido el término para el que fueron electos, si no se ha hecho nueva elección y se acredita esta en la forma antes indicada.

GUADALUPE TORRES COSSÍO 

FEDERICO GUILLERMO URTAZA HERNÁNDEZ
TORRES COSSÍO GUADALUPE Y OTRO

LEY DE AMPARO

LIBRO PRIMERO 

TITULO UNICO

CAPÍTULO UNICO

ARTÍCULO 217.-  La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población, sujeto al régimen ejidal o comunal.

En la opinión del que suscribe, tal numeral es contrario al derecho, incluso vulnera la garantía de seguridad jurídica consagrada por nuestra Carta Magna; lo anterior es así, ya que de la interpretación del artículo en comento, se concluye que una sentencia emitida por una autoridad agraria, relativa al núcleo agrario; nunca causa estado, por cuanto a  que esta Ley ha sido adversa al poblado, originando esto, una inseguridad jurídica y constante zozobra para quien sí le benefició el aludido mandamiento.  Tan es así, el estado de inseguridad jurídica, que se dan casos en los que resoluciones presidenciales de dotación, ampliación, etc., emitidas al amparo de diversas Legislaciones Agrarias ya derogadas (Código Agrario 1942  y Ley Federal de Reforma Agraria), las que por haberles sido adversas a los núcleos solicitantes, después de 20, 30 ó 50 años, sean combatidas por medio del Juicio de Amparo; originado así un nuevo juicio, en la que quienes intervienen ya como gestores o afectados, sean personas completamente distintas a quienes originalmente solicitaron la dotación o ampliación.

Por lo anterior, es necesario que tal artículo sea reformado, en el que se señale un término perentorio para inconformarse en contra de las resoluciones emitidas al amparo de las Legislaciones Agrarias derogadas; término que a consideración del suscrito, no debe exceder de seis meses, a partir de la vigencia de la Ley de Amparo, que en su oportunidad se promulgue; reiterándose en ella, que todos los mandamientos que no hayan sido combatidos en el término citado, deberán quedar firmes;  esto  es, por cuanto a las resoluciones emitidas en base a los ordenamiento jurídicos derogados.  Es cierto, que el Tribunal Superior Agrario, en sustitución de la Secretaría de la Reforma Agraria, continúa emitiendo resoluciones de dotación y ampliación de tierras, sustentándolas jurídicamente en la derogada Ley Federal de Reforma Agraria; en el caso, de que las mismas sean adversas para el núcleo gestor, en término para impugnarlas, debe ser de 30 días, de no hacerlo, éstas quedarán firmes; se propone dicho lapso, puesto que una vez que el Tribunal Superior Agrario, recibió el expediente por parte de la Secretaría de la Reforma Agraria; la autoridad resolutora, hace del conocimiento de ello, a los gestores, quienes acuden ante dicha autoridad, asistidos de los Abogados de la Procuraduría Agraria;  concluido el procedimiento con la resolución respectiva, ésta se les notifica de manera personal a los solicitantes, así como a  la dependencia aludida; luego, no existe razón legal alguna, para que no se señale término, para que se impugne, ya que a fin de cuentas, es precisamente la Procuraduría Agraria la encargada de asesorar a los campesinos y por medio de su personal, puede inconformarse en  contra de la resolución.

LIBRO SEGUNDO

TITUTO UNICO

CAPITULO UNICO

ARTICULO 225.- En  los amparos en materia agraria, además de tomarse en cuenta, las pruebas que se aporte, la autoridad judicial deberá recabar de oficio todas aquellas que puedan beneficiar a las entidades o individuos que menciona el artículo 212.  La autoridad que conozca del amparo, resolverá sobre la inconstitucionalidad de los actos reclamados, tal como se hallan probado; aún cuando sean distintos de los invocados en la demanda, si en este último caso, es en beneficio de los núcleos de población o de los ejidatarios o comuneros en lo individual.

Al respecto, a consideración del ponente, tal numeral no tiene razón de ser; en primer término porque le impone una obligación al Juzgador Federal de recabar pruebas de oficio en segunda instancia; ya que, la Ley Agraria en sus artículos 186 y 187; señala el primero de ellos:  En el procedimiento agrario, serán admisibles toda clase de pruebas, mientras no sean contrarias a la Ley.  Asimismo, el Tribunal podrá acordar en todo término, cualquiera que sea la naturaleza del negocio, la práctica, la ampliación o perfeccionamiento de cualquier diligencia, siempre que sean conducentes para el conocimiento de la verdad sobre los puntos cuestionados.  En la práctica de estas diligencias, el Tribunal obrará como estime pertinente, para obtener el mayor resultado de ellas, sin lesionar el derecho de las partes, oyéndolas y procurando siempre su igualdad; en tanto que el segundo dice:  Las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de sus pretensiones.  Sin embargo, el Tribunal podrá considerarse que alguna de las pruebas ofrecidas, es esencial para  el conocimiento de la verdad y la resolución del asunto, girar oficios a las autoridades para que expidan documentos, oportuna y previamente solicitados por las partes; apremiar a las partes o a terceros, para que  exhiban los que tengan en su poder, para que comparezcan como testigos, los terceros señalados por las partes, si bajo protesta de decir verdad, manifiestan no poder presentarlos.

De la lectura de los numerales citados en último término, se desprende que la Ley Agraria impone al Juzgador de allegarse de toda clase de pruebas, permitidas por la Ley para conocer la verdad; luego, no existe razón alguna para que el Juzgador Federal, sustituya a la autoridad de origen, para recabar dichas probanzas; en todo caso, si la autoridad no satisface lo señalado  en los numerales invocados, implicaría responsabilidad para él, no hacerlo así, origina que los juicios se hagan interminables. 

Así también, el numeral 225 resulta una aberración jurídica, ya que de la lectura del mismo, se concluye que el Juzgador Federal, independientemente de los conocimientos jurídicos que tiene, es necesario que tenga dotes sibilinas, ya que, señala el numeral invocado, que al resolver sobre la inconstitucionalidad de los actos reclamados, debe hacerlo aún cuando sean distintos a los invocados, por los quejosos, trayendo esto como consecuencia, que si en el acto reclamado no se señala a la autoridad responsable, ni a los terceros perjudicados, la autoridad, por medio de su bola de cristal, debe saber el nombre de éstos últimos; luego, se reitera no existe sustento jurídico para el numeral citado.

LIBRO SEGUNDO

TITULO UNICO

CAPITULO UNICO

ARTICULO 227.- Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, en los Juicios de Amparo, en que sean partes como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212, así como en los recursos, que en los mismos se interpongan con motivo de dichos juicios. 

Es bien sabido, que una de las consecuencias inmediatas de la Revolución Mexicana, fue la Ley Agraria del 6 de enero de 1915, en la que cristalizaron los ideales que originaron dicho movimiento; esto es, restituir o dotar de tierras a los campesinos que habían sido despojados o carecían de ellas.  Ley, que una vez promulgada la Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos, del 5 de febrero de 1917, fue parte de  ella; y así sucesivamente, a través de las diversas Legislaciones Agrarias (Código Agrario de 1942 y Ley Federal de Reforma Agraria).  Ahora bien, que en tales ordenamientos jurídicos, se contemplaron diversos procedimientos agrarios, algunos de ellos dirigidos a la celectividad, tendientes a dotar de tierras a los campesinos (Dotación, ampliación, Nuevo Centro de Población Ejidal); teniendo éstos, un denominador común, el procedimiento se iniciaba con la solicitud dirigida a la autoridad competente (Gobernador), continuándose así de oficio, tal acto jurídico; sin que en lo sucesivo, se necesitara del impulso procesal de los solicitantes, puesto que eran las instituciones encargadas de aplicar la Ley, a las que se imponía la obligación de realizar los trámites subsecuentes (Comisión Agraria Mixta y Secretaría de la Reforma Agraria), hasta culminar con resolución presidencia; que en dichos procedimientos, las autoridades asumían una doble función; la primera de ellas, era de parte, puesto que se allegaban de pruebas; en tanto que la segunda, consistía en la función de autoridad, puesto que valoraban y resolvían.

Lo anterior es perfectamente entendible, ya que dicha Legislaciones, tenían como destinatarios, a una clase socialmente desprotegida, como lo eran los campesinos; por lo que, el estado en una afán perfeccionista, vigila que no se le deje en estado de indefensión, razón por la cual, impone que las instituciones encargadas de aplicar dicho ordenamiento legal, sustituyan a los solicitantes por cuanto a recabar las pruebas; esto es, le obliga a que impulse el procedimiento; esto es explicable, ya que los campesinos carecían tanto de conocimientos jurídicos, como de recursos económicos para sufragar los gastos de un Profesionista del Derecho, que les auxiliara; en tanto, que la parte contraria, si es que puede llamársele así (pequeño propietario), aparentemente sí contaba con recursos para pagar un defensor; aún cuando en la realidad, en infinidad de casos, se encuentran resoluciones en que se afectaban pequeñas propiedades de dos, cinco, ocho o diez hectáreas y se conformaban las unidades de dotación, para beneficiar a los solicitantes, con superficies de veinte hectáreas como lo señalaba la Ley; concluyéndose entonces, que en dicho procedimiento no existía una igualdad procesal, ya se reitera que el estado asumía su papel de Juez y parte; derivado esto, de una Ley proteccionista.

Tanta era la intención del estado por proteger a los campesinos solicitantes de tierras, la que se refleja en las Legislaciones Agrarias derogadas, así como en la Ley de Amparo, a la que en 1962 se le hicieron diversas adiciones, en las que se impuso la obligación a los Juzgadores Federales a suplir la deficiencia de la queja, en los juicios de amparo; reiterándose tal tendencia, en las reformas establecidas en la Ley citada en 1963; culminando ese proteccionismo en el Decreto Congregacional del 28 de mayo de 1976, en el que se adicionó la Ley de Amparo del Libro Segundo, relativo al juicio de amparo en materia agraria.

El numeral en comento, tuvo su razón jurídica de existir, no obstante el tiempo, la ha rebasado; se afirma lo anterior, puesto que al promulgarse la Ley Agraria vigente a partir del 27 de febrero de 1992, se estipuló en su Artículo 179: “Será optativo "para las partes, acudir asesoradas.  En caso de que una de las "partes se encuentre asesorada y la otra no, con suspensión del "procedimiento, se solicitarán de inmediato los servicios de un “defensor de la Procuraduría Agraria, el cual, para enterarse del “asunto, gozará de 5 días, contados a partir de la fecha en que se “apersona al procedimiento”.

De la lectura del artículo anterior, se concluye que la Ley Agraria se establece un principio no contemplado, en las Legislaciones Agrarias derogadas; siendo éste, el de la igualdad procesal, que no es otro, más que las partes en el juicio, se encuentren representadas por Profesionales del Derecho; y al estar debidamente asesoradas, corresponde a éstos, a allegarse y ofrecer las pruebas permitidas por la Ley y suponiendo sin conceder, que tal defensa sea deficiente, le queda a las partes la oportunidad de que sea la autoridad agraria, quien subsane dichas deficiencias atento a lo dispuesto por los numerales 185 y 186 del propio ordenamiento jurídico; entonces, la autoridad federal no tiene porqué suplir la deficiencia, lo que trae como resultado que el artículo 227 no tenga razón jurídica de existir, puesto que ya cumplió con su cometido.

Una vez que se han expuesto los motivos por los cuales deban reformarse o derogarse los artículos en comento, el resultado es el siguiente:

LIBRO PRIMERO

TITULO PRIMERO

CAPITULO X

ARTICULO 76 BIS.-…

I.-…

II.-…

III.- Se deroga

IV.- …

V.-…

VI.-…

LIBRO SEGUNDO

TITULO UNICO

CAPITULO UNICO

ARTICULO 217.-  La demanda de amparo podrá interponerse, dentro de un término de seis meses, contados a partir de la promulgación de la presente, en tratándose de resoluciones emitidas por la Secretaría de la Reforma Agraria, sustentadas en la Ley Federal de Reforma Agraria en contra de actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios, a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal.  Por cuanto hace al término para impugnar las resoluciones emitidas por el Tribunal Superior Agrario, fundamentadas en la Ley a que se ha hecho mención, el término para impugnarlas será de noventa días.

ARTICULO 225.-  Se deroga.

ARTICULO 227.-  Se deroga.

No pasas inadvertido, que de encontrar eco la presente opinión, será motivo de reformarse el artículo 107 Constitucional, fracción II, párrafos tercero y cuarto.

GUILLERMO GABINO VÁZQUEZ ALFARO 

Facultad de Derecho de la Universidad Juárez del Estado de Durango

cuatro trabajos relativos al juicio de amparo

a).- Primer trabajo, tiene relación con el artículo 11 de la Ley de Amparo, proponiendo un nuevo concepto de autoridad responsable.

b).- Segundo trabajo, tiene relación con el artículo 28 de la Ley de Amparo, proponiendo adicionar una fracción IV en la que se establezca el emplazamiento a terceros perjudicados mediante la publicación de edictos en el Periódico de mayor circulación del lugar donde se ejecute o se haya ejecutado el acto reclamado.

c).- Tercer trabajo, tiene relación con el artículo 114 de la Ley de Amparo, proponiendo adicionar una fracción VII en la que se establezca la procedencia del juicio de amparo indirecto contra actos de no ejercicio o abandono de la acción penal por parte del Ministerio Público.

d).- Cuarto trabajo, tiene relación con el artículo 114 de la Ley de Amparo proponiendo adicionar una fracción VIII, en la que se establezca la procedencia del juicio de amparo indirecto en contra de el constituyente permanente por derogaciones o modificaciones a las garantías individuales fundamentales contenidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTICULO 11 DE LA LEY DE AMPARO.

El presente trabajo tiene relación con el artículo 11 de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, proponiendo un nuevo concepto de autoridad responsable.

CONSIDERACIONES

Es de todos conocido que existe una multitud de criterios que han sido creados para definir el concepto de autoridad responsable en el juicio de amparo. Tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como los Tribunales Colegiados de Circuito han utilizado ríos de tinta sobre tal aspecto. Siguiendo el principio de facilidad para la obtención de la protección federal, el cual debe ser el espíritu principal que impere en la reforma que se pretende, se impone la necesidad de modificar el concepto de autoridad responsable que actualmente prevalece en la Ley de Amparo en el artículo 11, el cual textualmente señala: “es autoridad responsable la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado”. Dicho concepto es insuficiente para determinar contra que entidades procede el juicio de garantías, toda vez que existen un sin número de organismos creados bajo la administración pública descentralizada, que en su actividad ya de derecho o de facto ejercen funciones de autoridad, o bien realizan actos equiparables a los actos de autoridad, mismos que causan molestia en los particulares o privación de sus derechos. Dichos organismos en ocasiones desempeñan la prestación de servicios vitales para la población  como el agua potable, electricidad, limpia, educación, etc.

Ahora que el Estado tiende hacia el camino de la privatización de muchos caminos, no es de dudarse que en un futuro próximo existan centros de rehabilitación operados por particulares o servicios de seguridad pública concesionados a particulares, para que operen en función de alguna ley que así lo permita. Proponemos respetuosamente se modifique radicalmente la noción de autoridad responsable a efecto de que cualquier organismo que de hecho o de facto pueda general un acto de molestia o privación de derechos a un particular, en base a una ley que así lo permita, se le considere autoridad responsable para los efectos del juicio de amparo, y que sus actos entren bajo el control constitucional encomendado al Poder Judicial Federal. Por lo que se propone el siguiente concepto de autoridad responsable:

ARTICULO 11.- Es autoridad responsable, aquella, que con apoyo en la ley, en su decisión o con su actuar pueda modificar una situación jurídica en forma general o particular.

ART. 114 DE LA LEY DE AMPARO

El presente trabajo tiene relación con el artículo 114, de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, proponiendo adicionar una fracción VII.

CONSIDERACIONES

El Juicio de Amparo tiene como propósito la protección de las garantías individuales cuando estas son violadas por algún acto de autoridad y le causan perjuicio al gobernado. 

En diciembre de 1840, en Yucatán, Manuel Crescencio Rejón, presentó el Proyecto de Constitución, mismo que fue aprobado el 31 de marzo de 1841, en el por vez primera se establece en una Constitución, particularmente en su artículo 53, la obligación de la Suprema Corte de Justicia del estado de "Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección contra las Leyes y Decretos de la Legislatura que sean contrarios a la Constitución, o contra las providencias del Gobernador o Ejecutivo reunido, cuando en ellas se hubiera infringido el Código Fundamental o las leyes, limitándose en ambos casos a reparar el agravio en la parte que éstas o la Constitución, hubiesen sido violadas". 

En el Acta de Reformas de 1847, en su artículo 25, el Juicio de Amparo se establece en nuestro país al influjo de las ideas de Mariano Otero. Desde entonces y hasta nuestros días dicho Juicio de Garantías ha permeado en la conciencia de los mexicanos como un instrumento de defensa ante los ataques de los órganos del poder público. En las Constituciones de 1857 y 1917 se establece de nueva cuenta el Juicio de Amparo con las características fundamentales que hasta la fecha tiene.

El contenido del artículo 21 en el texto original de la Constitución de 1917, otorgó al Ministerio Público la facultad de ser el titular del monopolio del ejercicio de la Acción Penal, lo cual significaba que sus resoluciones sobre el ejercicio o no de la acción penal, no eran susceptibles de ser recurridas. 

El Constituyente Permanente aprobó en diciembre de 1994 adiciones y reformas a diferentes artículos de nuestra Norma Fundamental, mismas que fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de ese año. En particular se adicionó un párrafo cuarto al artículo 21 constitucional que establece: "Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional en los términos que establezca la Ley". 

Es el caso, que desde diciembre de 1994 hasta esta fecha el Congreso de la Unión no ha efectuado las adecuaciones jurídicas necesarias en la Norma Secundaria, para el efecto de que esta garantía individual tenga pleno cumplimiento.

Por tanto, teniendo hasta antes de la Reforma Constitucional supradicha el Ministerio Público el monopolio del ejercicio de la acción penal, sus resoluciones eran inimpugnables, por establecer dicha improcedencia del Juicio de Garantías tanto la Norma Fundamental, como la Jurisprudencia del Poder Judicial Federal. 

El presente trabajo propone la adición de una fracción VII, al artículo 114 de la Ley de Amparo, para el efecto de que los particulares que sufren la comisión de un delito puedan inconformarse vía Juicio de Amparo en contra de las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal.

 Es pertinente destacar que la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de mayo de 1996, establece un recurso de Control Interno que se inicia, desarrolla y concluye dentro de la misma Institución, el Ministerio Público es quien resuelve en el caso de que consulte el no ejercicio de la acción penal o la formulación de conclusiones no acusatorias. Cuenta con quince días el ofendido, a partir de la notificación de la determinación inacusatoria, para desvirtuar y combatir la inercia del Ministerio Público. En el caso que el Procurador resuelva confirmar la resolución de su inferior jerárquico, el asunto queda definitivamente concluido. En la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal existe disposición análoga a la de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Más sin embargo, resulta incuestionable la necesidad de que exista un Procedimiento Jurisdiccional para revisar y revocar, en su caso, las resoluciones del Ministerio Público, cuando éste se niegue a ejercitar la acción penal o cuando se desista de ella, sobre todo por formar parte el artículo 21 constitucional del Título Primero, Capítulo Primero de la Constitución, en el cual se establecen las garantías individuales, la violación que a éstas se den, son susceptibles de repararse a través del Juicio de Amparo. Se trata con la propuesta de que exista concordancia entre la Norma Primaria y la Norma Secundaria. Al efecto estimamos pertinente recordar el antecedente de la primera sentencia de amparo dictada en nuestro país. 

El 13 de agosto de 1849, don Pedro Zámano, juez de distrito en San Luis Potosí por ausencia del Propietario, establece en su sentencia: "Visto el antecedente Dictamen y teniendo presente que el artículo 25 de la Acta de Reformas, impone al juzgado de mi cargo la obligación de amparar a cualquier ciudadano contra los ataques violentos, ya sea de los supremos poderes de la nación, ya de los estados: que la circunstancia de no haberse reglamentado el modo y términos en que tal protección debe dispensarse, no es ni puede ser un obstáculo para cumplir con ese sagrado deber, porque a nadie puede ocultarse el modo de sustanciar un expediente y que, de no dar cumplimiento al citado artículo, resultaría una contravención del objeto y fin que los legisladores se propusieron, no menos que una muy notable infracción, que inconcusamente haría responsable al que la cometiera; que una ley desde el momento que se publica debe ser obligatoria; no expresándose en ella lo contrario, como dice muy bien el asesor, y que por lo mismo no se ha podido ni puede dejar de cumplir con la referida disposición constitucional, ..." .

Es pertinente destacar que la jurisprudencia establecida por el Poder Judicial de la Federación en su Novena Epoca, ha establecido la procedibilidad del Juicio de Garantías en el caso que nos ocupa, aun en ausencia de la disposición expresa en la Norma Secundaria, por tratarse de una violación directa a lo dispuesto por el párrafo cuarto, del artículo 21 constitucional.

REDACCION PROPESTA

Artículo 114. El amparo se pedirá ante el Juez de Distrito: 

I.- a la VI.- ... 

VII.- Contra las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal. 

ARTICULO 28 DE LA LEY DE AMPARO.

El presente trabajo tiene relación con el artículo 28 de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, proponiendo adicionar una fracción IV, para citar mediante edictos locales a los terceros indomiciliados.

CONSIDERANDOS

Considerando que es muy importante que una Ley como la de Amparo que busca preservar la protección de las garantías individuales, sea una ley que contenga un procedimiento que además de sencillo, sea asequible a cualquiera de los quejosos. Es necesario precisar en el capítulo de notificaciones y específicamente en el artículo 28, la forma y términos para notificar a los terceros perjudicados indomiciliados, porque ha sido un caso frecuente que no es posible avanzar en el procedimiento del Juicio de Garantías, porque el quejoso desconoce el domicilio del Tercero Perjudicado, y en muchas ocasiones tampoco la sabe la Autoridad Responsable, y en la mayoría de las ocasiones el Tercero Perjudicado, o no existe real y físicamente o existiendo no se tiene conocimiento de su domicilio; además de que en ocasiones aún percatándose el tercero perjudicado de la controversia de garantías, se oculta o no tiene interés de comparecer e impide la buena marcha del juicio.

Sobre éste aspecto, ha sido práctica común de los Jueces de Distrito, en primer lugar forzar al Quejoso mediante la amenaza de multa y apremios para que proporcione el domicilio del Tercero Perjudicado, pero como ya lo dijimos no lo sabe,  y ante tal manifestación el Juez trata de forzar a la Autoridad responsable para que ésta emplace al Tercero, pero tampoco ésta Autoridad puede conseguirlo. Entonces, ante la imposibilidad de hacer el emplazamiento en forma personal, el Juez hace uso, a falta de disposición expresa en la Ley de Amparo, de las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles, con la autorización que le concede el artículo 2º de la Ley de Amparo, previa la investigación que se hace del domicilio del tercero perjudicado, de no conseguirse ordena que el emplazamiento se haga por edictos que deberán de publicarse por tres veces dentro de un plazo limitado en un Periódico de mayor circulación a nivel Nacional y además en el Diario Oficial de la Federación. Y con eso se creé que el Tercero Perjudicado se dará por enterado, pero la verdad es muy distinta; todos sabemos que nadie o casi nadie lee los “AVISOS”
 del Diario Oficial de la Federación, ni nadie lee en los Periódicos a nivel Nacional los edictos, pero lo más grave es que los edictos en los Periódicos a nivel Nacional cuestan por muy reducidos que sean en su redacción algo cercano a la cantidad de $6,000.00, cada uno, que multiplicado por tres hace $18,000.00, y en el Diario Oficial de la Federación, cuesta cantidad similar con el adicional de que tiene que presentarse el edicto debidamente impreso en un disco compatible con la computadora del Diario Oficial, lo que también resulta complicado de obtener. En síntesis publicar unos edictos para emplazar a un tercero perjudicado, cuestan más de $30,000.00, lo que es muy oneroso y en ocasiones es mayor que el interés patrimonial en juego. Además de que se contradice el principio general que por el trámite de asuntos judiciales no deberán de cubrirse costas y que la impartición de Justicia en México debe ser gratuita.

Absurda solución sería que los edictos fuesen por cuenta del Estado como muchos lo han pretendido. Más sin embargo, nos atrevemos a proponer que para en el caso, a fin de reducir considerablemente el monto del costo de la publicación de los edictos y al mismo tiempo sean más efectivos, puesto que tendrían la posibilidad de ser más leídos, proponemos expresamente se adicione la fracción IV al artículo 28 de la ley de Amparo con la siguiente redacción. 

REDACCION PROPUESTA

ART. 28.- ..............................

.........

.........

.........

En caso de tratarse de la primera notificación que deba hacerse a los Terceros Perjudicados y se ignorase su domicilio, después de haber practicado la investigación pertinente, el Juez podrá ordenar se practique la primera notificación por edictos, mediante la inserción de dos avisos en el periódico de mayor circulación en la Entidad Federativa en la que pretenda ejecutarse el acto reclamado.

ARTICULO 114 DE LA LEY DE AMPARO.

El presente trabajo tiene relación con el artículo 114 de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, proponiendo adicionar una fracción VIII. 

CONSIDERACIONES

En diverso trabajo se propone adicionar una fracción VII al artículo 114 de la Ley de Amparo, en la que, se establece la procedencia del juicio de garantías “contra las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal”. Por lo que, en este trabajo se propone otra adición bajo la fracción VIII, con el objeto de que el juicio de garantías prospere contra reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando se modifiquen derechos fundamentales.

Es de todos sabido que el Juicio de Amparo tiene como misión fundamental proteger a las personas, ya sean físicas o morales contra actos de Autoridad que violen o vulneren las garantías individuales, sin embargo se han dado gravisimos casos en los que Autoridad como el Constituyente Permanente, no sólo han violado o vulnerado garantías individuales, sino que las han hecho desaparecer del texto de la Constitución General de la República y aún cuando ha habido opiniones en contrario ha prevalecido el criterio de que, desaparecida la garantía individual de la Constitución, las Autoridades Judiciales Federales no tienen la posibilidad de proteger ese bien jurídico que es precisamente la garantía individual que desaparece, se modifica o se vulnera por el Constituyente Permanente. Los argumentos para apoyar la teoría de que el Constituyente Permanente no puede ser autoridad responsable, ni que pueden ser objeto del Juicio de Garantías las modificaciones, ya sean por adición o por reforma que el Constituyente introduzca a la Constitución, entre otros la circunstancia de que el Poder Judicial se convirtiera en Legislativo, que tendría facultades que pudiesen anular la labor del Constituyente Permanente y otros múltiples argumentos, el propósito sin embargo es valioso, porque lo que se pretende proteger son las garantías individuales existentes.

Ahora bien, desde nuestro especial punto de vista, no existe ningún impedimento legal para que las Autoridades Federales conocieran de juicios de amparo en contra de las reformas  a la Constitución realizadas por el Constituyente, por la sencilla razón de que en concordancia con el artículo 103 de la Constitución y el artículo 1º de la Ley de Amparo, establecen que el propósito o el objeto del juicio de amparo es resolver toda controversia que se suscite por leyes o actos de Autoridad que violen las garantías individuales.

Ahora bien ¿Qué es la Constitución?, evidentemente la Constitución es una Ley, y si la Constitución nos concede una garantía individual la reforma a la Constitución, que es una Ley evidentemente puede ser objeto del Juicio de Amparo, si dentro de la misma se violaron garantías individuales.

La cuestión es muy compleja, porque tendremos que responder a los interrogantes ¿Qué es la Constitución?, ¿Qué disposiciones son parte imprescindible de la Constitución?, ¿Qué es lo que puede ser reformado de la Constitución?, ¿Son inmutables las garantías individuales?, y otras más, sin embargo independientemente de cuales sean las respuestas que se den a esos interrogantes, es evidente que en la Constitución o que a la Constitución se han introducido por el Constituyente, toda una serie de principios que deberían estar en leyes secundarias, no en la Constitución, pero que el Legislador Constituyente Ponente ha considerado que si las introduce en el texto de la Constitución, las sacraliza y por esta virtud van a ser obedecidas sin más, pero se equivoca, puesto que la Constitución al igual que cualquier Ley es violentada, por ello el propósito de introducir a la Constitución disposiciones secundarias, es inútil, pero colma a nuestra Constitución de principios que no pueden ser tocados por el Juicio de Garantías, restringiendo terriblemente la esfera de libertad de seguridad jurídica e igualdad a favor de los Ciudadanos. Tomemos el ejemplo el artículo 3º Constitucional, ha tenido tantas reformas que la garantía que tenemos todos los ciudadanos, como padres de familia de enviar a nuestros hijos a la escuela que nos plazca, esta totalmente encubierta, cuando se piense en el artículo 3º de la Constitución nos viene a la mente las características que deberá tener la educación que imparta el Estado, al carácter obligatorio de la educación primaria, sus características, etc., pero la garantía esta oculta. Otro ejemplo es el artículo 10 que consignaba la garantía individual de poseer en los domicilios de los particulares las armas necesarias para su protección y legítima defensa que fue restringida primero, cuando se añadió: Que para portarlas en las poblaciones se requería el permiso de la Autoridad Administrativa y posteriormente la garantía desapareció cuando en el texto Constitucional se estableció el principio o salvedad a la posibilidad de poseer armas en su domicilio “excepción de las prohibidas por la Ley Federal y de las reservadas para el uso exclusivo del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Guardia Nacional, -y se agregó-, la Ley Federal determinará los casos, condiciones, requisitos y lugares en que se podrán autorizar a los habitantes la portación de armas.

No somos partidarios de la violencia y mucho menos de la portación de armas de fuego, creemos que el Estado Mexicano tiene la obligación de proporcionar seguridad pública a todos, de forma tal de que nadie necesite poseer y mucho menos portar armas, y también creemos que quienes mejor manejan las armas son los expertos que en este caso debe ser nuestro Glorioso Ejército y nuestros Policías, pero resulta de que también hay expertos entre la gente de mal vivir que con facilidad pueden someter a cualquier integrante de la Población con armas que sirven como instrumento principal de sus propósitos criminales y no existe todavía la debida protección por parte de la Autoridad de salvaguardar la integridad física de las personas, ni la inviolabilidad de los domicilios, por ello, las reformas al artículo 10 a que nos hemos referido y la prohibición en la Ley de Armas de Fuego y en los demás ordenamientos que señalan cuales son las armas de uso exclusivo del Ejército, Armada y Guardia Nacional y las prohibidas a los particulares reducen a éstos a una condición lastimosa frente a los delincuentes, pues no es posible poseer armas efectivas que permitan la defensa que la garantía Constitucional pretende, puesto que posiblemente sea más efectivo un buen palo o la lanza que una pistola de menor calibre, y si a eso aunamos que es casi imposible que en forma legítima o ilegítima los Ciudadanos obtengan de las Autoridades competentes el permiso para portar armas, el estado de indefensión se torna dramático, y desesperante, puesto que al que porte armas, no solamente se le decomisan como parte de la pena, sino que es sometido a un proceso penal, y no se diga cuando se trate de las armas prohibidas que al parecer son las más eficaces. Resumiendo lo que queremos decir, es que la garantía desapareció, y al desaparecer las garantías, los ciudadanos fuimos despojados de algo que teníamos con anterioridad a la reforma y que estamos en manos de Constituyente Permanente que en ocasiones dicho esto con todo respeto, puede actuar influenciado por las corrientes políticas imperantes o por factores de poder extraconstitucionales que no vale la pena analizar, por ello, proponemos se adicione con una fracción el artículo 1º Constitucional o bien, se modifique el texto de cualquiera de ellos, para que quedaran perfectamente comprendidos como actos contra los que puede pedirse el amparo, los del Constituyente Permanente, la redacción que se propone es la siguiente:

Articulo 114.-  ....

I  … 

II …

III …

IV …

V …Contra el Constituyente Permanente por derogación o modificación a las garantías fundamentales de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ROBERTO AGUIRRE NAVAR

La suscrita Magistrada del Tribunal Unitario Agrario del Distrito 47, con sede en la ciudad de Puebla, Puebla, tiene la honra de presentar a la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo una breve exposición de las consideraciones o motivos de la presente propuesta, relacionada con el Título único, Capítulo Único, de los artículos 217 y 218, de la Ley de Amparo, en los siguientes términos.

El  derecho de propiedad como un derecho natural que tutela el derecho positivo, se justifica ante todo, por el derecho del individuo para éste y su familia como una garantía irremplazable, puesto que el hombre necesita de determinados bienes para subsistir, bienes que son objeto de apropiación.

Los campesinos han tenido siempre hambre de tierra, la propiedad de un pedazo de tierra les significa garantía contra la miseria. Ésa hambre de tierra históricamente los ha llevado a numerosos conflictos, casi siempre envueltos en sangre.

En nuestro derecho mexicano la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido sobre cuestiones de propiedad, que el amparo es procedente, por violación de las garantías que consagra el artículo 14 constitucional, para el solo afecto de que, reconocido el derecho de propiedad, se mantenga en su goce al propietario, mientras se resuelve el juicio contradictorio. 

La tutela debe reflejarse en una seguridad jurídica al derecho de propiedad, al respecto, es de hacerse notar la falta de identificación entre el artículo 217 de la  Ley de Amparo, con los artículos 14, 16, 27, fracción XIX, Constitucionales, así como también con el alcance de la iniciativa de ley introducida el seis de enero de mil novecientos noventa y dos, del artículo 27, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece: 

“La seguridad de la tenencia de la tierra es base y presupuesto de todos los instrumentos de fomento de las actividades del sector rural. Sin ella se anulan los esfuerzos de desarrollo. La inseguridad destruye expectativas, genera resentimientos y cancela potencialidades. Esta iniciativa ofrece seguridad  a ejidatarios, comuneros y pequeños propietarios y la garantiza mediante un nuevo instrumento de justicia agraria”.

Dicha falta de identificación se hace consistir básicamente, en que no es fijado al núcleo quejoso con conocimiento del acto reclamado, término en el amparo cuando “...se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus  derechos agrarios...”, lo que el legislador debe establecer, no como una sanción al interesado que no aprovecha el término disponible para que ejercite su acción constitucional, sino la intención de salvaguardar la seguridad jurídica del derecho a la propiedad, inseguridad que se genera debido a la excepción que cuenta el adversario consistente  en que no cuenta con un plazo de presentación de la demanda de amparo para impugnar las resoluciones que emitan los Tribunales Agrarios, cuya firmeza no puede considerarse al antojo hasta en tanto los núcleos sujetos al régimen ejidal o comunal han valer el derecho a la impugnación de la resolución, que puede quedar a la expectativa y discutirse en tiempo indeterminado.

Por lo antes expuesto, propongo:

1.- Se REFORME EL ARTÍCULO 217 DE LA LEY DE AMPARO, que en lo conducente expresa: “La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión  o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal”.

2.- PROYECTO: Artículo 217. La demanda de amparo podrá interponerse en el término de cinco años, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal.

El término de cinco años que se propone es atendiendo a las circunstancias económicas culturales y políticas de la clase campesina y a la distancia y facilidades de las comunicaciones de las comunidades rurales.

Reitero a  Usted mi atenta y distinguida consideración.

MARÍA ANTONIETA VILLEGAS LÓPEZ

EL NUEVO ARTICULO 80 DE LA LEY DE AMPARO

(Propuesta de adición)

Í N D I C E

Introducción

I.
Antecedentes

1. El articulo 80 de la Ley de Amparo vigente

2. La sentencia en el juicio de amparo

3. Efectos de la sentencia de amparo

II.
El delito contra la administración de justicia.

III.
Propuesta de adición al artículo 80 de la Ley de Amparo.


Bibliografía

I N T R O D U C C I O N

El origen de esta propuesta se encuentra  al considerar que el actual artículo 80 de la Ley de Amparo permite que, en ocasiones, al concederse el amparo y protección de la Justicia Federal, se deje en libertad de jurisdicción a la autoridad responsable para que emita un nuevo acto de autoridad; sin embargo, existen casos, específicamente en materia penal, tratándose de amparos contra autos de formal prisión, en los que existen violaciones constitucionales de forma que si bien son suficientes para amparar y proteger al quejoso, al no entrar al fondo del asunto, dejan en libertad de jurisdicción a la autoridad responsable para que emita un nuevo acto de autoridad, cuestión que en mi opinión, impide que los efectos de esa protección federal sean cumplidos cabalmente, ya que permite que la autoridad responsable corrija el error cometido, involucrando al quejoso en un círculo que le niega la impartición de justicia garantizada en nuestra Carta Magna.

En efecto, si atendemos a las disposiciones del artículo 80 de la Ley de Amparo, encontraremos que no se indica la forma en que deberá ser restituida la garantía conculcada sino que señala que el “efecto” será el de obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía violada y a cumplir lo que la misma garantía exija.

Por lo anterior, considero factible la reforma a dicho numeral, mediante la adición que se propone, a fin de que, en materia penal, una vez que la autoridad amparista determine la existencia de violaciones constitucionales, otorgue la protección de la Justicia de la Unión con el efecto  de restituir la garantía conculcada mediante la determinación expresa de dicha autoridad, lo que se materializará a través de los actos de ejecución de la autoridad responsable.

Podría pensarse que es una propuesta disparatada o sin sentido, pero no debe olvidarse que al concederse el amparo y protección federal es porque el acto reclamado es inconstitucional, y que su efecto, en las condiciones actuales, permite que la autoridad responsable corrija las deficiencias de forma que consideró para dictar el auto de formal prisión, pero que dejan en estado de incertidumbre al procesado, negándole el derecho a la impartición de justicia que posee todo gobernado. Es decir que, en tales supuestos, el procesado se encuentra sujeto a las determinaciones de la responsable que no siempre se encuentra debidamente fundadas y motivadas.

En consecuencia, la propuesta que se expone obligaría a los jueces penales a estudiar con mayor profundidad los asuntos a su cargo, de manera que los autos de formal prisión que dicten se encuentren fundados y motivados, lo que permitirá sustentar su legalidad, en caso de que se impugnen en la vía constitucional.

Para hacer factible esta propuesta considero pertinente  derogar la fracción VI del artículo 225 del código penal federal, consignada en el Titulo Decimoprimero, capitulo I denominado DELITOS COMETIDOS POR LOS SERVIDORES PÚBLICOS, que prevé el delito contra la administración de justicia.

Pues si bien es cierto que este delito se consuma cuando el juzgador dicta una sentencia ilícita, cuestión que, en principio, otorgaría al quejoso la posibilidad de presentar la denuncia correspondiente a fin de que, en su caso, se sancionara al juzgador, también es cierto que esa denuncia no tendría consecuencias legales en el juicio de garantías, pero que permitiría un marco de libertad para que los jueces penales pudieran ejercitar sus labores.

Por las razones expuestas, armonizando la propuesta de adición del articulo 80 de la Ley de amparo, a fin de que la concesión de la protección de la Justicia Federal tuviera efectos plenos, en conjunción con la derogación de la fracción VI del articulo 225 del Código Penal Federal, se establecería la libertad plena para que, de manera responsable, los jueces penales emitieran sus resoluciones o sentencias, ya que en caso contrario, éstas serían revocadas mediante la intervención de la autoridad de amparo, teniendo como consecuencia jurídica fundamental, el fortalecimiento del Poder Judicial, tanto en el ámbito local como en el federal, así como la recuperación de la confianza de los gobernados en nuestras Instituciones encargadas de la impartición de Justicia.

I.
A N T E C E D E N T E S

1. El articulo 80 de la Ley de Amparo vigente

Dispone el numeral 80 de la Ley de amparo vigente, lo siguiente:

“La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será el de obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija”

Para los efectos del presente trabajo, considero prudente mencionar algunos aspectos doctrinarios relativos a las sentencias de amparo, a fin de sustentar técnicamente la propuesta planteada. 

2. La sentencia en el juicio de amparo

“CONCEPTO. La sentencia en el juicio de amparo es el acto culminatorio de la actividad jurisdiccional pronunciado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribunal Colegiado de Circuito, Juez de Distrito o superior del tribunal que haya cometido la violación en los casos que la ley así lo establezca, por el que resuelve si concede, niega o sobresee el amparo solicitado por el quejoso en contra del acto reclamado a la autoridad responsable.” (
)

De lo expuesto podemos inferir que en el juicio de garantías la sentencia definitiva será la que niegue o conceda el amparo de la justicia federal, no así la que sobresee el juicio en razón de que no resuelve el fondo del asunto.

3. Efectos de la sentencia de amparo

Por lo que se refiere a los efectos del amparo, el autor Chávez Castillo, en la obra Juicio de Amparo, señala: “Ahora bien, las sentencias que se dicten en el juicio de amparo solo exigen cumplimiento una vez que hayan causado ejecutoria aquellas en las cuales se haya concedido el amparo y protección de la justicia de la unión, toda vez que el efecto genérico de las mismas es el de restituir al agraviado en el goce de sus garantías individuales violadas; no así de aquellas sentencias de amparo en las cuales se haya negado la protección federal o se haya sobreseído en el juicio, pues en esta hipótesis indudablemente el acto reclamado queda intocado, dejando a la autoridad o autoridades responsables en aptitud de actuar conforme a sus atribuciones; en atención a lo expuesto, a continuación nos referiremos a los efectos de la sentencia de amparo, en el único caso en el que deben cumplimentarse, pues en los casos de negativa o sobreseimiento, no tienen efecto.

El efecto de la sentencia concesoria del amparo y protección de la justicia de la unión, lo encontramos regulado en el art. 80 de la ley reglamentaria de los numerales 103 y 107 de la Constitución Federal, que textualmente dispone:

“La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será el de obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija”

Cuando en el amparo directo se aleguen violaciones al procedimiento origen del acto reclamado, la sentencia de amparo en caso de encontrar ciertas violaciones tendrá el efecto de que se anule el acto reclamado, o sea, la sentencia definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, y además reponer el procedimiento a partir del momento en que ocurrió la violación; por otro lado, si no se encuentran dichas violaciones, como ya lo mencionamos con antelación, la autoridad de amparo estudiará los conceptos de violación en cuanto a las violaciones de fondo se refiere y por consiguiente, en caso de encontrarlos fundados, otorgará la protección federal solicitada, y el efecto será el que la autoridad responsable deje insubsistente el acto reclamado y resuelva en los términos precisados en la ejecutoria de amparo, purgando las violaciones que haya cometido en perjuicio del quejoso, restituyéndolo así en el goce de las garantías individuales violadas.

No debemos olvidar que para que la sentencia concesoria del amparo tenga los efectos que se han mencionado, se requiere de forma indispensable que haya causado ejecutoria y, por tanto, tenga la calidad de cosa juzgada.” (
).

El Maestro Juventino V. Castro, en su obra “Lecciones de Garantías y Amparo” expresa, en relación con los efectos de las sentencias de amparo, que: 

“El artículo 80 de la Ley de Amparo establece los efectos de las sentencias que concedan la protección constitucional solicitada.

Plantea dos hipótesis: aquella en que el acto reclamado sea de carácter positivo -en cuyo caso la sentencia estimatoria tendrá como efecto restablecer las cosas al estado que guardaban antes de la violación-, y aquella otra en que el acto reclamado sea de carácter negativo -caso en el cual el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía violada, y a cumplir con lo que la misma garantía exija.

Por lo anterior, resulta incompleta la tesis jurisprudencial que a continuación se transcribe:

Tesis 174. SENTENCIAS DE AMPARO.- El efecto jurídico de la sentencia definitiva que se pronuncia en el juicio constitucional, concediendo el amparo, es volver las cosas al estado que tenían antes de la violación de garantías, nulificando el acto reclamado y los subsecuentes que de él se deriven.

Es incompleta la cita porque si el efecto de toda sentencia que concede el amparo fuere volver las cosas al estado que tenían antes de la violación -nulificando el acto reclamado y sus consecuencias-, tratándose de actos de carácter negativo esto no tendría el menor sentido.

Si se reclama, por ejemplo, la inconstitucionalidad o ilegalidad de un auto de formal prisión, que es un acto positivo, es correcto afirmar que la sentencia que concede el amparo anula al auto de formal prisión; y sus consecuencias materiales como lo es la perdida de la libertad. Este amparo tendrá como efecto dejar las cosas como se encontraban antes de la violación de garantías, o sea al quejoso libre y sin tener que responder dentro de un proceso penal.” (
)

En estas condiciones, en mi opinión, resulta evidente y necesaria la reforma del artículo en cuestión para normar los efectos del otorgamiento de la protección federal en materia penal y, sobre todo, en lo que se refiere al auto de formal prisión.

Finalmente cabe precisar que con la propuesta no se rompe el equilibrio constitucional entre la Federación y los Estados, en cuanto a las determinaciones respecto a los negocios judiciales que son competencia de aquélla y de éstos, toda vez que el papel de la autoridad federal no sería el de revisar cuestiones de la competencia de los tribunales del fuero común sino sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado.

II. EL DELITO CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

En los meses de noviembre-diciembre del año anterior, en la revista especializada “El mundo del Abogado” se publicó un artículo denominado: “En defensa de los Jueces” de Jesús Zamora Pierce, en el que expone la actuación de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal en torno al ejercicio de la acción penal en contra de algunos jueces que, al parecer –como dice el autor citado- han emitido resoluciones que la Procuraduría no comparte. Sostiene el Lic. Zamora Pierce que con esa actitud se amenaza con destruir la independencia del Poder Judicial y, propone la derogación de la fracción VI del artículo 225 del código penal federal, que establece el delito  en contra de la administración de justicia, que se consuma cuando se dicta una resolución de fondo o una sentencia definitiva que sean ilícitas por violar algún principio terminante de la ley o por  ser contrarias a las actuaciones seguidas en juicio o al veredicto de un jurado.

En opinión del autor, el creador de la norma que se comenta, parece pensar que la legalidad o ilegalidad  de una sentencia es un concepto objetivo, cuestión que resulta del todo alejada de la realidad y expresa:

 “...El autor del artículo 225, VI, parece olvidar que el derecho procesal tiene ya firmemente establecido un procedimiento de control de la legalidad. Sólo su ignorancia pudo llevarlo a tipificar como delito la conducta de un juzgador al dictar una sentencia. Esa misma ignorancia nos lleva, en la aplicación del tipo, a soluciones monstruosas y a evidentes injusticias, así como a efectos que distorsionan la justicia y rompen el equilibrio entre los poderes, como veremos a continuación. Ante la posibilidad de error, natural en el hombre, el derecho procesal exige  que se otorgue a las partes la posibilidad de impugnar ante el superior del juzgador, la sentencia de éste que estiman ilícita. Sólo queda firma, sólo es cosa juzgada, la sentencia contra la cual no pueden ya interponerse recursos. 

A la luz de este procedimiento de control de la legalidad, resulta evidente su esencial contradicción con el tipo penal en estudio. ¿Podrá el ministerio público ejercer la acción penal en contra de un juez, imputándole el haber dictado una sentencia ilícita, antes de que se resuelvan los recursos de los que se valgan las partes, o únicamente cuando la sentencia esté firme, por haber sido confirmada en apelación?

El artículo 225, VI, no resuelve este problema. Su autor ni siquiera parece consciente de que existe. Si se permite que se proceda penalmente en contra del juez, sin esperar a que se resuelvan los recursos procedentes, pueden dictarse sentencias contradictorias. Así, por ejemplo, puede condenarse penalmente a un juez por haber dictado sentencia ilícita, a pesar de que ésta haya sido plenamente confirmada en apelación.

El sentido común parece indicar que debiera esperarse al resultado de la apelación y que debiera procederse penalmente, tan sólo, en contra del juez cuya sentencia fue revocada por el superior. Pero, si así fuera, todos los jueces deberían estar en la cárcel, porque todos han dictado una sentencia que, posteriormente ha sido revocada en apelación. Es decir, a todo juez le ha dicho alguna vez su tribunal de apelación que su sentencia no se ajustaba a derecho; es decir que era ilícita”(
)

Es evidente que, con independencia de las razones expuestas por el autor mencionado, esta hipótesis normativa constituye una amenaza para que los jueces emitan, particularmente, sentencias que pueden transformarse en ilícitas y con ello la posibilidad de que sean sujetos a proceso penal, lo que limita su actuación en el ejercicio de su función. Por tales motivos, me adhiero al sentido del artículo que se comenta, es decir a su derogación.

Ahora bien, la derogación del precepto, armonizada con la adición al artículo constitucional que se plantea, establecería plena libertad para los jueces. 

III.
PROPUESTA DE ADICIÓN AL ARTÍCULO 80 DE LA LEY DE AMPARO.

En el contexto expresado, considero que el referido numeral 80 de la Ley de Amparo, deberán adicionarse los siguientes párrafos:

“En materia penal, cuando el Juzgado de Distrito que conozca del juicio de amparo determine la existencia de violación de garantías por parte de la autoridad responsable, sean de forma o de fondo, deberá ordenar, en forma directa, la restitución de los derechos constitucionales conculcados.

El cumplimiento de dicha ejecutoria deberá realizarlo en forma inmediata la autoridad responsable quien, para efectos de esa resolución, no gozará de libertad de jurisdicción.

El mismo criterio deberá aplicarse por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito y los Unitarios de Circuito, por conducto, también, de las autoridades responsables”

Por lo anterior, el nuevo articulo 80 deberá quedar en la forma que a continuación se indica:

“La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será el de obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija”

“En materia penal, cuando el Juzgado de Distrito que conozca del juicio de amparo determine la existencia de violación de garantías por parte de la autoridad responsable, sean de forma o de fondo, deberá ordenar, en forma directa, la restitución de los derechos constitucionales conculcados.

El cumplimiento de dicha ejecutoria deberá realizarlo en forma inmediata la autoridad responsable quien, para efectos de esa resolución, no gozará de libertad de jurisdicción.

El mismo criterio deberá aplicarse por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito y los Unitarios de Circuito, por conducto, también, de las autoridades responsables”.

Se reitera que la propuesta de adición no implica que las autoridades, al otorgar la protección de la Justicia Federal invadan el ámbito competencial de las autoridades responsables, ya que únicamente intervendrán para restituir los derechos fundamentales conculcados, lo que impide que conozcan del juicio o procedimiento que dio origen a la instancia de amparo.

En efecto, el sustento de la propuesta radica en tres cuestiones fundamentales, que le permitirán a las autoridades de amparo intervenir, únicamente en los términos anotados, en los procedimientos y juicios naturales y, en su caso, en los tramitados ante los Tribunales Colegiados de Circuito y Tribunales Unitarios de Circuito.

A) La primera consiste en la derogación de la fracción VI del artículo 225 del código penal federal, lo que permitirá la libertad e independencia absoluta de los jueces (locales y federales) para dictar sus resoluciones y, en forma correlativa, la obligación de que dichas resoluciones sean emitidas conforme a derecho, es decir, debidamente fundadas y motivadas, en la inteligencia de que al no hacerlo en términos legales, los juzgadores de amparo las revocarán, quedando constreñidos a cumplir las ejecutorias de amparo correspondientes, con los efectos, jurídicos y administrativos, derivados de una deficiente actuación y sin perjuicio de las sanciones del orden que procedan.

B) La segunda, radica en la existencia y funcionamiento del Consejo de la Judicatura Federal y los Consejos de las Judicaturas Locales, ya que, en palabras del actual presidente de la Suprema Corte de justicia de la Nación: “El Consejo de la Judicatura es un órgano de apoyo administrativo de instrumentación técnica al desarrollo material de los órganos jurisdiccionales y de control de la conducta judicial de jueces y Magistrados” y ”...la función jurisdiccional debe recaer en Jueces independientes, capaces, imparciales, honorables y responsables, es decir, con un alto respeto a los valores morales y profesionales, sin que estas virtudes puedan ser trastocadas por imposiciones internas o externas ajenas al ejercicio propio de la función jurisdiccional.

Esto significa que la potestad del ejercicio jurisdiccional corresponde sólo a Jueces y Magistrados considerados en lo individual, puesto que por su naturaleza es inherente a cada unos de ellos; de ahí, la independencia y autonomía del Juzgador.

El Poder Judicial, como Institución, agrupa a los órganos judiciales que administran justicia, integrados por la unidad jurisdiccional.

La relación jerárquica que surge por su sola pertenencia a una estructura orgánica no puede extenderse al ejercicio de la función judicial, pues la dependencia que se crea solo se da dentro del ámbito jurídico, cuando así lo establezcan las leyes.

Es independiente el que no depende de otro, el que goza de autonomía propia en el ejercicio de su función judicial.

La independencia judicial supone la ausencia de subordinación, el no reconocimiento de un mayor poder o autoridad administrativa.”(
)

En concordancia con lo expresado, considero conveniente señalar que el segundo párrafo del articulo 94 de la Constitución General de la República, establece que “La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estarán a cargo del Consejo de la Judicatura Federal en los términos que, conforme a las bases que señala esta Constitución, establezcan las leyes” y el sexto párrafo del numeral 100 del ordenamiento invocado expresa que “La Ley establecerá las bases para la formación y actualización de funcionarios, así como para el desarrollo de la carrera judicial, la cual se regirá por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia.”

Ahora bien, con la creación del Consejo de la Judicatura Federal y con la directriz  expresada por su actual Titular, me lleva a reflexionar en la posibilidad del mejoramiento de los órganos encargados de la impartición de justicia. Sobre este tema el Ministro Gudiño Pelayo ha expresado: “ La carrera judicial ha sido ampliamente reglamentada por la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la que en su artículo 112 establece que el ingreso y promoción para las categorías de Magistrados de Circuito y Juez de Distrito se hará a través de concurso interno de oposición y para ingresar como actuario o secretario se requiere del acreditamiento de un examen de aptitud. Para la evaluación del concurso de oposición libre e interna, el segundo párrafo de la fracción III del artículo 114 del mismo cuerpo legal dispone: “Al llevar a cabo su evaluación, el jurado tomará en consideración los cursos que haya realizado el sustentante en el Instituto de la Judicatura, la antigüedad en el Poder Judicial de la Federación, el desempeño, el grado académico y los cursos de actualización y especialización que haya acreditado en términos del reglamento que dicte el Consejo de la Judicatura Federal. Cuando ningún sustentante alcance el porcentaje mínimo requerido, el concurso se declarará desierto.”(
).

En atención a lo expresado es posible colegir que la existencia del Consejo de la Judicatura Federal supone no sólo la regulación de la función judicial sino, también, la mejoría de sus integrantes en aspectos profesionales y personales, lo que posibilitará indudablemente, la independencia de los integrantes del Poder Judicial federal para el ejercicio de su función, sin la existencia del delito contra la administración de justicia que supone, también, una presión para el ejercicio profesional de los jueces.

C) La tercera consiste en el razonamiento que considera los argumentos jurídicos expresados en este trabajo, los que interpretados de manera integral, llevan a concluir que es factible la adición propuesta al artículo 80 de la Ley de Amparo, cuestión que implica, por un lado, mayor responsabilidad y cuidado por parte de los jueces penales al emitir sus determinaciones, especialmente en los autos de término constitucional, sin la existencia de la fracción Vi del artículo 225 del código penal federal, esto es, en un marco de absoluta libertad e independencia; y, por otro lado, con la plena certeza de que al incurrir en un análisis ligero de las constancias de autos para dictar el auto de término constitucional, provocará la intervención de la autoridad de amparo para subsanar, directamente la violación de garantías en que hubieran incurrido.

En efecto, al existir violaciones constitucionales de forma en perjuicio del quejoso, si la autoridad amparista concede la protección federal, dicho acto constituye la base para que le sean restituidos tales derechos conculcados y su efecto debe ser el de la libertad inmediata.

No es obstáculo para ello el que no se hubiese analizado el fondo del asunto, toda vez que la obligación fundamental del juzgador de origen es resolver debidamente el asunto en cuestión, es decir que en el marco de libertad e independencia que obtendrá con la adición, se le impone la obligación, también adicional, de fundar y motivar debidamente sus actos de autoridad, puesto que nuestro sistema jurídico establece derechos y obligaciones tanto para los gobernados como para las autoridades. En este sentido, Manuel Loaiza Nuñez, al referirse al “Derecho a la Justicia”, señala: 

“El derecho, acción o posibilidad de acudir ante los tribunales establecidos para exigir justicia, tiene componentes esenciales que no se agotan, pero si que le dan una configuración, siendo los más significativos: Igualdad, Seguridad, Legalidad y Supremacía Constitucional.

IV.1- Igualdad ante la Ley. 

Es de explorado derecho que cuando el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que “En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece”, no únicamente establece una garantía de igualdad jurídica de todos ante la ley, ya sean blancos, morenos, negros, chaparros, pobres, ricos, hombres, mujeres, niños, personas morales o físicas, lo cual de por si es de la mayor relevancia, sino que también fija un límite a la actuación del poder público frente a los gobernados. En efecto, el dispositivo legal en comento consta de dos partes fundamentales: 

a) El reconocimiento de las garantías consignados por la Constitución en beneficio de todos los gobernados, sin distinción de ninguna especie; y 

b) La obligación del poder público de respetar esas garantías, las cuales sólo podrán restringirse o suspenderse en los casos de excepción previstos por la propia ley fundamental, y cumpliendo con los requisitos y condiciones que ella misma establece. 

En ese orden de ideas, todo órgano estatal debe apegarse estrictamente a lo preceptuado por la Ley Suprema, so pena de incurrir en violación de garantías, las cuales deben serle restituidas al quejoso en el amparo, sin condicionamientos, y, en su caso, fincar a la autoridad infractora las responsabilidades civiles, administrativas o penales que en cada caso procedan. 

Al respecto resulta aplicable la jurisprudencia visible en el apéndice de 1975, Octava Parte, Pleno y Salas, Tesis 46, pág. 89, que textualmente dice: 

“AUTORIDADES. Las autoridades sólo pueden hacer lo que la Ley les permite”.

Dicha situación que pudiera estimarse intimidatoria e inhibitoria del quehacer público, no lo es en absoluto, ya que de conformidad con nuestro derecho positivo vigente la autoridad únicamente puede hacer aquello para lo que esta expresamente facultada; en tanto que el particular, el gobernado, tiene un amplísimo espacio jurídico de libertad, que le permite hacer todo lo que no le esté expresamente prohibido, además de lo que le autorice la norma cumpliendo con los requisitos y condiciones previstos en la legislación específica de la materia de que se trate.

De lo anterior se infiere que el poder público, los órganos del Estado, en sus tres niveles de gobierno y cualesquiera que sea de los poderes debidamente establecidos: Ejecutivo, Legislativo o Judicial, están obligados jurídica y políticamente a servir al pueblo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39 de nuestra Carta Magna...” (
)

Por último, en una propuesta seria no pueden omitirse las posiciones contrarias, bajo el riesgo de caer en la subjetividad o en la parcialidad, por ello, es preciso señalar  que nuestro más alto tribunal, a través de la Primera Sala, emitió la Jurisprudencia 20/94, cuya denominación es: ”AUTO DE FORMAL PRISIÓN INFUNDADO E INMOTIVADO. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DEBE SER LISA Y LLANA”, en la que analiza resoluciones contradictorias entre tribunales colegiados, siendo importante transcribir lo siguiente:

Ahora bien, el que se conceda a la parte quejosa el amparo de manera absoluta, no significa que como consecuencia ineludible la autoridad judicial responsable deba decretar la libertad del quejoso, pues al caso la restitución de la garantía violada conforme al artículo 80 de la Ley de Amparo, sería para en ejecución de la sentencia, en el plazo a que se refiere la primera parte del párrafo inicial del artículo 105 de la mencionada ley, la autoridad resuelva lo procedente en términos de lo dispuesto en el artículo 19 constitucional, es decir, al quedar invalidada la determinación constitucional en el sentido de formal prisión, lo técnicamente adecuado no es dejar incierta la situación jurídica del quejoso inculpado, ni obligar a la autoridad responsable a definirla en determinado sentido, ya que el amparo en tal caso se limitó a examinar cuestiones de forma y no de fondo, por lo que lo correcto, es dar opción a la propia autoridad para que dentro del ámbito de su jurisdicción emita una nueva resolución, pero sin darle lineamientos, aún de forma, en cuanto a la manera de hacerlo”.

En mi opinión el razonamiento anterior es el que debe modificarse, ya que:

Soslaya las violaciones de forma que se cometan por parte del juzgador; 

Interpreta la consecuencia del otorgamiento de la protección federal, conculcando las garantías individuales;

Interpreta, sin el debido sustento legal, los denominados “efectos” que el propio articulo 80 omite;

Esta argumentación encuentra también su fundamento en el párrafo que se transcribe y que forma parte del razonamiento de la Primera sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis referida:

“...no omite considerar esta Sala que, con una finalidad estrictamente doctrinal y tendiente al estricto cumplimiento de sus decisiones por parte de las autoridades responsables, los tribunales de amparo han establecido la práctica de que, en los casos que conceden la protección constitucional, abundan sobre las consecuencias inherentes a ello, o bien respecto a sus efectos si se quiere utilizar esta expresión, lo que si bien técnicamente es innecesario ya que conforme a lo establecido en el artículo 77, fracción III, de la Ley de Amparo, la sentencia debe concluir por establecer con claridad y precisión el sobreseimiento, concesión o negativa del amparo solicitado; empero, se reitera, tal forma de actuación encuentra como justificantes razones de índole pragmático, tendientes a que las autoridades responsables que habrán de cumplir a final de cuentas con la ejecutoria de amparo, se encuentren en la aptitud de tener la claridad suficiente para cumplimentarla de manera correcta y en sus términos.”

Por lo expuesto, a manera de conclusión, considero que es factible la propuesta de adición por lo siguiente:

a) No se encuentran normados los “efectos” de la sentencia concesoria de amparo en materia penal,

b) La derogación de la fracción VI del artículo 225 del código penal federal otorgaría mayor libertad a los jueces penales para emitir sus determinaciones;

c) La existencia del Consejo de la Judicatura Federal supone la vigilancia en las actuaciones de los miembros del Poder Judicial Federal, cuestión que otorga una garantía en la impartición de justicia;

d) Se obligaría a los jueces a fundar y motivar debidamente sus determinaciones, en la inteligencia de que los errores cometidos repercutirían en su labor cotidiana, lo que traería como consecuencia una mayor aplicación y estudio en sus labores; y

e) Los litigantes tendríamos acceso a la impartición de justicia que anhelamos y los gobernados volverían a creer en el Poder Judicial, como base para un mejor desarrollo de la vida en sociedad.
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RAÚL MIGUEL ARRIAGA ESCOBEDO 

En atención a la incitación que me hizo el señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para hacer propuestas para una nueva Ley de Amparo, me permito hacer las siguientes:

La adicción de un artículo 3 tris para proporcionar a la autoridad Judicial Federal que conozca del juicio de amparo los elementos necesarios para que las partes cumplan con sus decisiones y así no entorpezca o dilate el procedimiento de amparo.

En dicho artículo se propone como medidas de apremio, una sanción pecuniaria consistente en una multa de diez a doscientos días de salario, así como el auxilio de la fuerza pública, pues dentro del procedimiento de amparo la autoridad judicial, no puede hacer cumplir sus decisiones, ya que la actual Ley de Amparo carece de toda medida apremiante, esto provoca que las partes cumplan con lo que se les solicita en el momento que consideren pertinente o así les convenga, pues saben que el juzgador no tiene algún elemento legal para obligarlos.

Sin que pase inadvertido lo dispuesto en el artículo 209 de la Ley de Amparo, que prevé que la autoridad que se resista a dar cumplimiento a los mandatos u ordenes dictadas en materia de amparo serán sancionadas en la forma prevista por el Código Penal, aplicable en Materia Federal, para los delitos cometidos en contra de la administración de Justicia, ya que lo se requiere es la inmediatez dentro del procedimiento y con ésta sanción no se logra el objetivo pues se requiere de todo un procedimiento penal, por otra parte, no solo la autoridad responsable incumple con las decisiones del Juez, como sería el caso de no remitir las pruebas que se le soliciten o no realizar alguna actuación dentro del procedimiento, sino también las otras partes como sería el quejoso y el tercero perjudicado y aún las que no siendo partes, actúan dentro del procedimiento, como es el caso de los peritos o testigos pues no existen medio alguno de apremio en la Ley de Amparo para obligar a las partes a cumplir sus decisiones dentro del procedimiento.

Se propone que este artículo 3 tris debería quedar dentro del actual Libro Primero, del Amparo en General, Título Primero, Reglas Generales, Capítulo I, disposiciones fundamentales y con el texto siguiente:

“El Juez de Distrito, la Autoridad que conozca del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, para hacer cumplir sus determinaciones, están facultados para utilizar las siguientes medias de apremio:

Multa de diez a doscientos días de salario

El auxilio de la fuerza pública”

La otra propuesta que se hace es la modificación a la fracción XV del artículo 73:

Se propone que se suprima de la fracción XV del artículo 73 la última parte que establece:  “Independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta Ley”.

La propuesta anterior tiene como objetivo que no se tome como pretexto para no agotar los recursos o juicio ordinario, el que la Ley que rige al acto no regule su suspensión aún en el caso de que el acto reclamado no sea suspendible pues siendo el juicio de amparo, un medio extraordinario de defensa y que está a cargo de los funcionarios Judiciales Federales, analizar la constitucionalidad de los actos de las autoridades, el mismo sólo debe ser promovido una vez que el interesado ha agotado todos los recursos  o medios ordinarios que tenga a su alcance, pues a través de éstos el acto que le afecta pueda ser anulado, revocado o modificado, ya que no debe dejar de considerarse que el juicio de amparo es un medio de control constitucional, y no un juicio de anulación o de simple análisis de legalidad.

La modificación anterior se propone porque en ocasiones, puede ocurrir que el acto reclamado, por su naturaleza no sea suspendible y no obstante ello, si la Ley que rige el acto no prevé la suspensión ese hecho permite que el afectado con el acto, no tenga que agotar ese recurso o medio ordinario de defensa y se acuda directamente al juicio de amparo, lo que provoca que asuntos que pueden ser analizados y resueltos por autoridades comunes, pasen a incrementar el número de juicio de amparo sin que exista como razón lógica o jurídica para relevar al interesado de acudir al recurso o juicio ordinario el hecho de que la Ley del acto no prevea la suspensión de este aún cuando ese acto nunca podría, por su naturaleza, ser suspendido.

3. También se propone que el artículo 77 de la Ley de Amparo se adicione con un párrafo o fracción I bis, para que se establezca que en las sentencias de amparo deberán analizarse y resolverse, ya sea porque las partes las hagan valer en sus conceptos de violación, o aún de oficio, todas las violaciones procesales o formales, que se adviertan en el acto reclamado, lo que impediría que en un mismo asunto se tramiten varios juicio de amparo lo que va en contra de lo dispuesto en el artículo 17 constitucional, que consigna la garantía de justicia pronta y expedita, ya que de resolverse en la sentencia todas las violaciones de esa naturaleza y de resultar fundadas varias de ellas, la autoridad responsable, en el supuesto de que esté obligada a emitir un nueve acto, deberá subsanar esas violaciones, por lo que, en su caso, se tramitaría un segundo amparo, en el que ya se resolvería respecto del fondo de asunto, evitando infinidad de juicio que en muchas ocasiones las partes los hacen valer invocando las violaciones a que se hace referencia, porque así les conviene.

La propuesta que se realiza debe ser incluida en el Libro Primero, Título Primero, Capítulo X “De las Sentencias”, y quedaría de la siguiente forma:

…

I. bis.  El análisis de todas las violaciones procesales y formales que contenga el acto reclamado ya sea que las haga valer la parte quejosa en sus conceptos de violación o de agravios, o advertidas de oficio por el juzgador”.

4. La siguiente propuesta, es en el sentido de que se modifiquen o se hagan congruentes entre sí los artículos 108 y 208 pues en el primero de ellos, en su tercer párrafo se precisa que cuando se trate de la repetición del acto reclamado o de inejecución de sentencias, la Suprema Corte de Justicia determinará sí procede que la autoridad responsable quede inmediatamente separada de su cargo y la consignará al Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal correspondiente, por otra parte el segundo de los artículos mencionados, señala, que si después de concederse el amparo, la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir el cumplimiento de la sentencia, inmediatamente será separada de su cargo y consignada al Juez de Distrito para que la juzgue por la desobediencia cometida.

La que será sancionada en los términos que el Código Penal aplicable en materia Federal, señala para el delito de abuso de autoridad.

Las disposiciones anteriores provocan confusión pues por un parte el artículo 108 señala que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por las razones que ahí se indican consignará a la autoridad responsable ante el Ministerio Público para que ejercite la acción penal correspondiente, el otro artículo el 208, precisa que la consignación de la responsable se hará ante el Juez de Distrito par que lo juzgue por la desobediencia cometida, es decir, no queda claro si la autoridad responsable será consignada al Ministerio Público, para que ejercite la acción penal en su contra, o directamente será consignada al Juez de Distrito, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que lo juzgue sin que el Ministerio Público ejercite acción penal.

Por otra parte, y en relación con la propuesta anterior también deberá sacarse del Libro Primero, Título Primero Capítulo XII de la ejecución de sentencias los artículos 109 y 110 y pasarse, al Título Quinto, Capítulo II.

En consecuencia, en primer lugar se propone se modifiquen los artículos 108 y 208, para que en el primero se suprima el último párrafo pues no tiene porque estar en ese artículo la sanción a la autoridad rebelde y en el segundo se señale que la autoridad responsable que insistiera en la repetición del acto reclamado, o no cumpla con la sentencia, inmediatamente será separada de su cargo y consignada al Ministerio Público para el ejercicio de la acción correspondiente pues, conforme a lo establecido en el artículo 21 de la Constitución Federal compete al Ministerio Público el ejercicio de la acción Penal; Y en su segundo término se propone que los artículos 109 y 110, pasen al Capítulo II, del Título Quinto, que se refiere a la responsabilidad de las autoridades, ya que estos artículos quedarían relacionados con el artículo 208, quedando como 208 bis y 208 tris. 

Por tanto el artículo 108 deberá quedar como sigue:

“La repetición del acto reclamado podrá ser denunciada por parte interesada ante la autoridad que conoció del amparo, la cual dará vista con la denuncia, por el término de cinco días, a las autoridades responsables, así como a los terceros, si los hubiere, para que expongan lo que a su derecho convenga.  La resolución se pronunciará dentro de un término de quince días.  Si la misma fuere en el sentido de que existe repetición del acto reclamado, la autoridad remitirá de inmediato el expediente a la Suprema Corte de Justicia, de otro modo, sólo lo hará a petición de la parte que no estuviere conforme, la cual lo manifestará dentro del término de cinco días a partir del siguiente al de la notificación correspondiente.  Transcurrido dicho término sin la presentación de la petición, se tendrá por consentida la resolución.   La Suprema Corte resolverá allegándose los elementos que estime convenientes”.

Por otra parte el artículo 208, se propone de la siguiente manera:

“Si después de concedido el amparo, la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir el cumplimiento de la sentencia de la autoridad federa, inmediatamente será separada de su cargo y consignada al Ministerio Público para que ejercite la acción penal correspondiente, quien a su vez la consignará al Juez de Distrito para que la juzgue por la desobediencia cometida, la que será sancionada en los términos que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de abuso de autoridad”.

5. La siguiente propuesta es en el sentido de que se adicione un párrafo al final del artículo 130 de la Ley de Amparo, que prevé la suspensión provisional del acto reclamado, en el que se establezca que en ningún caso la suspensión provisional tendrá efectos restitutorios, el propósito de esta adicción, es para que el Juez de Distrito no esté obligado a conceder dicha media precautoria, respecto de un acto consumado que inclusive no llene el requisito a que se refiere la fracción II del artículo 124 de la citada Ley, como sería la clausura de algún giro mercantil, de los llamados “giros negros”, ya que es muy común que en esos asuntos el quejoso narre en la demanda hechos falsos, diciendo que no se le dio garantía de audiencia, que nunca se le siguió procedimiento alguno, y con esos datos, el Juez de Distrito conceda la suspensión provisional y ordena a la autoridad responsable el levantamiento de la clausura, sin embargo al rendir su informe previo la responsable acredita lo contrario, esto es, que el quejoso si fue oído en su defensa y que se le siguió el procedimiento que concluyó con la referida clausura, es por eso que se requiere limitar que la concesión de la suspensión provisional no tenga efectos retroactivos.

Con la adicción que se propone al artículo 130 se evitarán que funcionen con constantes suspensiones provisionales, giros, mercantiles, que autorizados para una determinada actividad realicen otra no permitida.

Por otra parte de concederse la suspensión provisional con efectos retroactivos, se le está dando un trato procesal desigual a la responsable, pues se le impide acreditar que el acto no es suspendible provisionalmente.

La propuesta de adicción del artículo 130 de la Ley de Amparo debe quedar en el Libro Primero, Título Segundo, Capítulo III, en los siguientes términos:

“En ningún caso la suspensión provisional tendrá efectos retroactivos, sin perjuicio de lo que disponen los artículos 136 y 139 de esta Ley”.

ROSA ELENA RIVERA BARBOSA

Reformas a la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículo 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Una propuesta metodológica

Miguel Bonilla López, Jesus B. Guinto Lopez

y Alma de los Angeles Rios Ruiz*
Objetivo

Por virtud de la convocatoria dirigida a la “comunidad jurídica mexicana” en noviembre de 1999, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha tomado la iniciativa para reformular la legislación de amparo, en aras de “construir un mejor sistema de justicia, más oportuno y expedito”.

Semejante proceder es loable.  A esa actitud, no cabe más que sumarse y contribuir, en la medida de las propias posibilidades. Este trabajo tiene la finalidad de aportar elementos para la discusión; sin embargo, a diferencia de muchos otros que seguramente han de versar sobre el contenido mismo de un nuevo articulado, sobre las cuestiones de fondo, éste aborda el tema desde una perspectiva metodológica y de técnica legislativa.

Aquí se sugieren maneras de proceder y algunas de las grandes orientaciones que podrían animar una Ley de Amparo ajustada a nuestros tiempos.  Para lograrlo, nos hemos ceñido a los sabios consejos expuestos por Eduardo J. Couture, en su Proyecto de Código de Procedimiento Civil con exposición de motivo, que nos parecen aplicables al eventual proyecto de nueva Ley de Amparo que se espera.  En la mente de este jurista quedaba claro que “la redacción de un Código no es una obra académica, sino una obra política.  No tiene por finalidad consagrar principios de cátedra, sino soluciones los problemas que la realidad social, económica, cultural y ética presenta al legislador”; sobre esta base, y quizá sin quererlo conscientemente, Couture redactó, además de un proyecto de ley procesal para su patria, un verdadero programa de trabajo para legislar, sucinto, claro, riguroso.

Elogio de los Jueces Federales

Al igual que la del jurista uruguayo, esta exposición arte de una premisa que no es simple fórmula de cortesía, sin reconocimiento de lo evidente: el país está satisfecho con los juzgadores de amparo que tiene. Las sentencias y demás resoluciones de los jueces de distrito, de los magistrados de circuito, de los ministros de la Suprema Corte gozan, en términos generales, de prestigio entre la comunidad. Incluso en aquello asuntos polémicos, en los que las opiniones están divididas, las soluciones dadas por los juzgadores de amparo son respetadas, aun cuando no se comparta su punto de vista. En las tesis y ejecutorias transcritas en el Semanario Judicial de la Federación, y su Gaceta se refleja el ato nivel de cultura jurídica de nuestros jueces.  El comportamiento público y privado de estos funcionarios, con inevitables pero mínimas excepciones, es reconocido socialmente.  Su esfuerzo diario, permanente, firme, aplicado para enfrentar un desmedido número de asuntos y resolverlos con atención a la calidad técnica y al espíritu de justicia no puede ser calificado con desdoro.

Existen, ciertamente, problemas que es necesario afrontar y resolver, como el de qué manera han de seleccionarse a los jueces y demás servidores públicos judiciales, cómo conseguir eficientar el despacho judicial, qué políticas públicas para la administración de justicia cabe formular, etcétera, pero que no destruyen el alto concepto que tiene la sociedad mexicana de la Justicia de la Unión.

La Ley de Amparo es una Ley Procesal  

Esta verdad de Perogrullo no debe perderse nunca de vista:  la Ley de Amparo establece y regula procedimientos, y nada más. Si esto es así, ha de quedar claro que la reforma a la Ley de Amparo o la creación de una nuevas sólo puede incidir y estar referida a cuestiones eminentemente procesales que faciliten el ejercicio de la acción simplifiquen la ejecución de las resoluciones judiciales en la materia: tipos de procedimientos, partes, presupuestos, procesales, incidentes, medios de impugnación, prueba, efectos de las sentencias, ejecución de resoluciones.  Las cuestiones de celeridad en los procesos, el abatimiento del rezago, la preparación suficiente de los juzgadores, la eliminación de las potenciales causas de corrupción de los servidores públicos que trabajan en los tribunales, la supresión del llamado “abuso del juicio de amparo”, son cuestiones que no podrán ser resueltas con la mera modificación, adición o supresión de las actuales reglas que rigen al juicio de garantías; apenas si con esto se podrán poner bases mínimas para la solución de dichos males.  Como dice Couture, “Los más graves problemas judiciales se atribuyen normalmente a la ley procesal, cuando en verdad ellos dependen de las leyes de organización [y en muchos casos de las sustantivas] y no de las Leyes procesales propiamente dichas.  Tal es el caso de todo lo relativo a elección y aptitud de los jueces o al recargo de trabajo en los tribunales”.

El Factor Tiempo

Una nueva Ley de Amparo o la reforma de la actual legislación deben ser producto de sesuda y detenida reflexión.  No ha de importar cuánto tiempo tome elaborarla (si acaso es necesario crear una) o cuánto tiempo lleve reformularla (si acaso lo conveniente es reformar algunos y sólo algunos de los preceptos de la ley vigente).  El tiempo es lo que menos debe atosigar al redactor del proyecto.  Sólo por el transcurso del tiempo es que se podrá obtener información relevante, evaluarla, elaborar anteproyectos, discutirlos, recoger las observaciones que quepan y dejar listo un documento que efectivamente responda a las necesidades de los justiciable y a las condiciones humanas y materiales de los órganos jurisdiccionales, que pueda ser sometido a la decisión final de los legisladores.  Una cuestión tan trascendente para la vida social, política y económica de México no puede ser resuelta con premura.  Si bien se antojan necesarias modificaciones al estatuto del amparo, no se ve que sean de tal urgencias que deban proponerse a la brevedad aun a costa de un mal estudio.  La legislación en vigor funciona, mal que bien.  Podemos continuar con ella sin grave perjuicio.  Así, un lapso menor a un año quizá no sea lo mejor para que esta iniciativa a la que convoca la Suprema Corte sea lo fructífera que debe ser. Deben tenerse asidos todos los cabos antes de elevar formalmente un documento aceptable a al consideración del Congreso de la Unión.

El Lenguaje de la Reforma

Los enunciados contenidos en cada artículo del proyecto no deben pecar ni en extensión ni en parquedad.  El lenguaje que se emplee para redactar cada numeral ha de ser conciso y clara, Conciso en el sentido de que con brevedad y economía de medios se exprese una regla jurídica con pocas palabras; claro, en el sentido de que su compresión no se dificulte por la sintaxis incorrecta o por ambigüedad o vaguedad de los términos usados.

Las más novedosas y efectivas técnicas legislativas enseñan que los artículos deben identificarse por dos vías: por un código numérico y por un rubro (o encabezamiento).  En relación a este último, cabe entenderlo como el enunciado gramatical que identifica el contenido del artículo.  Su objeto es reflejar con precisión la esencia temática de un precepto jurídico y facilitar su localización proporcionando una idea de la misma.  Para ello, el rubro debe ser conciso, en el sentido de que con brevedad y economía de medios se exprese con pocas palabras el contenido fundamental de una regla jurídica; debe ser congruente con el contenido mismo del precepto, para evitar que su texto esté referido a un cuestión distinta de la prescrita por la norma; debe ser claro, en el sentido de que comprenda todos los elementos necesarios para captar la esencia del texto legal, y debe facilitar la localización, por lo que ha de empezar con la voz que refleje de manera clara y terminante la institución jurídica y el aspecto particular sobre el que versa el artículo.  El articulado de la nueva Ley de Amparo debe tener encabezamientos.

La Redacción del Anteproyecto

Una vez analizadas las propuestas remitidas y aprobadas las bases generales que informarán su trabajo, la Comisión encargará a un de sus miembros de la redacción de un anteproyecto, cuyos capítulos deben ser estudiados y corregidos en conjunto conforme se terminen.  El texto corregido por la Comisión no perdería su carácter de anteproyecto.  Conforme se vayan terminando los capítulos, resultará necesario que se den a conocer al público, para recibir sugerencias y observaciones, que clasificará el redactor, para considerarlas en la segunda revisión.  Al mismo tiempo, también sobre los puntos de importancia, deben producirse conversaciones (menos intercambios de ideas) con grupos selectos de juristas provenientes del foro, la academia y, desde luego, la judicatura.

Concluido el anteproyecto y clasificadas las observaciones recibidas, procederá una revisión íntegra por parte de la Comisión.  El texto aprobado en esta segunda revisión será nuevamente repasado por el autor del anteproyecto para asegurar la unidad de etilo y la necesaria coordinación y sistematización de las diversas partes de la obra.  Además, habrá de solicitar la intervención de especialistas del idioma, para lograr la más exacta expresión, subsanando las posibles incorrecciones gramaticales.  Ese texto será el proyecto que se pondrá en conocimiento del Congreso y que habrá de ser publicados conjuntamente con un índice alfabético de encabezamientos y una tabla de concordancias con la Ley de Amparo actual.

EL Costo de la Reforma

Con miras a lograr la plena efectividad de las reforma, el proyecto, además de contar con una exposición de motivos y el articulado propuesto, debe acompañarse de un estudio sobre los costos económicos que importarán la introducción de la nueva Ley, en capacitación, difusión, creación de tribunales, etcétera.

Principios de la Nueva Ley

Juez y Partes.  La nueva Ley de Amparo debe ajustarse al sistema democrático consagrado en la Constitución y, por ello, debe repudiarse cualquier rasgo de “autoritarismo”, que subordina la voluntad de los particulares al arbitrio judicial.  Esto no significa, sin embargo, que no deban reforzarse los poderes del juez, del tribunal, aunque la iniciativa y la disponibilidad del proceso permanezcan en manos de las partes.

Principios Técnicos Procesales.  Sencillez, propiedad y eficacia son los grandes principios que deben animar la reforma.  “Sencillez, para que el procedimiento sea un instrumento simple para regir el debate.  Probidad, porque el tradicional desprestigio del litigio sólo se enmienda convirtiéndolo en una leal y franca exposición de los intereses opuestos, sometidos a la decisión del poder público.  Eficacia, para evitar que las soluciones de la justicia estén destinadas a llegar casi siempre demasiado tarde”.

Simplificación.  La nueva Ley debe propender a la justicia de costo razonable.  Esto se logra, en cierta medida, simplificando el trámite de las actuaciones procesales y del procedimiento de ejecución, sin menoscabo de las garantías procesales.  Una de las formas para lograr lo anterior es suprimir todo aquel escrito que pueda suplirse mediante peticiones verbales o que corresponden a trámites virtualmente inútiles; otra forma, es suprimir todo proveído judicial referido a cuestiones que “nadie ha puesto en duda ni podrá jamás en duda”, que sólo fatiga al tribunal con tareas de escribir, registrar, anotar, etcétera.

Tipos de Procedimiento.  Los tipos principales pueden diferenciarse en tres procesos para: 1) La impugnación de resoluciones judiciales, 2) Para la impugnación de normas jurídicas generales, abstractas e impersonales, y 3) Para la impugnación de actos materialmente administrativos, con reglas especiales para los casos en que los actos reclamados involucren más de uno de tales casos.  Esto permitiría ajustar para cada caso las particularidades de tramitación, resolución. Efectos de las sentencias, etcétera.

Probidad en el Debate Judicial.  En el proyecto ha de reconocerse el principio de probidad en el debate judicial en normas positivas.

Asistencia Jurídica Obligatoria.  Debe establecerse la asistencia jurídica obligatoria, bien gratuita, bien onerosa.  En este caso, también debe preverse una regla de aranceles de honorarios profesionales, a fin de limitar los abusos que se dan en ocasión de estas cuestiones por parte de abogados inescrupulosos.

Interrogatorio a la Partes.  El juez o el tribunal deben tener la facultad de llamar a su despacho a cualesquiera de las partes, sus representantes o abogados, para interrogarlos sin forma solemne, sobre cuestiones del debate.

Limitación de los Recursos.  Los recursos serán suprimidos, en aras de la prontitud y expedites.

Ley Procesal.  La nueva Ley debe contener tan sólo disposiciones procesales.  Las de organización y las sustantivas deben mantenerse en textos independientes, como la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación o el Código Penal (como la materia de responsabilidades). Un modelo de estructura para la nueva legislación de amparo podría ser el siguiente:

Titulo Primero.  Disposiciones Generales

Capítulo Primero. Competencia

Capítulo Segundo. Partes

Capítulo Tercero. Actos Procesales

Sección Primera. Términos

Sección Segunda.  Formalidades

Sección Tercera. Sentencias y demás resoluciones judiciales

Sección Cuarta.  Medios de apremio y correcciones disciplinarias 

Capítulo Quinto.  Impedimentos y excusas.

Capítulo Sexto.   De la suplencia de la queja deficiente

Título Segundo. Procesos de Conocimiento

Capítulo Primero. Del juicio de amparo contra actos emanados de autoridad administrativa

Capítulo Segundo.  Del juicio de amparo contra normas jurídicas generales, abstractas e impersonales

Capítulo Tercero.  Del juicio de amparo contra resoluciones judiciales y otros actos materialmente jurisdiccionales

Título Tercero. Proceso de Ejecución.

Título Cuarto.  Alternativas Comunes a Todos los Procesos

Capítulo Primero.  Recursos

Capítulo Segundo.  Incidentes

Capítulo Tercero.  Improcedencia y modos anormales determinación del proceso

Título Quinto.  De la jurisprudencia

Vacatio Legis.  La sanción de esta ley sólo podrá gestionarse una vez aprobada la Ley y dentro del plazo que debe señalarse (no menor de seis meses ni mayor de un año) para su entrada en vigor.

Incorporación de Criterios Jurisprudenciales.  En términos generales, no deben incorporarse tesis aisladas ni los criterios jurisprudenciales firmes, referidos a la interpretación o integración de las normas jurídicas contenidas en la Ley de Amparo, en los que la votación hubiese estado marcadamente dividida.

Obligación de la Jurisprudencia y Fórmula Otero.  Deben deslindarse dos cuestiones:  el grado de obligatoriedad de los criterios interpretativos e integradores de ley emanados de los tribunales, por un lado, y la posibilidad de dar efectos generales a sus sentencias, por otro.  Con relación al primer punto, la jurisprudencia debe obligar tanto a tribunales (como dispone la Ley vigente)  como a autoridades administrativas.  Con relación al segundo, las sentencias podrán tener efectos generales, amén de otros requisitos, sólo cuando los actos reclamados fueran normas jurídicas generales, abstractas e impersonales.

Autoridades Responsables.  En materia judicial, en el amparo por infracción de las garantías de legalidad y aplicación de la ley, los tribunales no deben ser considerados como partes.

Ministerio Público Federal y Ombudsman Judicial.  La función de los agentes del Ministerio Público Federal debe redimensionarse en la nueva Ley, a modo de convertirlos en verdaderos vigilantes de la regularidad del procedimiento, de la actuación procesal de las partes e, incluso, de la actuación de los funcionarios y empleados de juzgados y tribunales para con los justiciables.

Restricción de la Procedencia del Juicio de Amparo por Cuantía, Pena y Trascendencia o Importancia de la Causa. Una idea empieza a permear en el medio: debe limitarse la procedencia del juicio de amparo a casos que tengan tal importancia, que justifiquen, en términos de costos, echar a andar la maquinaria judicial. Conforme a esta noción, cada juicio de amparo que se tramita ante los juzgados y tribunales tiene un costo económico para el Estado que no se justifica erogar cuando, por ejemplo, la cuestión de fondo en el litigio no asciende a un moto mayor a cierta cantidad de pesos, mucho menor al costo que significa para el erario; así, según esta opinión, la procedencia del amparo debe restringirse y sólo permitir su interposición cuando la cuantía sea mayor, peculiaridad que lo distinga.   Esta propuesta no debe ser admitida, dado que en el juicio de garantías no se controvierten simples derechos privados, sino cuestiones eminentes públicas: la violación de los derechos del hombre protegidos por la Constitución.

Resolución de Asuntos en Bloque.  Uno de los factores que inciden en el rezago es el actual procedimiento marcado en la Ley vigente para tramitar los asuntos, adecuado para juzgados y tribunales que resuelvan un número no elevado de asuntos.  Los adelantos tecnológicos (y la pericia de los juzgadores y sus colaboradores y auxiliares) permiten que puedan resolverse un número elevados de asuntos agrupados temáticamente.  Para ello, bien valdría la pena prever expresamente esta posibilidad.

Incremento de los Poderes de los Secretarios.  Deben potenciarse las funciones procesales de los secretarios, de modo que se conviertan en auténticos directores de los procedimientos, dejando a los jueces y magistrados la tarea, nada sencilla y la verdaderamente trascendente, de juzgar, de dictar sentencias.  Que el secretario se encargue de dictar los proveídos necesarios para dejar un asunto en estado de resolución y que los titulares de los órganos jurisdiccionales se libren de esta rea para concentrarse en el aspecto medular: decir el derecho.

Notificaciones.  Debe adecuarse el capítulo referido a los medios de comunicación procesal a los adelantos de la tecnología y permitir el empleo del fax y del corro electrónico.  Además, ha de evitarse el mayor número de diligencias notificación.

Alcance

Los puntos contenidos en estas notas no constituyen soluciones concretas, sino propósitos de orientación general, para tener en cuenta con ocasión de redactar el anteproyecto.

JULIO CÉSAR VÁZQUEZ MELLADO GARCÍA 

Las propuestas de reforma a la Ley de Amparo, versadas en la presente, se formulan de acuerdo a las bases señaladas por esta H. Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo. Con el objeto de sistematizar las mismas:

LIBRO PRIMERO, TÍTULO SEGUNDO, CAPÍTULO III, ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 124 DE LA LEY DE AMPARO.

LIBRO PRIMERO, TÍTULO TERCERO, CAPÍTULO TERCERO, PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 175 DE LA LEY DE AMPARO.

La propuesta de reforma a los artículos anteriores, se basa en la figura de la Suspensión del Acto Reclamado, en el primer caso, para Amparos Indirectos, y en el segundo caso para la ejecución e inejecución del mismo, en Amparo Directo. En ambos casos para garantizar la conservación de la materia en el Juicio de Amparo.

Las presentes reformas son de vital importancia dadas las siguientes consideraciones:

Con objeto de establecer la base en la cual radica esta reforma, es menester, ubicar a la ciencia procesal dentro del Juicio de Amparo.

Es óbice, que la naturaleza de las áreas que abarcan el extenso campo del derecho, son distintas entre sí, por lo que hace al marco conceptual, desarrollo y aplicabilidad del mismo al caso en concreto. Pero desde la perspectiva de la presente, el objetivo es suponer la igualdad de dicho derecho en la ciencia procesal, al regir en éste, los principios del proceso, los cuales son aplicables a cualquier juicio de que se trate.

Es pues, entendida la justificación de lo importante que resulta para este trabajo la ciencia procesal, en especial dentro del proceso constitucional, al que intentamos exprimir para saciar la inquietud de sed de ver consolidado nuestro sistema de Derecho Procesal Constitucional.

El mecanismo procesal exige en si mismo un procedimiento preliminar, encontrándose éste último ligado al proceso, por lo que una, no puede subsistir sin la otra, siendo el primero la fase accesoria del segundo.

Dentro del proceso, encontramos que existen actuaciones preparatorias, que poseen naturaleza preliminar dentro de un proceso ulterior.

Estas actuaciones preparatorias son constituidas por aquellas medidas cautelares y medios preventivos.

Con relación a las diferentes ramas del derecho, por citar algunos, por lo que hace a las medidas cautelares, encontramos el Derecho Penal : la prisión preventiva; en el Derecho Administrativo : el embargo precautorio; en el Derecho Civil y Mercantil : el embargo; en el Derecho Constitucional : la suspensión del acto reclamado, etc.. Por otra parte, por lo que hace al medio preventivo, encontraremos las conciliaciones, efectuadas por entidades públicas como lo son la Junta de Conciliación y Arbitraje, la Procuraduría Federal del Consumidor, etc.

Así pues, haremos referencia aquellas cuestiones que son planteadas dentro del proceso, denominadas “cuestiones de fondo”.

Este tipo de cuestiones, en general se contienen dentro del proceso principal. Esta parte del proceso, será revisora de lo que en lo accesorio del proceso se dictó; pero además, es la parte más importante que determinara la situación jurídica en que se colocarán las partes de la relación procesal.

El procedimiento de amparo, como bien lo afirma el ilustre Fix Zamudio, tiene una triple formación, ya que es un procedimiento de cognición por poseer una clasificación, llámese directo o uni - instancial, e indirecto o bi - instancial; como procedimiento cautelar, ya que prevé el incidente de suspensión y por ultimo, un procedimiento de ejecución, ya que abarca el incidente de inejecución de sentencia y queja por exceso o deficiencia de ejecución.

Si bien es cierto, lo ideal sería que el proceso fuera instantáneo, por lo que las medidas cautelares intentan evitar los peligros inherentes a la imperfección del proceso jurisdiccional, procurando garantizar ya desde el momento de la presentación de la demanda, e incluso en ocasiones con anterioridad a esta, la efectividad futura del derecho, afirmado en la demanda.

Las medidas cautelares constituyen en este sentido, el producto de la adaptación del derecho sustancial a las necesidades creadas por los defectos del proceso, representando un remedio previsto por el derecho sustancial para evitar el peligro resultante de la necesidad de que preceda la declaración a la ejecución.

Las medidas cautelares evitan los peligros inherentes a la imperfección del proceso jurisdiccional, como hemos dicho, procurando garantizar la efectividad futura del derecho afirmado en la demanda, lo que es lo mismo “procurando garantizar la conservación de la materia en el Juicio de Amparo”.

Estas consideraciones nos muestran el extraordinario papel que juegan las medidas cautelares en la consumación del derecho, dado que su característica accesoria tiene importancia esencial al originar nuevas situaciones jurídicas. 

Dada la carencia de marco jurídico y conceptual alguno, partiremos de aquellas características que permiten calificar como medida cautelar a una figura procesal determinada.

Encontramos dentro de las características de ésta, la instrumentalidad, la temporalidad y la homogeneidad con las medidas ejecutivas.

La instrumentalidad de las medidas cautelares consiste en su relación de dependencia o subordinación respecto de la resolución definitiva sobre el fondo. Podemos agregar, que las medidas cautelares carecen, en efecto, de valor en sí mismas, ya que este valor lo tienen solo en relación a la cuestión principal, la cual se discute en el proceso, así, si la medida cautelar se encuentra encaminada a otra principal, las resoluciones de esta le afectan plenamente.

La temporalidad abarca la instrumentalidad, ya que esta posee sustancia propia para ser estudiada con independencia. La medida cautelar, que produce sus efectos en el momento que es concedida, tiene una duración temporal supeditada a la duración del proceso principal. Esta medida no esta sujeta a condición resolutoria ejecutoriada, ya que esta se extinguiría, se conceda o niegue la principal.

Por otra parte, en relación a la homogeneidad con las medidas ejecutivas, esta permitirá diferenciar realmente a las medidas cautelares de todas las restantes medidas instrumentales existentes en el proceso.

En efecto, la actuación del derecho constituiría la medida cautelar por excelencia, pero al encontrarse el derecho en un periodo de incertidumbre, el juez no puede sustanciarlo sin el conocimiento que arroja el procedimiento judicial. Por tanto no pueden coincidir la medida cautelar con la medida ejecutiva. Pero el juez, si puede adelantar los efectos de la medida ejecutiva.

Lo anterior, toda vez que a la presentación de la demanda, el derecho del demandante es incierto, pero también lo es el del demandado. Por lo que no podría ejecutarse uno sin perjudicar al otro.

Ahora, lo mas importante de esto, son los presupuestos en que radican las medidas cautelares. Como hemos podido observar, resulta difícil generar una Teoría General de las Medidas cautelares, habida cuenta de su necesaria inserción en el campo de nuestro derecho cuya efectividad se pretende cautelar.

Por su parte los presupuestos típicos de las medidas cautelares, que afectan directamente a la situación precisa de la cautela : El Fumus boni iuris y el Periculum in mora, además de la fianza y la pendencia del proceso principal, quienes dan pauta para la conservación de la materia en el Juicio de Amparo.

En efecto, el Fumus Boni Iuris que consiste en que el derecho que se pretenda cautelar aparezca como probable, no existiendo ninguna dificultad en que el Juicio sobre la medida cautelar, proporcione al juez mayor certeza, que el juicio sobre el fondo del asunto. 

Al respecto, Calamandrei, comenta “La circunstancia de que el presupuesto de la medida cautelar sea simplemente una apariencia del derecho, no implica que este juicio tenga cualitativamente diversidad alguna respecto del juicio definitivo o de fondo”.

Por otra parte, al encontramos ante la imposibilidad de establecer una previa etapa contradictoria sobre la existencia del derecho, podemos justificar su mera apariencia para que esta sirva como fundamento para la concesión de la medida cautelar. En este sentido basta que con la demanda y documentos a ella acompañados, el juez estime algunos de ellos, y al no existir hechos que la desvirtúen, haga la declaración de existencia del buen derecho.

Ahora, cabe señalar que para que este presupuesto sea procedente, se compruebe la existencia de la prueba documental para la concesión de la medida cautelar.

Este presupuesto, resulta necesario ya que a través de él se conservará viva la materia del fondo del asunto. Evitando que sea estéril la instancia intentada por haberse consumado el acto reclamado.

Por otra parte, el Periculum In Mora, que es el daño material, que pudiera derivarse del retraso inevitable de la lentitud del proceso hasta el momento de la resolución definitiva. 

En este sentido, estimamos que el peligro en la demora, afecta a la efectividad del derecho en proceso, dado que a través de este se podrá conservar la materia del proceso, evitando que este resulte inútil por falta de contenido la instancia constitucional, superando así el peligro en el retardo.

Sería a todas luces ilusoria la eficacia protectora del amparo, de no existir una medida cautelar o precautoria que permitiera la conservación de la materia de la controversia hasta la conclusión del juicio.

Es óbice, que en nuestro sistema jurídico, no manejamos con fluidez las providencias cautelares, o alguna otra figura jurídica similar, como las medidas cautelares, los procesos precautorios, asegurativos, etc.

Por su parte Chiovenda, sostiene “que estas medidas provisionales de cautela se distinguen por la naturaleza y las condiciones de aquellas otras también provisionales -, que les son permitidas dictar al juez, vista la especial certidumbre del derecho en que no interviene el juez con una resolución, que consisten en acuerdos de los particulares, como lo son las hipotecas, las prendas, y además todos aquellos procedimientos en que si interviene el juez, pero que estando concedidas únicamente en el supuesto de la efectividad del derecho, son en realidad accesorios del derecho mismo como podrán ser las obligaciones de prestar fianza, o el embargo de muebles de un arrendatario”.

En este entendido, resulta claro que la providencia cautelar, no es una determinación inserta en el proceso, la cual se pudiera oponer a la providencia principal.

Al ejercitar la acción jurisdiccional, enfrentaremos necesariamente la prolongación del proceso, el cual, en muchas ocasiones resulta complicado y perjuicioso para la parte a quien le asista el derecho. Ahora, en la duración del proceso, pueden surgir muchas situaciones de hecho o de derecho, que den lugar a la inestabilidad jurídica de las partes dentro del mismo o incluso fuera de él; siendo necesaria la accesoriedad de las medidas cautelares, dentro de éste, quienes asistirán a las partes, otorgando un estado de seguridad jurídica, y prontitud para salvaguardar ese derecho que se dice violado, convirtiéndose lo anterior en una necesidad, si se quiere conservar la viva la materia del asunto.

Así pues, la Fama del Buen Derecho, el Peligro en la Demora, La fianza, etc., así como todas aquellas características y presupuestos del proceso, los encontramos insertos en el “juicio” de amparo, a quien nos referimos de esa manera, por así denominarlo nuestro sistema de derecho positivo mexicano, pero excluyendo el mismo por el de proceso constitucional.

Si esto fuera tomado en cuenta por nuestros reformistas y legisladores, sería evidente el avance reformista de un nuevo Poder Judicial Federal, al encontrarnos que con apoyo a una Teoría General del Proceso, los asuntos se sustancien sin complicaciones doctrinales y criterios oponibles con el caso en concreto, todos aquellos procesos de amparo.

En relación a lo anterior, encontraríamos una mejor seguridad jurídica al asistir al proceso constitucional, encontrándonos seguros de que no se consumará el acto reclamado, dejándonos en verdadero estado de indefensión por lo anterior, trayendo como consecuencia que esta instancia resulte peligrosa para el agraviado, al no salvaguardar su derecho a tiempo y sin una sentencia que carezca de todo razonamiento de fondo por no tener el juzgador conocimiento o preceptos en donde pueda fundar su criterio, trayendo como consecuencia la ineficacia e inoperancia del amparo. 

Como se podrá observar, la necesidad de conservar la materia en el Juicio de Amparo, es indispensable para la operancia y eficacia del mismo en nuestro sistema de derecho.

Garantizar la conservación de la materia del derecho pretendido, es el objeto y razón de ser de la institución de la suspensión del acto reclamado.

Como ya ha quedado señalado, para lograr el más alto fin de nuestro amparo, es necesario garantizar, que a través de la suspensión se logre la conservación de la materia del mismo, sin que por la negativa de este u omisión de la violación alegada, resulte el sobreseimiento por no existir materia sobre que pronunciarse.

Es menester pues, fomentar la cultura jurídica de nuestros órganos judiciales, para lograr la verdadera seguridad jurídica del gobernado frente a las autoridades que vulneren sus garantías.

Son pues, dos presupuestos típicos de las medidas cautelares, los cuales afectan directamente a la situación precisa de la cautela : El Fumus boni iuris y el Periculum in mora, quienes en ayuda para nuestros juzgadores surgen como tales, para lograr garantizar la conservación de la materia del proceso de amparo.

Garantizar la conservación de la materia del derecho pretendido, es el objeto y razón de ser de la institución de la suspensión del acto reclamado.

Son pues, dos presupuestos típicos de las medidas cauteláres, los cuales afectan directamente a la situación precisa de la cautela : El Fumus boni iuris y el Periculum in mora, quienes en ayuda para nuestros juzgadores surgen como tales, para lograr garantizar la conservación de la materia del proceso de amparo.

Si bien es cierto, considerando que al aplicar la teoría de la apariencia del buen derecho, no se pudiera comprobar la verosimilitud del derecho pretendido por falta de pruebas fehacientes, que nos lleven a conceder la medida suspensional, y para el efecto de garantizar los daños y perjuicios que se le pudieran ocasionar al quejoso, con la negativa de la medida suspensional, de difícil o imposible reparación, entonces se deberá atender al peligro en la demora, quien ayudará a la decisión que se tome, evitando la omisión de la naturaleza de la violación alegada por el quejoso.

Finalmente, si esta decisión fuera tomada y practicada por juzgadores negligentes e incluso mal intencionados, se atendería a la mutabilidad de la resolución interlocutoria, la cual se daría por hecho superveniente.

Por otra parte, si consideramos que la resolución que se dicta en el incidente de suspensión nunca causa estado, así como que la vida de esta resolución termina hasta en tanto se resuelve el fondo del asunto, causando ejecutoria, es menester que este presupuesto nos sirva como supletorio de la apariencia del buen derecho para conceder la suspensión del acto reclamado.

Así entonces, la imperiosa labor que día con día vienen desempeñando los órganos jurisdiccionales, como el exceso de trabajo que en los mismos existe, llega a impedir la rápida efectividad del derecho, contribuyendo a retrasarlo y hacerlo ilusorio, no sin antes resolver sobre la suspensión, la cual en la mayor parte de las ocasiones conlleva a destruir la materia del amparo.

Es pues, que la problemática que intentamos hacer valer, en este punto, es trascendental para la conservación de la materia del asunto, ya que la institución de la suspensión es quien garantiza la efectividad del derecho pretendido.

Por ello, la accesoriedad de la providencia cautelar, llamada “suspensión”, en relación del asunto principal, como bien lo decía Ricardo Couto al definir esta: “tiene efectos de amparo provisional”.

Podemos agregar, que para la concesión de la suspensión del acto reclamado, es necesario entrar al fondo del asunto de manera forzosa, pues no se podrá conceder la misma sin antes observar los conceptos de violación planteados en la demanda.

De todo lo anteriormente expuesto es menester dar lugar a la reforma de los artículos 124 último párrafo y 175 de la Ley de Amparo, pues la institución de la suspensión, es la plataforma de la consolidación de nuestro proceso de amparo.

 Es menester mencionar, que esta propuesta de reforma, se extiende exclusivamente al contenido de ambos artículos, toda vez que consideramos que en el contenido de ellos, es donde prevalece la garantía de la conservación de la materia del amparo.

Apreciamos que no existe necesidad de reformar el artículo 123 de la Ley de Amparo, ya que ésta, al ser decretada de oficio, lleva consigo, el peligro en la demora, que significa la urgencia en el retraso de la concesión de la suspensión, que pudiera ocasionar daños y perjuicios al agraviado, de difícil e imposible reparación.

Por su parte, el contenido del artículo 124 de la ley reglamentaria, regula la concesión de la suspensión a instancia de parte agraviada, así como ciertos requisitos de procedencia de la misma, sin prever para ello la apariencia del buen derecho que le asista al agraviado y en su caso el peligro en la demora que se le pudiera ocasionar al quejoso, de difícil o imposible reparación.

En este sentido, este precepto regula la suspensión, en relación al amparo indirecto.

Finalmente, podemos concluir con la ilustre frase, que Chiovenda diera, misma que resume nuestro cometido: “El tiempo necesario para obtener la razón no debe causar daño a quien tiene la razón”.

Redacción de los artículos reformados:

Lectura del artículo 124 de la Ley de Amparo:

“Art. 124. Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se decretará cuando concurran los requisitos siguientes :

Que lo solicite el agraviado ;

Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público.

Se considerara, entre otros casos, que si se siguen esos perjuicios o se realizan esas contravenciones, cuando, de concederse la suspensión, se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se permitirá la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de substancias que envenenen al individuo o degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las ordenes militares;

Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto.

El Juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomando en cuenta la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora al apreciar de manera provisional los conceptos de violación reclamados, con el objeto de conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio.

Lectura del Artículo 175 de la Ley de Amparo:

“Art. 175. Para los casos anteriores, al concederse la suspensión se deberá de tomar en cuenta la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora, con el objeto de conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio.

Cuando la ejecución o la inejecución del acto reclamado pueda ocasionar perjuicio al interés general.

En estos casos la suspensión surtirá sus efectos sin necesidad de que se otorgue fianza”.

Alberto Rosales Méndez
El Pleno de esta Comisión Federal de Competencia propone las siguientes reformas a la Ley de Amparo.

Artículo 19.  Consideramos que se debería otorgar facultades a los delegados de las autoridades al igual que no tienen los autorizados de la quejosa en el artículo 27 de la Ley de Amparo y suprimir que las autoridades no puedan ser representadas, dándoles facultades para la representación de las mismas.  Se estima que si los quejosos queden estar representados, también lo debería estar la autoridad.

Artículo 34. Que a todas las partes de les notifique por lista, atendiendo a que se está buscando una igualdad ante la ley ya que por las nuevas modalidades del amparo las autoridades sí deben estar litigando sus asuntos.

Que el capítulo IV del libro primero, referido a las notificaciones, se unifique el criterio, y no se haga la distinción entre las notificaciones de amparo indirecto, directo y recursos, lo cual traerá mayor claridad y seguridad a las partes, precisándose las formas de cuándo y cómo se harán personalmente o por lista.

Términos.  Cambiar la denominación por plazos y señalar los casos en que las vacaciones de la responsable interrumpen el plazo, para lo cual deberá acreditarse que no consultó el expediente o que no tenía necesidad de hacerlo, ya que contaba con copia de todas las actuaciones, o bien porque la propia quejosa aportó los documentos ante la responsable.

Artículo 116, 166, 149, 131 y 149. Que se establezca en la ley la posibilidad de presentar demandas de amparo, informes con justificación, informes previos o notificaciones, por medio de correo electrónico, más ahora que ella está legitimada la firma digital, acompañando las copias de los actos por este medio (scanner).

IMPRORROGABILIDAD DE LOS PLAZOS.   Que se establezca expresamente que los plazos para la rendición sena improrrogables, a efecto de no retardar la celebración de las audiencias y los fallos respectivos.  Estableciendo con toda precisión las causas por las que se pueda diferir, suspender o aplazar una audiencia, y por qué plazos.  El plazo para rendir el informe con justificación debería ampliarse a quince días, ya que ese es el plazo de la quejosa para presentar su demanda de garantías.

PRUEBAS DE CONFIDENCIALIDAD. En aquellos documentos aportados ante la autoridad responsable con el carácter confidencial, los Tribunales Federales estarán restringidos por ley para hacerla del conocimiento a las demás partes, responsabilizándose al juez o magistrado de mantenerla en secreto y no integrarla al expediente.

AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA.  Se hace necesario llevar a texto expreso de la ley la jurisprudencia establecida en el sentido de que se puede ampliar el escrito inicial de demanda, por las causas que en la misma se señalan, como son entre otras, que haya hechos nuevos, que la demanda inicial contengan un principio de información sobre los hechos y el derecho que se introduce al juicio.  Asimismo para los casos del amparo por derecho de petición, en que si del informe con justificación resulta un agravio para la quejosa, que ella lo pueda ampliar, como sucede en materia fiscal.

AUDIENCIAS EN LA ACUMULACIÓN DE EXPEDIENTES.  No existe razón lógica, práctica ni legal para seguir sosteniendo las audiencias en los casos de acumulación, tanto si hay varios juicios en el mismo juzgado, o en otro distinto.

LIMITACIÓN DE RECURSOS.  Establecer un solo recurso. Como sucede en todas las materias.

SENTENCIAS.

Inconstitucionalidad de Leyes. Cuando la Suprema Corte de la Nación resuelva sobre la inconstitucionalidad de una ley, remita la resolución al Congreso de la Unión.

Estudio del fondo del asunto.  Es importante establecer en la ley que los Tribunales Federales resolverán en primer lugar sobre el fondo del amparo, y sólo concederán el amparo pro vicios de forma cuando el particular hubiera quedado en estado de indefensión y no se pueda a través del amparo tramitar y subsanar y vicio de forma y dejar sin efecto el acto de autoridad.  Con ello se pretende transformar al amparo de un juicio de nulidad a un juicio con plena jurisdicción.

Que la sentencia se dicte en la audiencia, o en un plazo máximo improrrogable de 15 días hábiles a la celebración de la misma, o pena de que incurran en responsabilidad los Jueces, Magistrados y Ministros de los Tribunales Federales. 

En el amparo directo se tendrán que conceder el plazo de 15 días improrrogable a partir de que se publique en la lista para sesión.

RECURSO CONTRA LA ADMISIÓN O DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA.  Que aún cuando el Magistrado forme parte de un Tribunal Colegiado, lo resuelva unitariamente ante el secretario quien da fe.  El mismo tratamiento deberá seguirse cuando se trate de aclaración de demanda o cuando se tenga por no interpuesta ésta, o cuando se conceda o se niegue la suspensión provisional.

LEGITIMACIÓN DE LA AUTORIDAD QUE APLICA LA LEY PARA INTERPONER RECURSO EN EL AMPARO CONTRA LEYES.  La autoridad que aplica la ley debería estar legitimada para interponer el recurso de revisión contra leyes, ya que la ley de amparo debería adecuarse a la nueva realidad administrativa, como es la existencia de organismos autónomos.

IMPROCEDENCIA DEL AMPARO. Establecer en la Ley de Amparo que son improcedentes las demandas de amparo indirecto en las que se combinen conceptos de violación de carácter constitucional, con cuestiones de legalidad.

PROCEDENCIA DEL AMPARO DIRECTO CONTRA RESOLUCIONES DE AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS.  En el caso de autoridades administrativas que dicten resoluciones en procedimientos administrativos en forma de juicio contra su resolución, procede el juicio de amparo directo.

Este sería el caso de los procedimientos de la Comisión, tanto de prácticas monopólicas como de concentraciones, porque en este último caso en el recurso administrativo los agentes económicos pueden ser oídos y con ellos excepcionarse y probar en su defensa.

Esto se justifica, porque tanto las resoluciones de los Tribunales Contenciosos Administrativos, como del Trabajo, procede el amparo directo contra sus resoluciones y la única diferencia es la naturaleza formal de la autoridad.  Así también cuando la PROFECO, el IMPI y las Comisiones Bancarias resuelven arbitrajes, que no son judiciales, debiera proceder este tipo de amparo.  Esta propuesta se justifica toda vez que el procedimiento seguido en forma de juicio es sustancialmente igual que un juicio ante tribunales, cuya diferencia radica en que lo resuelve la autoridad administrativa, pero materialmente es también un proceso jurisdiccional.

AMPARO DIRECTO.  Las audiencias deberían ser públicas, como en la mayoría de los juicios.

SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO.  Ante la practica de juicio de amparo se hace necesario, por una parte establecer expresamente que no se podrá otorgar la medida cautelar cuando se trate de un procedimiento, sea cual fuere la naturaleza del mismo; así como también, suprimir lo establecido en la fracción II del artículo 124 de la Ley de Amparo, dado que ya no son actuales sus términos y el juez debe tener la noble atribución de decidir su concesión o negativa, atendiendo a la tesis de la Corte de la apariencia del buen derecho, que en otras palabras quiere decir, que si el juez ve la posibilidad de conceder el amparo, conceda la suspensión.

REGULACION ESPECIFICA PARA UN AGENTE ECONOMICO CON PODER SUSTANCIAL EN EL MERCADO RELEVANTE.  Se debería establecer en la Ley de Amparo que cuando las autoridades administrativas impongan regulaciones específicas a un agente económico con poder sustancial en el mercado relevante no procede conceder la suspensión.  Esto se justifica porque anteriormente se prohibía y quizá se siga prohibiendo conceder la suspensión cuando la autoridad fija precios, como esto es una novedad en el derecho administrativo se debe de ampliar también la negativa de la suspensión en este caso, teniendo en cuenta el bienestar general de la sociedad.  Anteriormente la preocupación era la fijación de precios, siendo que actualmente pro las nuevas disposiciones la fijación de tarifas produce efectos similares.

ACLARACION DE SENTENCIA.  Podría establecerse texto expreso en la Ley de Amparo que determine cuándo y por qué, así como el plazo, de aclaración de sentencias de amparo.  Ya que al no existir este texto da margen a una laxa interpretación de si procede la aclaración en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles o Penal, o bien de recurso de revisión.

ESPECIALIZACIÓN DE LOS TRIBUNALES. Si bien la propuesta no está directamente vinculada con la Ley de Amparo, sería conveniente la especialización por materia (competencia económica, propiedad industrial, protección al consumidor, etc.) de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa.

FERNANDO SÁNCHEZ UGARTE 

Propuestas:

1.- Se debe incluir en la Ley de Amparo un apartado en el que se incluya toda la información que sea de aplicación supletoria, esto facilitaría el no recurrir al Código Federal de procedimientos Civiles para aplicar diversos artículos necesarios que no estén contemplados en la Ley de Amparo, ejemplo artículo 356 fracción II del Código Federal de Procedimientos Civiles.

2.- En algunos casos los Tribunales de Amparo conceden la protección de la Justicia de la Unión tomando como base los 2 conceptos de violación que tienen que ver con el fondo del asunto, sin entrar al estudio de los demás conceptos de violación que también tienen que ver con el fondo del asunto: Por lo que se propone se estudien todos y cada uno de los conceptos de violación.

3.- Crear una Comisión para que de forma permanente y constante revise la Jurisprudencia emitida por los Tribunales Colegiados a fin de que no se aplique lo que es rotundamente injusto e ilegal ya que esto ocasiona resoluciones o laudos injustos, y de esta manera no se esperaría hasta que se hiciera la denuncia de contradicción de tesis.

4.- Obligar a los Organismos exentos de fijar fianzas, que la exhiban para dar más formalidad al juicio de amparo.

5.- Que la figura jurídica de la subsistencia del trabajador se respete, ya que el trabajador por ser la parte económicamente débil en un conflicto laboral, es quien debe de soportar todo un proceso legal a fin de recibir justicia, por lo que se debe obligar a las empresas demandadas exhiban inmediatamente la cantidad correspondiente respecto a la subsistencia del trabajador mientras dure el juicio de garantías.  

6.- Crear una Comisión que analice que no haya abusos por parte de la Autoridad de Amparo, respecto a la figura Jurídica de la suplencia de la demanda de garantías del trabajador ya que en algunas ocasiones se abusa de esta figura.

HECTOR MANUEL MEDRANO HURTADO

PROPUESTA DE MODIFICACION AL ARTICULO 193

DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE.

A) ARTICULO CON EL QUE SE RELACIONA LA PROPUESTA: 193 de la Ley Amparo.

B)  CONSIDERACIONES

El sistema de creación de jurisprudencia por contradicción de tesis, debe modificarse.  En efecto, desde el punto de vista lógico, dos proposiciones normativas contrarias no pueden ser simultáneamente válidas. No obstante lo anterior, en el sistema actual, se permite que dos jurisprudencias, contradictorias, entre sí, sean simultáneamente obligatorias.  Esto es así, pues en el artículo 193 de la Ley de Amparo, se establece la obligación para los órganos jurisdiccionales de inferior jerarquía que ahí se indican, de acatar la jurisprudencia establecida por cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito.  Ahora bien, un litigante puede válidamente apoyar sus pretensiones, en una proposición normativa obligatoria, como es una jurisprudencia.  Sin embargo, un Tribunal Colegiado de Circuito, distinto al que sostuvo un determinado criterio jurisprudencial, al conocer de un juicio de amparo, puede apartarse de tal criterio e incluso, crear su propia jurisprudencia por reiteración del mismo punto de vista en cinco sentencias.  Esta situación, además de quebrantar el principio lógico de contradicción, desconoce los valores de justicia y seguridad jurídica que todo orden jurídico debe preservar.  Por esta razón, creo que el sistema de creación de jurisprudencia pro contradicción de tesis, sólo debería operar en los casos en que los tribunales con puntos de vista divergentes, no hubieran reiterado su criterio en cinco sentencias resultas por unanimidad de votos, no interrumpidas por otra en contrario.  En cambio, en el momento en que un Tribunal Colegiado de Circuito integrara una jurisprudencia, debería condicionarse la obligatoriedad de ésta, a su aprobación por el más alto Tribunal del país.  En este supuesto, el Tribunal Colegiado debería remitir a la Suprema Corte la respectiva tesis para su aprobación, modificación o revocación.

Conforme a lo anterior, los criterios sostenidos por los Tribunales Colegiado de Circuito, podrían transformarse en jurisprudencia obligatoria en cualquiera de estos dos casos: a) cuando sin existir reiteración de criterio, en los términos apuntados, fuera denunciada una contradicción de tesis;  b) cuando se reiterara en cinco sentencias un criterio, en los términos antes mencionados, y éste fuera aprobado (o, en su caso modificado o cambiado) por el más alto Tribunal del país.

c) PROPUESTA:

Modificación del segundo párrafo del artículo 193 de la Ley de Amparo, para quedar como sigue:

“Las resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito constituyen jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, que hayan sido aprobadas por unanimidad de votos de los magistrados que integran cada tribunal colegiado, y que la tesis en ellas sustentada, sea probada por el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el ámbito de sus respectivas competencias”.

Asimismo, deben realizarse las adecuaciones necesarias en los preceptos relativos de la Ley, que permitan el funcionamiento del sistema de creación de jurisprudencia que propongo.

JAIME MANUEL MARROQUIN ZALETA

Propuestas

PRIMERO.- es incuestionable la formidable lucha de todos los días de este altísimo tribunal en la consolidación de la independencia del poder judicial federal; de ahí que resulte conteste con tan señalada preocupación, fijar las bases constitucionales que permitan una mayor solidez y dinámica en la estructura y funciones como entidad independiente de los tribunales federales, evitando que intereses ajenos a los altos fines de la justicia, a pretexto de invocar los primigenios del estado nacional mexicano, atenten contra el estado de derecho de la vida republicana; así, proponemos:
1).- proveer el artículo 71 de la constitución general de la república, con la adición de la fracción IV que así ordenaría: 
"artículo 71.- el derecho de iniciar leyes o decretos compete: 

i.- ...

ii.-...

iii.-...

iv.- a la suprema corte de justicia de la nación a través de su presidente, sólo para el efecto de proponer directamente al congreso federal su proyecto de presupuesto de egresos, contando en tal instancia por sí o por su representación legal con derecho de voz en las sesiones correspondientes".

2).- definir e instituir constitucionalmente la razón de estado, como caso de excepción en la aplicación general del derecho; así proponemos la incorporación a la constitución general de la república del artículo 29 bis, que ordenaría lo siguiente:

"artículo 29 bis.- en los casos de controversias a las que se refieren los artículos 103 y 107 de esta ley constitucional, por leyes o actos de autoridad que atenten contra los valores fundamentales del estado mexicano, procederá, con intervención del ejecutivo federal, las cámaras del congreso de la unión y de la suprema corte de justicia de la nación, la declaración de razón de estado en los términos que fije la ley reglamentaria".

segundo.- resulta obligado determinar e instituir las leyes y procedimientos que permitan el acceso de los gobernados al juicio de amparo, de manera expedita, eficaz y cabal, en congruencia, tanto con el grado de instrucción de gran número de gobernados, como de su limitadísima capacidad económica y su estado de salud y edad; así proponemos, la adición del artículo 116 bis de la ley de amparo en los siguientes términos:


"artículo 116 bis.- en tratándose de menores de edad, incapacitados, ejidatarios, comuneros, pensionados, jubilados y trabajadores con percepciones hasta de tres salarios mínimos, la demanda de amparo podrá formularse en forma verbal por comparecencia judicial del quejoso".

tercero.- áridos litigios desvían la atención de las partes y de los propios jueces del amparo, en tan sólo determinar si una causa propuesta debe ser o no tramitada en los procedimientos de amparo, desvirtuándose así el objetivo fundamental de esta significada institución del derecho positivo mexicano, llegándose al extremo de substanciar dilatadas contiendas sin que ahí se estudie o resuelva sobre cuestiones substanciales, de las que realmente resultan importantes a las partes, pero principalmente a la justicia, todo esto con excesivos gastos del erario público sin ninguna utilidad para la eficacia plena del derecho; de ahí que se propone la reforma del artículo 148 de la ley de amparo en los siguientes términos:

"artículo 148.- sin perjuicio de que en su oportunidad procesal los jueces de distrito, en su caso, decreten la improcedencia o sobreseimiento del juicio de amparo, deberán en todo caso y dentro del término de veinticuatro horas, contadas desde la en que fueron presentadas, admitir y tramitar en sus términos, las demandas de amparo".

cuarto.- la afirmación constitucional del juicio de amparo, demanda un acucioso estudio reservado al elevado talento de vuestras señorías y de otros juristas verdaderamente calificados del país, pero lo cierto es que en los procedimientos de amparo se surten, en forma reiterada y constante, violaciones a la norma constitucional no definidas ni contenidas en el propio capítulo i de las garantías individuales; de ahí que resulte menester, a fin de evitar los constantes y también reiterados estados de indefensión en que tal omisión coloca a las partes de los juicios de amparo, proveer la reforma del artículo 103 constitucional y 1o. de la ley de amparo, en los siguientes términos:

"artículo 103.- los tribunales de la federación resolverán toda controversia que se suscite:

i.- por leyes o actos de la autoridad que violen los preceptos contenidos en esta constitución general.

ii.- ...
iii.- ... ".


"artículo 1o.- el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite:

i.- por leyes o actos de la autoridad que violen algún precepto de la norma constitucional en agravio de los gobernados.

ii.- ...

iii.- ... ".


quinto.- la ampliación del juicio de amparo como tutelador pleno de la norma constitucional, implica necesariamente instrumentar las siguientes cuestiones:

1).- los juzgados de distrito especializados en materia de amparo, conocerán de la demanda de garantías únicamente en tratándose de violaciones a los preceptos relativos al capitulo i de las garantías individuales de la constitución general de la república.

2).- los tribunales colegiados competentes según la materia de que se trate, conocerán en primera instancia de la demanda de amparo en contra de actos y leyes de la autoridad que violen la norma constitucional.

3).- la suprema corte de justicia de la nación y sus salas, conocerán en revisión, las impugnaciones sobre las sentencias que en los juicios de amparo en primera instancia dicten los tribunales colegiados en tratándose de actos y leyes de la autoridad que violen la norma constitucional.

sexto.- el fondo y forma, en que se ha venido emitiendo jurisprudencia por los tribunales colegiados de circuito, no es conteste con los elementos legales, jurídicos, doctrinarios y constitucionales que deben, en todo caso, significar a la jurisprudencia como fuente del derecho; el problema se plantea porque la jurisprudencia debe necesariamente ser emitida en forma coherente, congruente y unitaria, es decir, la jurisprudencia emitida por la suprema corte de justicia de la nación no puede ser contradicha ni cuestionada por otras supremas cortes que obviamente no existen, porque la jurisprudencia se define fundamentalmente por la supremacía y soberanía constitucional en la interpretación de las leyes; así las cosas, resulta muy difícil lograr tal unidad, congruencia, coherencia, soberanía y supremacía interpretativa de las leyes, cuando se contemplan criterios jurisprudenciales emitidos por cada uno de los tribunales colegiados de circuito; incrementa tal problemática el hecho de que por razón de las cuestiones en competencia y jurisdicción ahí tratadas, los tribunales colegiados deben emitir sus propios criterios jurisprudenciales; de ahí que atentos al espíritu de la norma constitucional propongamos la reforma del artículo 193 de la ley de amparo en los siguientes términos:

"artículo 193.- la jurisprudencia emitida por los tribunales colegiados de circuito, es obligatoria para los tribunales unitarios, los juzgados de distrito, los tribunales militares y judiciales del fuero común de los estados y del distrito federal, y los tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.
los presidentes de los tribunales colegiados de circuito, constituirán un tribunal pleno de jurisprudencia y se reunirán cuando menos una vez por mes para emitir y establecer, sobre las resoluciones de los tribunales de circuito, tesis y criterios jurisprudenciales; cuando el tribunal pleno de jurisprudencia sustente el mismo criterio en forma no interrumpida, en relación con cinco resoluciones de los tribunales colegiados de circuito, se establecerá jurisprudencia".

séptimo.- en cuanto al alcance de las sentencias de amparo, estimamos que debido a la eficacia y seguridad legal de la ley concreta, no es permitible de acuerdo a la técnica jurídica, como alguien propone, que las resoluciones de amparo incorporen a entidades ajenas a la litis constitucional resuelta en las instancias de amparo; en efecto, la ley concreta constituida por las sentencias de amparo, sólo debe obligar a las partes contendientes y a sus causahabientes. quedan para las entidades ajenas a la contienda amparista, los beneficios de las tesis y criterios jurisprudenciales emitidos por los jueces, magistrados y ministros. entender lo contrario significaría incluir obligadamente como partes de una controversia amparista a todos los gobernados, lo que no es ni lógico ni razonable ni jurídico.

 
Sin embargo, entendemos que hay que profundizar en la instrumentación legal de las sentencias de amparo, con la finalidad de evitar que, como reiteradamente sucede, los jueces y magistrados, al resolver, omitan importantes consideraciones que resultan de insoslayable estudio, valoración y definición; sucede que de acuerdo a los criterios de la justicia federal que ya son de explorado derecho en el sentido de que el examen de pruebas no debe de ser general, sino específico y concreto, se han dado a la tarea de examinar cada prueba en forma aislada, de tal suerte que tales estudios y consideraciones en relación con las constancias de autos, a nada conducen, al menos con la firmeza que demanda la seguridad legal; así las cosas, resulta impostergable a la legalidad y a la seguridad jurídica constitucionales, que las sentencias de amparo se emitan bajo un lineamiento de obligada observación, que contenga los más elevados principios de la técnica jurídica, con la finalidad de que las sentencias de amparo surtan en favor de los gobernados los afanes de justicia que todos pretendemos, elevados propósitos y fines republicanos que poco se pueden lograr si se constriñe el examen de la controversia constitucional a apreciaciones limitadas, ya que es precisamente el ámbito constitucional del juicio de amparo, en el que las contiendas se deben conocer y resolver en razón fundamental de la verdad, que por diversos motivos los contendientes del amparo no pudieron obtener en los juicios de origen; en efecto, resulta desalentador que no obstante aportar en los juicios de amparo diversas probanzas que hacen entender de manera fehaciente la falta de motivación y de fundamentación del acto reclamado, éste a pesar de sus vicios siga prevaleciendo, porque los jueces y magistrados no pueden acceder al estudio y consideración de probanzas en forma abierta, como lo reclama el derecho contemporáneo; así, nos permitimos proponer las reformas a los artículos 77 y 78 de la ley de amparo, en los siguientes términos:

"artículo 77.- las sentencias que se dicten en los juicios de amparo deben contener:

i.- la fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no por demostrados; para lo cual se procederá al examen de cada una de las pruebas aportadas por las partes y de las que obren en autos, determinando su valor legal intrínseco, así como el que resulte de relacionarlas unas con otras en forma razonada, lógica y congruente.

ii.- ...

iii.- los puntos resolutivos con que deben terminar, concretándose en ellos con claridad y precisión, el acto o actos por los que se sobresea, conceda o niega el amparo. en tratándose de sentencias que concedan el amparo, deberán fijarse además, con igual claridad y precisión, los contenidos, alcances y efectos jurídicos y legales de la resolución".


"artículo 78.- en las sentencias que se dicten en los juicios de amparo, el acto reclamado se apreciará en razón de las pruebas aportadas por las partes y de las que obren en autos.


El juez del amparo deberá recabar oficiosamente pruebas que, estime necesarias para la resolución del asunto".

octavo.- una de las cuestiones más polémicas que se han suscitado en materia de amparo, es la relativa a los áridos litigios que hay que substanciar para que únicamente en la vía uni-instancial se puedan combatir las violaciones a las leyes esenciales del procedimiento; tal limitante ha traído como consecuencia el descuido y complacencia, tanto de los jueces de origen, como de los propios juzgadores en las instancias de amparo, resultando cuando menos impropio con los elevados fines de la justicia el que, a sabiendas de la existencia en los procedimientos de claras y contumaces violaciones a los valores fundamentales de la legalidad, haya necesidad de esperar a que todas estas infracciones, conlleven a equivocadas sentencias, para que sólo así y en el caso de una posible afectación que en la práctica siempre se surte, puedan ser combatidas en el juicio de amparo directo; de ahí que propongamos la adición al artículo 14 de la constitución general de la república y, consecuentemente, la derogación del artículo 161 de la ley de amparo, en los siguientes términos:

"artículo 14.- a ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho, en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.

en los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta, se fundará en los principios generales del derecho.
en los juicios de todo orden, tan pronto los jueces y magistrados adviertan o las partes les hagan advertir, la existencia de violaciones a las leyes esenciales del procedimiento, bajo su más estricta responsabilidad, dictarán las medidas conducentes a subsanarlas".

"artículo 161.- derogado ".

noveno.- dada la dinámica histórica de las sociedades modernas y contemporáneas, surge la disyuntiva entre preservar una ley que difícilmente puede atender y resolver el complejo universo de la vida cotidiana, o instrumentar una nueva legislación que, de manera eficaz y congruente con la realidad de los hechos socio-políticos, contenga los preceptos para su idóneo tratamiento y resolución; en efecto, resulta harto difícil constreñir pruebas, tiempos y circunstancias a las rígidas estructuras de la demanda, contestación, capítulo de pruebas y sentencias del juicio de amparo, de ahí que se proponga la reforma de los artículos 116, 149, 151, 152, 155, 157 de la ley de amparo y la derogación del artículo 145 de la ley de amparo, en los siguientes términos:
"artículo 116.- la demanda de amparo deberá formularse por escrito, o verbalmente en los casos establecidos en el artículo 116 bis, en la que se expresarán:

i.- ...

ii.- ...

iii.- ...

iv.- ...

v.- ...

vi.- ...

vii.- las pruebas conducentes a demostrar la existencia y la 

inconstitucionalidad del acto reclamado".

"artículo 145.- derogado".

"artículo 149.- .......

las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación exponiendo las razones y fundamentos legales que estimen pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto relamado o la improcedencia del juicio y acompañarán en forma obligatoria copia certificada de todas las constancias que obren en su poder, ofreciendo además las pruebas que estimen necesarias para apoyar su informe.

la autoridad responsable estará, en todo caso, bajo su estricta responsabilidad, a emitir su informe con justificación dentro de los términos señalados para ello.

si la autoridad responsable no rinde su informe con justificación, o lo hace sin remitir, en su caso, la copia certificada a que se refiere el párrafo segundo de este artículo, se dará vista al ministerio público para los efectos del capítulo ii del título quinto de esta ley.


.....". 

"artículo 151.- las pruebas ofrecidas por las partes, deberán desahogarse en forma previa a la audiencia constitucional y dentro de un término que no exceda de quince días; si con motivo de las constancias exhibidas por las autoridades responsables en su informe con justificación, las partes ofrecen nuevas pruebas, éstas deberán desahogarse también en forma previa a la audiencia constitucional y dentro de un término que no exceda de diez días.

....
....
....
....".


"artículo 152.- a fin de que las partes puedan rendir sus pruebas en los juicios de amparo, los funcionarios o autoridades tienen obligación

 .....

....
....".


"artículo 155.- una vez desahogado en sus términos el periodo de prueba, se citará para la celebración de la audiencia constitucional. abierta la audiencia constitucional, .....

el quejoso podrá alegar verbalmente cuando se trate de demandas promovidas en términos del artículo 116 bis de esta ley, cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, .........".

"artículo 157.- los jueces de distrito, bajo su más estricta responsabilidad, pondrán los juicios de amparo en estado de resolución en un término que no exceda, en ningún caso, de noventa días a partir de su radicación; deberán, en todo caso, dictar sentencia y publicarla dentro de los quince días siguientes a la fecha de celebración de la audiencia constitucional".

por la atención y benevolencia que tengan a bien prestar a estos breves y modestos comentarios, me es grato expresarles mi más atenta y distinguida consideración.

JESUS GONZÁLEZ MORENO

I.- MARCO DE REFERENCIA.

En el ámbito cultural del mundo occidental la expansión y observancia del principio de Estado de Derecho es la mejor garantía de los Derechos Humanos ya que el Estado debe ajustar su actuación de gobierno y administración al imperio de la ley; con base en este principio la Constitución Federal consagra y tutela los Derechos Individuales, los derechos sociales que pueden ejercitarse para defender y hacer efectivos los derechos colectivos, las libertades y una democracia pluralista que al igual que las normas jurídicas que la expresan significan mandatos y limitaciones en el ejercicio del Poder Público.

La Reforma Constitucional del artículo 27 de inicio de la década de los noventas determinó quizás como ninguna otra del siglo XX un cambio radical e inicio de un proceso de transformación en el campo dejando establecido por 
encima de toda duda los derechos de la clase campesina sobre la tenencia de la Tierra. En el Marco de la Reforma Constitucional de 1992 surgieron Tribunales Agrarios que dejan de pertenecer disciplinaria y orgánicamente al 
Poder Ejecutivo estructurados como genuinos y verdaderos Tribunales con Autonomía y plena Jurisdicción para decidir los Juicios y la ejecución de sus sentencias, significando con ello el respeto irrestricto a la Garantía de Legalidad y que la Justicia será impartida sin que se antepongan otros criterios; con la Reforma se sustituye el procedimiento mixto- administrativo - jurisdiccional por uno propiamente jurisdiccional. Los rasgos comunes de los cambios constitucionales tienden a mejorar, las garantías de los campesinos, amplían sus derechos y proponen soluciones alternativas para asegurar la transparencia de la justicia;

II.- EFECTO DE LA REFORMA


Con la entrada en vigor de la reforma constitucional del articulo 27 y la Ley Agraria que lo reglamenta, al iniciar sus funciones los nuevos órganos de Jurisdicción Agraria conocieron y resolvieron los primeros Juicios que constituyen un precedente de gran valor en virtud de que al ser impugnadas las sentencias definitivas a través del juicio de amparo directo como lo dispone el artículo 200 de dicha ley, surgieron de los Tribunales de Amparo criterios opuestos para aplicar las reglas generales del amparo directo o bien, aquellas contenidas en el libro Segundo, lo que incidió también en el término para presentar la demanda de garantías; contradicción que ha sido resuelta por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por otra parte, se consideró que las sentencias dictadas en los asuntos tramitados antes de la vigencia de las nuevas disposiciones agrarias llamados de "rezago" podrían impugnarse por vía de amparo indirecto, esto es, aplicarse las reglas contenidas en el libro segundo de la citada Ley de amparo, que exige adecuar su contenido al texto del artículo 27 constitucional conserva la consagración de los derechos sociales, cuya protección efectiva es mucho mas difícil cuando se trata de derechos colectivos, que se conservan no 
obstante que la Ley Agraria vigente comprende la posibilidad de que a través del programa de Certificación Ejidal, la delimitación y asignación de tierras al interior del ejido y de la adquisición del dominio pleno de las tierra este tipo de propiedad se libere, lo que en excepción se ha dado.


III.- JUSTIFICACIÓN.

La evolución del Amparo en materia agraria expresión que indica la existencia de una figura con un régimen peculiar que tiene por objeto la tutela jurídica de los ejidatarios, ha permitido justificar su existencia en la medida de que éstos queden sujetos al régimen ejidal, conservando así la función social de sus tierras, y no, al estado de desprotección en que se encuentren estos grupos; su creación mediante la Reforma de 1963 a la Ley de Amparo, y la estructuración en el libro segundo de las disposiciones relativas al mismo, que se contenían en el texto de la ley, dado el tratamiento administrativo que se le daba, se admicularon con disposiciones jurisprudenciales a partir de la entrada en vigor del Decreto del 28 de junio de 1976, con la posibilidad jurídica de que el órgano de control Constitucional conozca, analice y resuelva sobre si es o no Constitucional el acto reclamado por el quejoso y le conceda o niegue la protección Federal. Con una serie de notas precisadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Con apoyo en las anteriores consideraciones, con la finalidad de contribuir a la necesidad urgente de adecuar la legislación de amparo a la reforma del artículo 27 Constitucional, procederemos al análisis de cada uno de los preceptos que integran el Libro Segundo de la Ley de Amparo, haciendo las propuestas pertinentes en los siguientes términos: 

Libro Segundo

Del Amparo en Materia Agraria

Título Unico

Capítulo Unico

Art. 212.-

Art.213.-Tienen representación legal para interponer el juicio de Amparo en nombre de un núcleo de población.

I.- Los Comisariados Ejidales o de Bienes Comunales.


II.- El Representante del Núcleo de Población que se designe, si después de transcurridos quince días de la notificación del acto reclamado el Comisariado Ejidal no ha interpuesto la demanda.

III.- Quienes la acrediten en términos de la Ley Agraria en los casos de restitución de tierras, bosques y aguas a los núcleos de población ejidal.

Lo anterior se fundamente en relación al contenido del artículo 33 Frac. I, de la Ley Agraria, y Art. 27, Fracción VII de la Constitución Federal. Así también , en atención a la existencia de la Procuraduría agraria, con funciones de servicio social y encargada de la defensa de los derechos de los ejidatarios, comuneros, sucesores, etc.

En lo que corresponde a la modificación de la fracción III, es necesario tener en consideración que de las acciones agrarias, se conserva la restitución en la fracción VII in fine del artículo 27 Constitucional.

214.-

215.-

216.-

217.- derogado

Se propone derogar este artículo tomando en consideración que resulta inoperante su contenido, toda vez que el criterio que impera en relación al término de interposición de la demanda de amparo en materia agraria es de 30 días. Cabe hacer notar que proponer la derogación de este artículo no implica derogar la prohibición de sobreseer el juicio con base en la fracción XII del artículo 73, que establece la improcedencia del amparo contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose como tales aquellos contra los que no se promueve el juicio de garantías dentro de los términos señalados por la ley.

218.-

219.-

220.-

221.- Con la demanda de amparo, el promovente acompañará copias para las partes que intervengan en el juicio. La falta del cumplimiento de este requisito tendrá por no interpuesta la demanda.

Resulta innecesario suplir la deficiencia tomando en consideración la existencia de la Procuraduría Agraria, que tiene como política de trabajo acercar los servicios de licenciados en derecho a todas las personas que en 
lo individual o colectivamente lo soliciten.

222.-

223.-

224.- Las autoridades responsables deberán acompañar a sus informes copia certificada de la carpeta básica y de las constancias necesarias para determinar con precisión los derechos agrarios del quejoso o del tercero perjudicado, en su caso, así como los actos reclamados.

Se propone el término " carpeta básica", ya que esta incluye todos los documentos que se relacionan en el texto original, entendiendo que los ejidos han quedado debidamente constituidos por Resolución Presidencial, al culminar el reparto agrario.

225.- En los amparos en materia agraria que son competencia de los jueces de distrito, además de tomarse en cuenta las pruebas que se aporten la autoridad judicial deberá recabar de oficio todas aquellas que puedan beneficiar a las entidades o individuos que menciona el artículo 212.


La redacción que se propone, se adecua al contenido del artículo 78, de la Ley de Amparo, que dispone que en las sentencias que se dicten en los juicios de Amparo, el acto reclamado se apreciará tal como aparezca probado 
ante la autoridad responsable y no se admitirán ni se tomaran en consideración las pruebas que no se hubiesen rendido ante dicha autoridad para comprobar los hechos que motivaron o fueron objeto de la resolución reclamada. Esto es, que en amparo directo no hay oportunidad probatoria de la parte quejosa.

226.-

227.- 

228.- Derogado

Se propone derogar este precepto , en virtud de que el término de diez días es el término común para interponer el recurso de revisión.

229.- Derogado

Debe derogarse el contenido de este precepto tomando en consideración que la Procuraduría Agraria, ha sido creada con funciones de servicio social y defensa de los derechos de los ejidatarios, comuneros, sucesores, etc.

 En consecuencia deben cumplir con la obligación de presentar las copias que la propia Ley exige para la interposición del recurso de revisión.


230.-

231.-

232.-

233.-

234.-La garantía para que surta efectos la suspensión concedida por los Jueces de Distrito se regirá en los términos del artículo 125 de esta Ley de Amparo.

La modificación al contenido de este artículo obedece a que en materia de amparo directo procede fijar la garantía para que surta efectos dicha suspensión.

A manera de conclusión se propone la modificación de los artículos 213, Fracciones II y III, 221, 224, 225 y 234; la derogación de los artículos 217,228 y 229 de la Ley de Amparo.



ESPERANZA SANDOVAL PÉREZ

REFLEXIONES EN TORNO 

A LA ESTRUCTURA, ALCANCE Y CONTENIDO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO
Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo

Tan digna de lástima es una generación que cree que todo está hecho, como aquella que cree que todo está por hacerse

 Jesús Reyes Heroles

El futuro está abierto. Depende de nosotros; de todos nosotros. Depende de lo que nosotros y muchos otros seres humanos hacemos y habremos de hacer; hoy y mañana y pasado mañana. Y lo que hacemos y habremos de hacer, depende a su vez de nuestro pensamiento; y de nuestros deseos, nuestras esperanzas, nuestros temores. Depende de cómo percibimos el mundo; y de qué tipo de juicio nos formamos acerca de las posibilidades ampliamente abiertas de futuro.

Karl R. Popper

INTRODUCCIÓN

Para todos los que hemos vivido el amparo desde cualquiera de las posiciones procesales que legitiman la intervención en él, o de la relativamente tranquila y poco estresante perspectiva de la academia y la docencia, la idea de una nueva ley de amparo resulta muy sugerente. Ante el compromiso, suscrito por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de que “todas y cada una de las propuestas serán analizadas, a mediados del año próximo, en un Congreso Nacional de Juristas que determinará lo conducente”, esa idea adquiere un poder seductor difícil de resistir. 

Los estudiosos del amparo y quienes hacemos de él parte importante de nuestra actividad profesional, tenemos, con seguridad, diversas convicciones acerca de la estructura, contenido y alcance que debe darse a la nueva Ley de Amparo. Las razones y experiencias profesionales en que se funde cada una de dichas convicciones merecen compartirse, analizarse y discutirse por una asamblea de abogados lo bastante amplia y plural  para que represente de modo legítimo a la comunidad jurídica nacional y, a través de ella, a los potenciales justiciables, lo que se pretende lograr con la convocatoria de un Congreso Nacional de Juristas.

Mi propósito en este ensayo es compartir mi convicción personal respecto a la estructura, alcance y contenido que debe tener a la nueva Ley de Amparo. 

La problemática que se plantea y la solución legislativa que se propone, hace imprescindible abordar en forma previa una cuestión metodológica fundamental: la ingeniería social gradual que toda obra legislativa realmente eficaz supone.

II. LA INGENIERIA SOCIAL GRADUAL COMO METODOLOGÍA DEL CAMBIO SOCIAL

Se denomina “ingeniería social gradual” al conjunto de principios de la reconstrucción social democrática. Se procura examinar la aplicación de los métodos críticos y racionales de la ciencia a los problemas de la sociedad abierta.
 Ésta se distingue de la sociedad tribal o “cerrada” en que mientras la primera pone en libertad las facultades críticas del hombre, en el marco de una sociedad democrática, la segunda se caracteriza por someter a las fuerzas mágicas; en consecuencia, es autoritaria.

A este conjunto de métodos y estrategias de carácter racional, científico
, para lograr el cambio social propuesto se le denomina, de modo indistinto y como ya expuse, “ingeniería social gradual”, así como  “tecnología social”, “tecnología de paso a paso” o “ingeniería social de paso a paso”,
 vocablos que en este ensayo se utilizarán como sinónimos.

Al rechazar el determinismo, es decir el fatalismo, según el cual las sociedades y los grupos que la forman no pueden cambiar en forma substancial, ya que los cambios sólo son aparentes y epidérmicos, pero en esencia la sociedad permanece inalterable por lo menos durante periodos prolongados que abarcan a varias generaciones humanas, por lo que todo intento de cambio no pasa de ser una simple  ilusión ineficaz, sino hasta contraproducente, por los efectos negativos que produce tal intento. Por lo general, esta posición se encuentra implícita en muchos de los discursos que se oponen al cambio. Es poco frecuente encontrarla formulada en los términos aquí expuestos; más bien, actúa como telón de fondo. Los conservadores del siglo pasado basaron su tenaz y radical oposición a la implantación del régimen federal en la imposibilidad del cambio social y político, y calificaron al federalismo mexicano como “imitación extralógica” del estadounidense.
 

Los conservadores del siglo pasado olvidaron, o no consideraron, que las realidades sociales, políticas y económicas no se dan en la naturaleza de la misma manera que las realidades físicas, sino que todas ellas, sin excepción, son producto del actuar humano, positivo o negativo, y que sólo a través de ese mismo comportamiento pueden modificarse. Las realidades sociales, políticas y económicas no se dan, se construyen.

Otro tipo de determinismo, al que se le ha dado el nombre genérico de historicismo, sostiene que el cambio social está  sometido de modo fatal a las leyes de la historia,  de la economía o de la sociología, que son leyes naturales, es decir, de cumplimiento inexorable, frente a las cuales resulta intrascendente la acción humana, porque, en última instancia, lo que determina el cambio es la ley histórica o la económica que está en vigor, a la que incluso se encuentra sometida la misma acción humana. La corriente más representativa de esta tendencia es el marxismo, según el cual todas las realidades morales, sociales y políticas, sólo son un reflejo de las condiciones de producción, esto es, una superestructura; posición que el mismo desarrollo histórico de nuestras sociedades se ha encargado de desmentir con amplitud, en los más diversos campos de la actividad humana. Bertran Russell afirma:

Es costumbre entre cierta escuela de sociólogos menospreciar la importancia de la inteligencia y atribuir todos los grandes sucesos a grandes causas impersonales. Juzgo esto una completa ilusión. Creo que si cien de los hombres del siglo XVII hubiesen muerto en la infancia, no existiría el mundo moderno. Y de este ciento, Galileo es el principal.

Si asumimos una posición realista, consiste en considerar que los pueblos, al igual que los individuos, han sido, y son, los arquitectos de sus propios destinos, concluiremos que los problemas que las instituciones afrontan en la actualidad son su responsabilidad histórica, tanto en el aspecto positivo como en el negativo, porque, bien o mal, son el resultado de decisiones tomadas con absoluta libertad, frente a los retos y la problemática que la realidad social y política de su tiempo les ha planteado. En el presente disfrutamos los aciertos y padecemos los efectos de las decisiones equívocas, a las que debemos sumar nuestros propios errores, lo que conduce a la conclusión de que, mediante la actuación humana, es posible lograr el cambio de esas instituciones, dentro de ciertos límites y en determinadas condiciones, para que respondan mejor a las finalidades que se les ha asignado. Planteada así la cuestión, el dilema no consiste en saber si es posible el cambio o si necesario someternos a una realidad fatalmente impuesta, sino dar forma a las acciones adecuadas que deben instrumentarse y, en consecuencia, adoptar las decisiones correctas para concretar los cambios deseados. En este supuesto, enfrentamos el problema del cómo, es decir de tecnología social, que justo de eso se ocupa la Ingeniería social gradual o de paso a paso.  Popper lo explica en los siguientes  términos:

Las ciencias sociales han alcanzado un gran desarrollo a través de las críticas de las  propuestas  de mejoras sociales o, más precisamente, a través de los intentos por descubrir si alguna acción económica o política particular pueda dar un resultado esperado o deseado, o no. Este enfoque, que bien podría considerarse el clásico, es el que tengo en cuenta cuando me refiero al enfoque tecnológico de la ciencia social, o “tecnología social paso a paso.”
 

Estimo que debe tenerse presente esto al discutir el contenido de la nueva Ley de Amparo.

Respecto de la aplicación de esta tecnología social, Popper señala:

Los problemas tecnológicos en el campo de las ciencias sociales pueden ser de índole “privada” o “pública”. Por ejemplo, las investigaciones referentes a la técnica de la administración de empresas, o a los efectos de mejores condiciones de trabajo para la producción, pertenecían al primer grupo de acciones. Las investigaciones sobre los efectos de las reformas penitenciarias o los del seguro de salud para todos, o los de la estabilización de los precios por medio de tribunales especiales, o de la fijación  de nuevos derechos de importación, etc. …

Este acento puesto en el enfoque tecnológico práctico no significa que algunos de los problemas teóricos que puedan surgir del análisis de los problemas prácticos deberían excluirse. Al contrario, uno de mis principales argumentos consiste en que el enfoque tecnológico puede resultar fructífero al suscitar problemas  importantes de índole puramente teórica. Pero, además de auxiliarnos en la tarea fundamental de seleccionar los problemas, el enfoque tecnológico impone una disciplina a nuestras inclinaciones especulativas (que, sobre todo en el campo de la sociología propiamente dicha, nos puede llevar a la región de la metafísica); porque nos obliga a someter nuestras teorías a normas definidas, como las de la claridad y las de comprobabilidad. Quizá se aclare mi criterio sobre el enfoque tecnológico diciendo que la sociología (y acaso las ciencias sociales en general) debe poner los ojos, ciertamente no “en su Newton o en su Darwin”, sino más bien en su Galileo o en su Pasteur.

¿Cuál es la tarea principal del ingeniero social? Según Popper, consiste en lo siguiente:

Así como la tarea principal del ingeniero físico consiste en diseñar máquinas y remodelarlas y darles mantenimiento, la tarea del ingeniero social que trabaja paso a paso consiste en diseñar instituciones sociales y en reconstruir y administrar las ya existentes. La expresión "institución social" se utiliza aquí en una acepción muy amplia, para incluir cuerpos sociales de índole privada y pública. Así pues, la utilizaré para describir una empresa comercial, ya sea un pequeño establecimiento o una compañía aseguradora, e igualmente a una escuela, o a un "sistema educativo", o a un cuerpo policiaco, o a una Iglesia, o a un tribunal. El tecnólogo o ingeniero social que trabaja paso a paso reconoce que sólo una minoría de las instituciones sociales se diseñan conscientemente, en tanto que la gran mayoría simplemente "han crecido", como resultado de acciones humanas no diseñadas. Pero por mucho que le impresione este hecho importante, como tecnólogo o ingeniero considerará estas instituciones desde el punto de vista "funcional" o "instrumental". Las verá como medios para lograr ciertos fines; como máquinas, más que como organismos. 

En el Estado de derecho, el diseño o rediseño de las instituciones corresponde de modo fundamental al poder legislativo, pero el mantenimiento y la operación en  general es responsabilidad de órganos ubicados en los otros dos poderes, que son, en última instancia, de los que depende su eficacia.

Sobre la ingeniería social gradual todavía hay mucho que decir. El tema es muy vasto. Con lo expuesto hasta aquí es suficiente para presentar una idea de la metodología que debe utilizarse al proponer una nueva ley de amparo, metodología que encuentra su principal instrumento en la crítica racional de toda propuesta. Para concluir este tema, es importante destacar dos elementos fundamentales en toda reforma legislativa:

1. Debe tener un carácter sistémico. 

2. Toda reforma legislativa que pretenda introducir cambios importantes en las relaciones sociales imperantes, para alcanzar un grado de eficacia razonable, debe diseñar una estrategia que permita considerar, afrontar y, en su momento, enfrentar aspectos sociales de carácter subjetivo, como las ideas y creencias imperantes, de las que con seguridad emanarán las principales resistencias al cambio. Toda reforma legislativa que no se incorpora a las pautas culturales de un grupo social, queda relegada al campo de meras formalidades sin operancia alguna. Son normas formalmente vigentes, pero sin positividad alguna.

A continuación, intentaré de explicar, aunque con brevedad, cada uno de los dos elementos que, en mi opinión, son esenciales.

A. EL CARÁCTER SISTÉMICO DE TODA REFORMA LEGISLATIVA

El término sistémico se emplea para referirse a cualquier sistema o a cualquier estudio relativo a sistemas. Ferrater Mora señala:

Puesto que la teoría general de sistemas se ocupa de toda clase de sistemas, el término “sistémico” es de aplicación general: todo sistema tiene un carácter sistémico y toda consideración de sistemas desde el punto de vista de la teoría general de sistemas es sistémica. Sin embargo, se tiende a emplear “sistémico” especialmente en el caso de ciertos tipos de sistemas. Uno de los más frecuentemente mencionados al respecto es el sistema constituido por elementos que se hallan entre sí en relación funcional tal que se produce una interdependencia de acuerdo con un conjunto de reglas.

Este autor formula una definición de sistema, cuya generalidad permite satisfacer los numerosos empleos del concepto de sistema. Éste es:

Conjunto de elementos relacionados entre sí funcionalmente, de modo que cada elemento del sistema es función, no habiendo ningún elemento aislado.

Es posible que un sistema o conjunto de sistemas se relacionen entre sí y actúen como elementos en función de otro sistema más amplio; cada uno de estos sistemas dependientes será un subsistema, el cual puede agrupar otro conjunto de subsistemas, que considerados en forma aislada serán  sistemas menores. La amplitud del referente que escojamos otorga a cada conjunto de elementos relacionados entre sí de modo funcional, el carácter de sistema o subsistema. Un ejemplo permitirá comprenderlo con mayor claridad: si seleccionamos como referente principal a la administración de justicia, ésta deberá considerarse como un sistema, la justicia federal y la local como dos grandes subsistemas, los cuales, a su vez,  cuentan con numerosos subsistemas: la federal, con los subsistemas del amparo, las controversias constitucionales, las acciones de inconstitucionalidad, la justicia electoral, la justicia ordinaria de competencia federal, etcétera, y la local por las diversas ramas que son de su competencia, civil, penal, laboral etcétera. Si tomamos como referente principal al Estado mexicano, la administración de justicia será un subsistema, es decir, un elemento de un conjunto más amplio. Si decidimos ampliar el referente a la comunidad internacional, en ese supuesto el Estado mexicano tan sólo será uno de sus muchos subsistemas. 

Ahora bien, resulta evidente que toda norma jurídica posee necesaria e indiscutiblemente un carácter sistémico, en sentido estricto, por pertenecer a un “sistema constituido por elementos que se hallan entre sí en relación funcional tal que se produce una interdependencia de acuerdo con un conjunto de reglas”. Tres razones fundamentales pueden aducirse para apoyar esta afirmación:

1. La pertenencia a un sistema con determinadas características, es lo que da a una norma el carácter de “norma jurídica”.

2. Ninguna norma jurídica tiene sentido sin referencia a las demás, pues como lo expone en forma acertada Manuel García Pelayo:

El orden jurídico constituye una totalidad y, por consiguiente, ninguna de sus partes tienen sentido sin referencia a las demás, Los preceptos jurídicos individuales –ha dicho Richard Schmidt carecen de existencia en la vida real pues, en efecto, todo precepto jurídico rige y obliga únicamente en relación mediata o inmediata  con los demás que lo determinan, limitan o complementan; por otro lado, y en correspondencia con esta estructura real, dado que la jurisprudencia es ciencia destinada a comprender y no a explicar sus objetos, es claro  que sólo puede cumplir su cometido cuando capte el sentido de los preceptos; es decir, mediante sus conexiones con la totalidad. Como ha dicho Somló, las normas jurídicas particularizadas sólo tienen existencia como abstracción mental, “no hay más que normas jurídicas que rigen a través de sus conexiones; hay tan sólo un orden jurídico, y es la pertenencia a él lo que convierte a una norma en norma jurídica”.

3. Porque sólo a través de una concepción sistémica se puede captar o llegar a establecer la racionalidad del contenido de los órdenes o sistemas jurídicos particulares, para, con base en dicha racionalidad, establecer la interpretación de los preceptos jurídicos que los integran.

Este aspecto sistémico de las normas jurídicas constituye uno de los elementos esenciales, fundamentales, que debe tomarse en consideración al emprender cualquier reforma legislativa, más aún si se trata de una modificación constitucional. La ausencia de esta preocupación sistémica es una de las causas principales de que las instituciones jurídicas, a lo largo de reiteradas reformas legislativas en las que se modifica de modo parcial su regulación sin cuidar su relación con el todo, en forma paulatina se desdibuje, pierdan su diseño original y, en consecuencia, cada vez sean más ineficaces para el logro de las finalidades para las que fueron concebidas. Ésta es, en buena medida, la causa de la relativa ineficacia de nuestro juicio de amparo, que se diseñó para proteger los derechos fundamentales del individuo emanados de  la Constitución, y hoy se ha convertido en la última instancia judicial de toda, absolutamente toda, contienda ordinaria,
 local o federal, objetivo para el que no fue diseñado. Esto es, en mi opinión, lo que justifica la expedición de una nueva ley de amparo: el rediseño del juicio de amparo como instrumento protector de los derechos fundamentales del individuo, de acuerdo a las actuales necesidades y circunstancias . De otra manera, no hay razón alguna para la expedición de una nueva ley, pues si el amparo continua con el mismo esquema vigente hasta estos instantes,  basta y sobra con efectuar las modificaciones necesarias a la actual ley de amparo. ¿Para qué una nueva ley  si la estructura y el alcance del juicio de amparo, en lo fundamental,  permanecen intocados?

En consecuencia, debemos considerar al juicio de amparo como un subsistema de la administración de justicia federal; a ésta como un subsistema del sistema constitucional de administración de justicia, la que, deberá considerarse como un subsistema del sistema o aparato de justicia-seguridad del Estado mexicano, el que incluye otros dos importantes subsistemas: el de policía y el de procuración de justicia. En otros términos, el sistema o aparato de justicia-seguridad del Estado comprende o incluye desde el policía de crucero o de esquina hasta el Pleno de la Suprema Corte, pasando, desde luego, por la procuración de justicia federal o local y por las instancias judiciales correspondientes. Cualquier falla, error o ineficiencia en cualquiera de los subsistemas por fuerza repercute en los otros y, como consecuencia, en el resultado final. Éste es el enfoque sistémico que, en mi opinión, debe ser de obligada referencia para los estudios parciales sobre el tema.

En esta ocasión los estudios, de acuerdo con los términos de la convocatoria suscrita por el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deben circunscribirse a la legislación de amparo, es decir, a un subsistema de la administración de justicia federal, la que a su vez constituye un subsistema congruente con lo antes expuesto. En consecuencia, deben analizarse y, en su caso, preverse los efectos del proyecto de ley de amparo que se proponga produzca en otros sistemas o subsistemas, con los que el amparo tenga, en forma directa o indirecta, una relación funcional. Éste es el enfoque sistémico que propongo.

B. LAS CREENCIAS COMO ELEMENTO SUBJETIVO QUE CONDICIONA LA EFICACIA DE UNA REFORMA LEGISLATIVA

Éste es un tema que merece un estudio mucho más detenido y profundo, el cual por razón de tiempo y espacio no es posible realizar. El propósito, al abordar este tópico, se concreta a destacar la importancia de las creencias sociales respecto al tema a que se refiere la reforma legislativa; la necesidad de evaluar la fuerza de su reacción frente a la vigencia de la nueva ley y, por último, la posibilidad de actuar sobre dicha creencia mediante la estrategia que en cada caso se estime idónea, equivale a actuar sobre los aspectos culturales que facilitan o dificultan concretar los fines que la nueva ley se propone: las creencias son parte importante de la cultura de un grupo humano.

¿Qué debemos entender por creencia? En muchos casos, como lo señala Ferrater Mora, se usa creencia como sinónimo de fe. En muchos casos “creencia” y “fe” se usan de manera indistinta:

Hoy es bastante común  usar “creencia” en un sentido más general, y “fe” en un sentido más específico, cuando se trata de creencias religiosas. El termino más extendido hoy en contextos no religiosos es “creencia”.

Son diversos los significados que a lo largo de la historia de la filosofía ha tenido el vocablo “creencia”,
 mismos que considero innecesario analizar, en virtud de que al término “creencia”, para efecto de este estudio, se le otorga el mismo significado que le atribuye José Ortega y Gasset. 

Según Ferrater Mora, Ortega y Gasset ha proporcionado un sentido distinto a la voz “creencia”, que permite iluminar, a la luz de ella “la metafísica de la existencia humana”.
 Con el fin de lograr en este espacio un concepto fidedigno de lo que este filósofo entiende por creencia y, más importante aún, de las implicaciones que ésta tiene para la vida tanto individual como colectiva, se hace una extensa transcripción del ensayo “Historia como sistema”, en el que aborda el tema:

…La vida es quehacer. Y lo más grave de estos quehaceres en que la vida consiste no es que sea preciso hacerlos, sino, en cierto modo, lo contrario —quiero decir que nos encontramos siempre forzados a hacer algo, pero no nos encontramos nunca estrictamente forzados a hacer algo determinado, que nos es impuesto este o el otro quehacer, como le es impuesta al astro su trayectoria o a la piedra su gravitación—. Antes de hacer algo, tiene cada hombre que decidir, por su cuenta y riesgo, lo que va a hacer. Pero esta decisión es imposible si el hombre no posee algunas convicciones sobre lo que son las cosas en su derredor, los otros hombres, él mismo. Sólo en vista de ellas puede preferir una acción a otra, puede, en suma, vivir.

De aquí que el hombre tenga que estar siempre en una creencia y que la estructura de su vida dependa primordialmente de las creencias en que esté y que los cambios más decisivos de la humanidad sean los cambios de creencias, la intensificación o debilitación de las creencias. El diagnóstico de una existencia humana —de un hombre, de un pueblo, de una época— tiene que comenzar filiando el repertorio de sus convicciones. Son éstas el suelo de nuestra vida. Por eso se dice que en ellas el hombre está. Las creencias son lo que verdaderamente constituye el estado del hombre. Las he llamado “repertorio” para indicar que la pluralidad de creencias en que un hombre, un pueblo o una época está no posee nunca una articulación plenamente lógica, es decir, que no forma un sistema de ideas, como lo es o aspira a serlo, por ejemplo, una filosofía. Las creencias que coexisten en una vida humana, que la sostienen, impulsan y dirigen son, a veces, incongruentes, contradictorias o, por lo menos, inconexas. Nótese que todas esas calificaciones afectan a las creencias por lo que tienen de ideas. Pero es un error definir la creencia como idea. La idea agota su papel y consistencia con ser pensada y un hombre  puede pensar cuanto se le antoje y aun muchas cosas contra su antojo: En la mente surgen espontáneamente pensamientos sin nuestra voluntad ni deliberación y sin que produzcan efecto alguno en nuestro comportamiento. La creencia no es, sin más, la idea que se piensa sino aquella en que además se cree. Y el creer no es ya una operación  del mecanismo “intelectual”, sino que es una función del viviente como tal, la función de orientar su conducta, su quehacer.

Hecha esta advertencia, puedo retirar la expresión antes usada y decir que las creencias, mero repertorio incongruente en cuanto son sólo ideas, forman siempre un sistema en cuanto efectivas creencias o, lo que es igual, que, inarticuladas desde el punto de vista lógico o propiamente intelectual, tienen siempre una articulación vital, funcionan como creencias apoyándose unas en otras, integrándose y combinándose.  En suma, que se dan siempre como miembros de un organismo, de una estructura.  Esto hace, entre otras cosas, que posean siempre una arquitectura y actúen en jerarquía.  Hay en toda vida humana creencias básicas, fundamentales, radicales, y hay otras derivadas de aquéllas, sustentadas, sobre aquéllas y secundarias.  Esta indicación no puede ser más trivial, sea de la mayor importancia.

Pues si las creencias de que se vive careciesen de estructura, siendo como son en cada vida innumerables,  constituirían una pululación indócil a todo orden y, por lo mismo, ininteligible.  Es decir, que sería imposible el conocimiento de la vida humana.

El hecho de que, por el contrario, aparezcan en estructura y con jerarquía permite descubrir su orden secreto y, por tanto, entender la vida propia y la ajena, la de hoy y la de otro tiempo.

Así podemos decir ahora: el diagnóstico de una existencia humana (la de un hombre, de un pueblo, de una época( tiene que comenzar filiando el sistema de sus convicciones y para ello, antes que nada, fijando su creencia fundamental, la decisiva, la que porta y vivifica todas las demás.

Ahora bien: para fijar el estado de las creencias en un cierto momento, no hay más método que el de comparar éste con otro u otros.  Cuanto mayor sea el número de los términos de comparación, más preciso será el resultado otra advertencia banal cuyas consecuencias de alto bordo emergerán súbitamente al cabo de esta meditación.

Establecida la importancia fundamental que tienen las creencias en la vida de los individuos y de las sociedades, con lo cual coincido en forma total, estimo que el estudio de la historia y la psicología de los grupos humanos nos permiten determinar, con un alto grado de precisión, las creencias básicas en las se encuentra enraizado su quehacer cotidiano y sus expectativas para el futuro, así como el origen remoto de ellas.

También es importante la distinción que se establece entre ideas y creencias. Falta aplicar esta doctrina al campo del derecho y, en particular, a lo que hemos denominado “ingeniería social gradual” o “tecnología de paso a paso”. 

Todo régimen constitucional
 se finca y desarrolla a partir no sólo de doctrinas y  concepciones políticas  y jurídicas, sino de modo esencial en congruencia con su sistema de creencias básicas o fundamentales. Lo ha expuesto así, Maurice Hauriou:

Las creencias político morales son la fuerza del régimen constitucional. No importan tanto los mecanismos políticos como las energías espirituales que los han creado y que los animan. Estamos en presencia de creencias y de convicciones…Entendemos que han de considerarse como vivas las creencias sobre las cuales reposa el orden individualista de nuestras sociedades…

…Las creencias constitucionales tiene por objeto: primero, las ideas sobre las que reposa el orden; segundo, el poder de derecho; tercero, la libertad…

En cuanto a las consecuencias que las creencias pueden traer consigo para la filosofía y política, Popper expone:

…Algunos filósofos recientes han elaborado una doctrina de la impotencia esencial y la ausencia de importancia práctica de toda filosofía genuina y, por lo tanto, cabe suponer, de la epistemología.  La filosofía, afirman, no puede tener, por su misma naturaleza, consecuencias significativas y, por consiguiente, no puede influir en la ciencia ni en la política.  Pero yo creo que las ideas son entidades peligrosas y  poderosas, y que hasta los filósofos, a veces, han producido ideas.  En verdad, no me cabe duda alguna de que esta nueva doctrina de la impotencia de toda filosofía se halla ampliamente refutada por los hechos.

La situación es, realmente, muy simple.  Las creencias de un liberal  (la creencia en la posibilidad de un imperio de la ley, de una justicia equitativa, del establecimiento de derechos fundamentales  y de una sociedad libre( pueden sobrevivir fácilmente al reconocimiento de que los jueces no son omniscientes y pueden cometer errores acerca de los hechos, y de que, en la práctica, la justicia absoluta nunca se realiza en un juicio legal particular.  Pero esta creencia en la posibilidad de un imperio de la ley, de la justicia y de la libertad difícilmente puede sobrevivir a la aceptación de una epistemología para la cual no haya hechos objetivos, no solamente en caso particular, sino en cualquier caso, y para la cual un juez no puede cometer un error fáctico porque en materia de hechos no puede estar acertado ni equivocado.

Como lo señala Nicola Abbagnano, en forma atinada la creencia no implica por sí misma la validez objetiva de la noción que acepta ni, por lo demás, excluye esta validez.
 De ahí se desprende la necesidad de examinar de modo crítico las ideas, los conceptos y en general las proposiciones sobre las que recae la creencia. Me parece que las creencias pueden ser más poderosas que las ideas; expresado en otros términos, las creencias pueden impedir que las ideas y los propósitos que inspiran una legislación produzca los resultados esperados, más aún, la conviertan en inoperante.

El desarrollo de nuestro régimen constitucional, en especial en lo referente al amparo, ha estado dominado por determinadas creencias, muchas de ellas a la realidad que vivía el país a principios de siglo. Es preciso analizar si hoy, es decir, cien años después, aún son válidas las circunstancias sobre las que recaen dichas creencias, o si por el contrario, ha cambiado la realidad del país. En caso de que se concluya que la realidad ha permanecido estática, será necesario investigar las causas, analizar si es susceptible de cambio y en qué medida, y proceder a instrumentar la estrategia respectiva. Éstas son operaciones propias de la “ingeniería social gradual” para lograr una acción de gobierno efectiva, sea por vía administrativa o legislativa, como la nueva ley de amparo.

La “ingeniería social gradual” puede actuar tanto sobre la realidad como sobre las creencias cuando se aprecie que son erróneas, o bien que constituyen un obstáculo para el cambio social propuesto.

Éstas tan sólo son  algunas reflexiones de carácter general que es necesario tener presente al abordar el tema de la nueva ley de amparo, y sobre las cuales se sustenta la propuesta que formulo.

III. EL PORQUÉ Y PARA QUÉ DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

Estas interrogantes, la primera de las cuales se refiere a los motivos y la segunda a las finalidades, encuentran cabal respuesta en dos breves párrafos de la convocatoria suscrita por el presidente de la Suprema Corte, al establecer:

La consolidación de nuestro Estado de derecho resulta una alta prioridad para sus instituciones republicanas. El Estado de derecho que habremos de construir para el próximo milenio requiere contar con mejores leyes, a fin de garantizar la plena vigencia de nuestra Constitución, mayor capacidad para aplicar la ley y, sobre todo, una administración de justicia más eficaz.

Hoy más que nunca, la sociedad requiere contar con un sistema de justicia moderno que sea capaz de asegurar una pronta, completa e imparcial administración de justicia.

Las razones expresadas, como motivo para la convocatoria de una nueva ley de amparo, constituyen un reconocimiento expreso de que nuestro actual juicio de amparo perdió la eficacia requerida para responder en forma exacta a las finalidades que de manera original le fueron asignadas.

También es una aceptación tácita de que la eficacia de nuestro principal medio de control constitucional no es posible recuperarla con reformas a la ley de amparo vigente, sino que es preciso expedir una nueva ley de amparo. 

Reitero mi opinión de que lo que justifica la expedición de una nueva ley de amparo es el rediseño del juicio de amparo como instrumento protector de los derechos fundamentales del individuo, atendiendo a las necesidades y circunstancias actuales. De otra manera, no hay razón alguna para la expedición de una nueva ley, pues si el amparo continúa obedeciendo al mismo esquema vigente hasta hoy, basta y sobra con hacer las modificaciones necesarias a la actual ley de amparo. ¿Para qué una nueva ley si la estructura y el alcance del juicio de amparo, en lo fundamental,  permanecen intocados?

IV. REFORMA AL AMPARO: FACTORES A CONSIDERAR

Es verdad  que en México se inició una ambiciosa reforma de la Justicia federal, pero justo es reconocer que en la agenda de ésta, quedó pendiente un tema. Las modificaciones a los preceptos constitucionales publicadas en el Diario Oficial el 31 de diciembre de 1994 y la del 11 de junio de 1999, sólo se ocuparon de los problemas de integración, estructura, funcionamiento y competencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Poder Judicial de la Federación, lo que sin duda reviste gran importancia y trascendencia, pero soslayaron, y aún sigue sin abordarse, un tema esencial para que la reforma judicial posea permeabilidad a todos los estratos de la judicatura y no se quede estancada sólo en los superiores, y se traduzca en beneficios concretos para los justiciables, que en última instancia es lo que importa. 

Este tema, aún pendiente, es el relativo a la simplificación de los procedimientos, sobre todo referido al de amparo. El problema no es sencillo, ni puede resolverse con la simple eliminación de trámites y requisitos. ¡Ojalá sólo fuera eso!

Los factores que a mi juicio deben incluirse al abordar el difícil tema de la reforma al amparo son:

Primer factor: Todo justiciable desea, mejor aún exige, que su asunto litigioso, independientemente de su cuantía e importancia, culmine en un amparo y que de preferencia lo resuelva la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Al parecer, los justiciables se han convencido que esto último cada día es menos posible; sin embargo, parece que no desean renunciar a tener acceso al amparo en sus litigios, aunque éstos no lleguen a la Corte.

No es exagerado afirmar que si en un procedimiento, cualquiera que sea, se establecen diversos recursos ordinarios con los que se pueda revocar o modificar las resoluciones que se considere causan agravio, pero no existe, por lo menos, un recurso federal y que se denomine amparo, la mayoría de la población, incluso los especialistas en derecho, sentirá que no se le han otorgado las suficientes garantías o medios de defensa, y queda la impresión de que se sentirían desprotegidos, es decir, desamparados. Ésta es una de las creencias que se debe afrontar. ¿Será cierto que un sistema eficiente de administración de justicia exige que el Poder Judicial de la Federación intervenga en toda controversia cuando una de las partes lo requiera?

En mi opinión, esta arraigada creencia permite explicar, aunque de modo provisional sólo sea a nivel de hipótesis, que no haya sido posible desarrollar en el sistema jurídico mexicano instituciones como el reclamo, el habeas corpus o la casación, para citar sólo unos ejemplos. Estas instancias ya fueron, literalmente, no es metáfora, devoradas por el amparo. Al parecer, la voz amparo tiene un carácter mágico para el mexicano, es una  especie de amuleto capaz de conjurar los fantasmas de poderes arbitrarios y arrogantes que a través de la historia tanto daño le han hecho.

Éste es un problema muy grave que produce una paradoja muy curiosa, consistente en que la creación de nuevos órganos jurisdiccionales lejos de satisfacer la demanda que motivó la creación del nuevo órgano, al parecer la generan y multiplican de tal manera que pronto se requerirán en ese mismo lugar más órganos judiciales, pero éstos a su vez generarán mayor demanda y así de modo sucesivo. Ésta es una hipótesis que se apoya en el cuadro estadístico que se presenta como anexo a  esta propuesta. Obviamente, toda hipótesis está sujeta a discusión.

Debido al acelerado crecimiento del Poder Judicial de la Federación, la necesidad urgente, impostergable año con año, de crear nuevos juzgados de Distrito y sobre todo Tribunales Colegiados de Circuito en lugares en los que no hace mucho tiempo se habían instalado nuevos. No debe causar extrañeza que haya quienes se resistan a la idea de abrir más la posibilidad del amparo, sea por vía de la simplificación procesal o por permitir la procedencia de éste a campos antes vedados. No obstante que esta preocupación es comprensible, es preciso recordar y considerar que el amparo es un factor esencial, insustituible de nuestro Estado de derecho, y que la mejor manera de garantizar la paz y la tranquilidad social es fomentar que los particulares recurran a los tribunales a dirimir sus controversias, sobre todo las que tengan con las autoridades, litigios que son la materia del amparo. Para lograrlo no existe otro camino que el establecer procedimientos sencillos, ágiles, y jueces que en forma gradual ganen la confianza de los justiciables, porque se les considere imparciales, honestos y doctos. Cuando el particular no entiende con claridad la razón por la cual perdió, aunque se le exponga toda la técnica del amparo, de modo invariable responsabilizará al juez de su fracaso, atribuyéndole falta de imparcialidad, honestidad o ciencia; considero que incluso la credibilidad de los jueces depende de la sencillez y agilidad de los procedimientos que manejen.

Sin embargo, aquí habrá que enfrentar un problema: si de manera lisa y llana se simplifica el procedimiento de amparo, el crecimiento del Poder Judicial se desbordará de manera inimaginable, pues si con la actual complejidad ha crecido de manera incontrolable, ¿qué sucederá cuando el amparo sea tan sencillo que cualquier persona pueda accionarlo y obtener la protección federal? Si no se simplifica, seguirá perdiendo eficacia como instrumento protector de los derechos fundamentales del individuo y de la Constitución. El reto consiste en superar esta paradoja. La solución que propongo pretende esto y, como en su momento expondré, la clave del problema se encuentra en el amparo judicial.

Segundo factor: A mi juicio, la creciente complejidad del amparo se debe a dos circunstancias: en primer término a la influencia de la casación, originalmente en el amparo en materia judicial y después extendida a todo el amparo, y en segundo lugar, a un legítimo deseo de frenar o, por lo menos desalentar, lo que se conoce como el abuso del amparo, pues no es posible desconocer que el amparo se ha utilizado no sólo para proteger derechos o combatir actos arbitrarios, sino también para dilatar, si no es que para detener, procedimientos, judiciales o administrativos; en síntesis, también ha servido para entorpecer la administración de justicia, no sólo para procurarla. Considero que la solución se encuentra en diferenciar los procedimientos de amparo, a categorías de casos distintos hay que darles diversos tratamientos. Mi propuesta también pretende solucionar este problema.

Tercer factor: Pienso que consiste en un inadecuado sistema de acceso a la justicia de amparo. El problema radica, para expresarlo con una analogía geométrica, en que tenemos un sistema cuadrangular de acceso a la justicia, lo que significa que todos los justiciables, cualquiera que sea su asunto e independientemente de la cuantía y trascendencia del mismo, tienen acceso a todas las instancias que establece nuestro sistema procesal, incluso y de modo principal el amparo. Si bien es cierto que algunas legislaciones locales limitan el recurso de apelación en determinados casos, esto resulta intrascendente para la justicia de amparo, pues en todas esas controversias (aun las que por su cuantía y poca trascendencia no se les conceda el recurso de apelación) si una de las partes se lo propone llegará al amparo que resolverá en cuanto a legalidad un Tribunal Colegiado, y si se alegan cuestiones de inconstitucionalidad de una ley o la interpretación de un precepto constitucional, el asunto tocará las puertas de la Corte, aunque sólo sea para que ésta después de unos meses, determine que el asunto carece de importancia y trascendencia (de acuerdo con las recientes reformas), y lo devuelva al Colegiado. En esto consiste lo que he llamado sistema cuadrangular de administración de justicia, con lo que es fácil entender que el sistema tienda a saturarse y para evitarlo sea preciso crecer en forma desproporcionada.

Considero que el sistema que debe estructurarse tiene que ser de corte triangular, para continuar con las metáforas geométricas, con lo que pretendo expresar que el acceso a la justicia debe tener una base muy amplia, tal vez universal, pero eso sólo para la primera instancia, y abrir las instancias superiores no sólo en función del interés privado sino de la importancia y trascendencia del asunto, de tal manera que el acceso a ellas se reduzca en forma paulatina hasta llegar a la última instancia, integrada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que únicamente deberán decidirse aquellos asuntos que tengan importancia y trascendencia para el mismo orden jurídico, por permitir establecer criterios que determinarán el rumbo jurídico del país y que sirvan de fundamento a las resoluciones que dicten los órganos judiciales inferiores. Esto, más que el interés de parte, debe determinar que la Suprema Corte se aboque al conocimiento de un problema.

El sistema federal, consagrado en nuestra Constitución, en principio tendría que servir como base para la organización eficiente de la administración de justicia, pues sólo debería ocuparse de lo federal y cada estado sería responsable de la marcha de la justicia en su jurisdicción. En teoría, esto parece claro y sencillo, pero como nuestro sistema constitucional, en materia de administración de justicia, lo federal es todo, resulta válido afirmar que cualquier controversia local es federal por destino. En otras palabras, las resoluciones que dicten los jueces locales, incluyendo a los Tribunales Superiores de Justicia de los estados, son provisionales, pues su definitividad sólo la adquieren cuando las partes deciden no interponer amparo, o cuando el Tribunal Colegiado niega el amparo que contra tales resoluciones interpuso alguna de las partes.

Creo que este sistema es inadecuado y que deberá modificarse en la nueva legislación de amparo, la que, desde luego, incluirá reformas al artículo 107 constitucional.

El problema de acceso a la justicia de amparo —que en forma periódica conduce a la saturación del sistema, lo que ha obligado a un crecimiento difícil de mantener y que, al parecer, en poco tiempo será insostenible— encuentra solución, en mi opinión, en el establecimiento de diversos procedimientos de amparo, estructurados en función de los objetivos inmediatos que persiguen cada uno de ellos. 

Son cuatro los procedimientos diferenciados del amparo que propongo, los cuales deberán tener la suficiente autonomía procesal entre ellos, y son los siguientes: 1) amparo judicial, 2) amparo ordinario, 3) amparo de barandilla, y 4) amparo contra leyes.

1. Amparo judicial

Para denominar al que continúa en el ejercicio de la función de casación que hoy se realiza, sobre todo a través del amparo directo, el cual se justifica que sea más formal, más rígido, con mayores requisitos de procedencia, pues examina una cuestión juzgada por una o dos instancias judiciales. Aquí sí se debe ser muy estricto para evitar el abuso del amparo.

Según mi apreciación, el amparo judicial, debe limitarse en forma gradual y progresiva; debe seguirse en las entidades federativas un sistema similar al que se instrumentó con  los Tribunales Colegiados de Circuito, a los que de modo paulatino se les aumentó su competencia hasta que en 1988 se les otorgó competencia plena para el amparo legalidad, reservándose a la Corte únicamente la facultad de atracción para aquellos casos que se estimen de importancia y trascendencia.

En efecto, se recordará que, por reforma constitucional de 1951, nacen los Tribunales Colegiados de Circuito en medio de una gran polémica en la que se expresaban temores y resistencias a que se limitara la competencia de la Corte en favor de órganos de jerarquía inferior. El motivo fundamental de la reforma fue el rezago de la Suprema Corte. La creación de los Tribunales Colegiados fue la solución que se estimó más conveniente, o menos mala si se prefiere.

En mi opinión, el actual Poder Judicial de la Federación en su conjunto vive una situación similar, no idéntica, a la que experimentó la Corte en 1951
 en cuanto al rezago se refiere, por lo que la solución también puede ser similar respecto a la gradualidad, pero inversa en el sentido a la que se tomó entonces al ceder poco a poco la competencia a los Tribunales Colegiados de Circuito; también estimo necesario que se limite en forma progresiva la competencia de estos órganos jurisdiccionales, lo que equivale a que, en la medida de la limitación gradual y progresiva, las controversias del fuero común encuentren su última instancia en la justicia local.

En el artículo 7º  bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, que entró en vigor en 1951, en materia de amparo directo la competencia se estableció en los siguientes términos:

I.- De los juicios de amparo contra sentencias definitivas en materia civil o penal o laudo de las Juntas de Conciliación y Arbitraje, cuando la demanda se funde en violaciones substanciales cometidas durante la secuela del procedimiento o se trate de sentencias en materia civil o penal contra las que no proceda recurso de apelación, de acuerdo con la ley que las rija cualquiera que sean las violaciones alegadas. 

Siempre que al interponerse amparo contra sentencias definitivas en materia civil o penal o laudos en materia del trabajo se aleguen violaciones substanciales cometidas durante el procedimiento y violaciones cometidas en la sentencia o laudos respectivos se reclamarán conjuntamente, presentándose la demanda ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, el cual sólo decidirá sobre las violaciones substanciales durante el procedimiento si la sentencia fuera desfavorable el agraviado remitirá el expediente a la Suprema Corte de Justicia para que resuelva sobre las violaciones cometidas en sentencias o laudos.

Fue hasta las reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 30 de abril de 1968, es decir, 17 años después de creados los Tribunales Colegiados de Circuito, que se les otorgó facultades a dichos Tribunales para resolver cuestiones de fondo en materia de amparo directo. Al respecto, el artículo 7 bis, en su fracción I disponía:

Artículo 7º Bis. Son competentes los Tribunales Colegiados de Circuito para conocer:

I.- De los juicios de amparo directo contra sentencias definitivas o de laudos, por violaciones cometidas en ellas o durante la secuela del procedimiento, cuando se trate: 

a) En materia penal, de sentencias dictadas por autoridades judiciales del orden común en los casos no previstos en la fracción III inciso a) del artículo 24 de esta ley,
 o de sentencias dictadas en incidentes de reparación del daño exigible a personas distintas de los inculpados, o en los de responsabilidad civil pronunciadas por los mismos tribunales que conozcan o hayan conocido de los procesos respectivos o por tribunales diversos, en los de responsabilidad civil pronunciadas por los mismos tribunales que conozcan o hayan conocido de los procesos respectivos, o por tribunales diversos, en los juicios de responsabilidad civil, cuando la acción se funde en la comisión del delito de que se trate, si se satisfacen las condiciones señaladas en la primera parte de este inciso:

b) En materia administrativa, de sentencias dictadas por tribunales administrativos o judiciales, en todos los casos si son locales y, tratándose de federales, siempre que el interés del negocio no exceda de quinientos mil pesos, o sea de cuantía indeterminada, salvo lo dispuesto en el artículo 25, fracción III, de esta ley.
 En este caso, el tribunal a instancia fundada de cualquiera de las partes o de oficio remitirá el expediente a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia.

c) En materia civil o mercantil, de sentencias respecto de las que no proceda el recurso de apelación, de acuerdo con las leyes que lo rigen o de sentencias dictadas en apelación siempre que no se trate de controversias sobre acciones del estado civil, ni de juicios del orden común o federal cuya cuantía sea indeterminada o exceda de cien mil pesos;

d) En materia laboral, de laudos dictados por Juntas centrales de Conciliación y Arbitraje, siempre que no sean de la competencia de la Suprema Corte de Justicia;

e) En los casos en que el recurso se interponga en juicios de amparo en materia administrativa, siempre que el interés del negocio no exceda de quinientos mil pesos o sea de cuantía indeterminada, salvo lo dispuesto en el artículo 25, fracción III, de esta ley.
 En este caso, el tribunal a instancia fundada de cualquiera de las partes o de oficio remitirá el expediente a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia.

…

A través de sucesivas reformas a la Ley Orgánica se fue aumentó la importancia y la cuantía de los asuntos competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, hasta llegar al año de 1988 en que estos órganos jurisdiccionales absorbieron toda la competencia en materia de amparo directo. Es decir, 37 años después de creados y a 20 años de otorgarles la competencia para resolver cuestiones de fondo en amparo directo. 

Es un buen ejemplo de ingeniería social gradual el de los Tribunales Colegiados de Circuito. Nadie duda en el presente de la aptitud de los Tribunales Colegiados de Circuito para resolver toda controversia que se suscite en amparo directo. La única excepción es la de aquellos asuntos en que la Corte decida ejercer la facultad de atracción, pero esto no por falta de capacidad técnica sino para atender la importancia y trascendencia del asunto, la que en cada caso determinará la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Esta obra de ingeniería social gradual que se aplicó con tanta eficacia en los Tribunales Colegiados de Circuito, es posible repetirla, también en forma gradual, en las entidades federativas para que en el transcurso de algunos años asuman en forma plena su soberanía en materia de administración de justicia.

Mi propuesta es que se inicie un proceso gradual y progresivo para devolver a los estados la autonomía en materia de administración de justicia y declarar improcedente el juicio de amparo en el mismo tipo de asuntos a que se refiere la fracción primera del artículo 7 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, cuyas reformas se publicaron en el Diario Oficial de la Federación el 30 de abril de 1968, transcrito con anterioridad, lo que equivale a otorgar de modo  constitucional a los Tribunales Superiores de Justicia la misma confianza que en 1968 se depositó en los Tribunales Colegiados de Circuito. Creo que esto sería un importante impulso para el desarrollo institucional de la justicia local.

Con esta disposición se iniciará un proceso gradual y progresivo para que las entidades federativas asuman plenamente su responsabilidad en materia de administración de justicia, que tal vez culmine en unos cuantos decenios, como aconteció con los Tribunales Colegiados. El Poder Judicial de la Federación sólo conservará una facultad similar a la de atracción para casos en verdad excepcionales, como la que en la actualidad tiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Insisto en que el establecimiento de la improcedencia del amparo en los casos mencionados no impide que los Tribunales Colegiados conserven una facultad similar a la de atracción para aquellos asuntos que, no obstante encontrarse en esas hipótesis, se considere necesario los conozca la justicia federal, bien sea por su importancia y trascendencia o por la injerencia que tengan, o puedan tener, las autoridades locales para presionar por un fallo en determinado sentido.

2. Amparo ordinario

Se designa con este nombre al que, a través de un procedimiento ágil, sumario, sin complicaciones técnicas, esté al alcance de cualquier persona sin una preparación técnica especializada, en los casos en que no se reclamen actos provenientes de autoridades jurisdiccionales, reivindique los propósitos y finalidades originales del juicio de amparo, ideales y aspiraciones que se encuentran muy bien reflejados en la definición de amparo que hace más de cien años formuló el jurista jalisciense Ignacio L. Vallarta en su obra El juicio de amparo y el write of habeas corpus, publicado por primera vez en 1881,  en el que expone:

El amparo puede definirse diciendo que es el proceso legal intentado para recuperar sumariamente cualquiera de los derechos del hombre consignados en la Constitución y atacados por una autoridad de cualquier categoría que sea, o para eximirse de la obediencia de una ley o mandato de autoridad que ha invadido la esfera federal o local respectivamente.

Creo que como punto de partida para la elaboración del procedimiento ordinario de amparo podría tomarse la ley de amparo de 1882, con las modificaciones y adiciones que aconsejen la experiencia de más de cien años de su práctica, pero cuidando su sencillez y agilidad. Volver al origen, regresar al punto de partida, pero con la experiencia que da saber dónde y por qué se perdió el rumbo en el primer trayecto de recorrido. Desandar lo andado para volver a andarlo bien.

3. Amparo barandilla

En otro ensayo también  propuse un tipo de procedimiento para los casos de urgencia, aquellos que, por su naturaleza, lo más importante sea la rapidez y oportunidad de la decisión que el elaborado y puntilloso discurso en que ésta se funde. Se propone un amparo sumarísimo que incluso opere por comparecencia, al cual he llamado amparo de barandilla. Éste obedece éste a la necesidad de llevar o trasladar los principios humanos y jurídicos que inspiran a la justicia de paz al ámbito federal de la protección de las garantías individuales, también llamadas derechos humanos por nuestra Constitución. Quizá en este tipo de procedimiento de amparo lo aconsejable sea que no exista recurso alguno, pero esto habría que discutirlo.

Son innumerables los casos en materia administrativa que en beneficio de la sociedad, no sólo del quejoso, requieren una solución judicial rápida, inmediata, con base en la cual puedan protegerse de modo legítimo los derechos individuales, pero también los sociales, pues al quedar determinado por una autoridad judicial que en el caso concreto el acto de autoridad estuvo ajustado a la Constitución, y que, en consecuencia no viola garantías individuales, propicia el uso legítimo de la fuerza pública, es decir, de que el Estado ejerza su facultad coactiva en beneficio de la sociedad, para hacer cumplir una determinación cuya legalidad quedó plenamente confirmada con la negativa del amparo.

4. Amparo contra leyes

En cierta ocasión expuse estas ideas al doctor José Luis Soberanes y él sugirió la conveniencia de establecer otro tipo de procedimiento diferenciado de amparo: el amparo contra leyes. La idea me pareció hizo muy interesante pues, creo que debe distinguirse entre el amparo contra actos y el amparo contra leyes, y es necesario iniciar la discusión de qué principios se sustraen al amparo contra actos para darle un tratamiento distinto en el amparo contra leyes. Considero que el tema reviste gran importancia.

Se ha hablado con insistencia de la conveniencia de dar al amparo contra leyes efectos erga omnes. En efecto, algunos distinguidos juristas, entre quienes sobresale Héctor Fix Zamudio, en un intento de finalizar con las graves inequidades, que atribuyen al principio de relatividad de la sentencia en el amparo contra leyes, propusieron que se diera efectos erga omnes a la sentencia en el amparo contra leyes.

Establecer que una vez que se siente Jurisprudencia de la Suprema Corte al declarar la inconstitucionalidad de algún precepto, éste, en forma automática y en la medida en que la Corte lo considere contrario a la Carta Magna, sea abrogado o derogado, según sea el caso. Esto equivaldría a otorgar a la Suprema Corte facultades legislativas de carácter negativo.

Entre los inconvenientes aducidos, se encuentra el del carácter retroactivo que hoy se considera inherente a la sentencia que concede el amparo; por ejemplo, supongamos que se concede el amparo por considerar inconstitucional un tributo, si la sentencia tiene efectos erga omnes, el fisco tendría que devolver todo lo que cobró por ese tributo, no sólo al quejoso que ganó el amparo sino a todo causante que lo haya pagado, lo cual podría conducir al fisco a una grave situación financiera que revertiría en perjuicio de la sociedad misma. Esta situación  podría ser superada de manera fácil con una disposición semejante a la que establece el artículo 105 constitucional: 

La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.

De no aceptarse este sistema, podría optarse por otro más moderado, menos radical, consistente en modificar el artículo 71 constitucional para otorgar a la Suprema Corte el derecho de iniciar leyes. Entiendo que ya hay alguna proposición para facultarla para presentar iniciativas de las leyes que le competan en forma directa (Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, Ley de Amparo, Código Federal de Procedimientos Civiles); sin embargo, mi sugerencia es que ese derecho de iniciar leyes también incluya la derogación o abrogación, según sea el caso, de aquellas sobre cuya inconstitucionalidad se haya pronunciado el más Alto Tribunal, aunque sean criterios que no constituyan jurisprudencia. De esta manera se establecerá un diálogo entre el Legislativo, federal o local, y la Suprema Corte, que tal vez dé como resultado la derogación o abrogación de la ley o, también, que ante los argumentos de los legisladores, este Alto Tribunal cambie su criterio, y si ya se había integrado Jurisprudencia al declarar la inconstitucionalidad de una ley, la interrumpa, y entonces las autoridades continúen con la aplicación de la ley. Me inclino por este último sistema.

Ambos sistemas tienen ventajas y desventajas. La ponderación de las mismas durante la discusión que se realice en el Congreso Nacional de Juristas determinará qué termine que sistema debe adoptarse. De lo que estoy convencido es que el amparo contra leyes no puede subsistir con su regulación actual. 

Estas son las reflexiones en lo que concierne a la estructura y límites del juicio de amparo. A continuación expongo mis inquietudes respecto a otros aspectos que pienso deben someterse a discusión.

V. LA OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA.

Sin importar que se acepte o no el efecto erga omnes de la sentencia tratándose del amparo contra leyes, es incuestionable que la jurisprudencia debe acatarse por todas las autoridades obligadas conforme al artículo 16 constitucional a fundar y motivar de modo legal sus resoluciones; en consecuencia, debe modificarse el primer párrafo de los artículos 192 y 193 de la ley de amparo, o su equivalente en la nueva ley para incorporar a las autoridades administrativas. Las razones medulares que expuse en el ensayo citado son las siguientes: 


Hace muchos años cursaba la materia “garantías y amparo” en el cuarto año de la carrera, cuando escuché una frase que se atribuía al licenciado Manuel Moreno Sánchez durante su gestión como presidente de la Gran Comisión del Senado de la República en la administración del Presidente Adolfo López Mateos: “La ley es legal aunque sea inconstitucional”. Se afirma que esta sentencia, causó cierto escándalo en su época, pero no deja de ser cierta. Desde entonces, esta afirmación expresa con toda claridad una de las mayores distorsiones que adolece nuestro sistema judicial, una incongruencia fundamental que afecta la estructura misma del Estado de derecho, pues se supone que la Jurisprudencia de la Suprema Corte sólo obliga, es decir, vincula a órganos jurisdiccionales, no así al Poder Legislativo y al Ejecutivo. A mi juicio, esto constituye, como dirían los ingenieros civiles, una falla estructural del sistema jurídico mexicano de la cual, hasta la fecha, no se ha tomado suficiente conciencia. 

El origen de esta falla no se encuentra en la Constitución, sino en dos normas secundarias: el primer párrafo de los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo, respectivamente.

En consecuencia, si en un futuro se presenta la oportunidad de que la Suprema Corte de Justicia examine la constitucionalidad de los mencionados preceptos y concluye que los mismos violan la Carta Magna, como estoy convencido que sucede así, el problema sería superable con facilidad, pues a través de la misma Jurisprudencia de la Corte el sistema de Jurisprudencia recuperaría la congruencia lógica propia a su naturaleza: integrar e interpretar todas las normas que componen el orden jurídico mexicano, a las cuales deben sujetarse todas las autoridades encargadas de aplicarlo, no sólo los juzgadores. 

En efecto, el primer párrafo del artículo 192 establece la obligatoriedad de la Jurisprudencia de la Corte para los siguientes órganos, todos de naturaleza jurisdiccional: 1) las Salas de la Suprema Corte, la que emita ésta funcionando en Pleno; 2) los Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito; 3) los Juzgados de Distrito; 4) los Tribunales Militares; 5) los tribunales judiciales del orden común de los estados y del Distrito Federal, y 6) los tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.

Por su parte, el primer párrafo del artículo 193 de la Ley de Amparo establece los órganos, también de naturaleza jurisdiccional, para los que es obligatoria la Jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito. Éstos son los mismos que enumera el artículo 192, con excepción de las Salas de la Corte, pues por razón de jerarquía los criterios de un órgano inferior no pueden ser obligatorios para el superior, y de los propios Tribunales Colegiados, en virtud de que, en nuestro sistema, la Jurisprudencia no es obligatoria para el órgano que la emite, para que éste puede modificarla cuando estime que debe hacerlo, si bien deben exponer las razones que motiven el cambio de criterio; de otra manera, la Jurisprudencia que dichos órganos emitan quedaría congelada para siempre, lo cual se antoja inconveniente.

Como puede advertirse todos los órganos a los cuales obliga la Jurisprudencia son de carácter jurisdiccional. No aparecen entre los que están obligados a acatarla los órganos legislativos que emitieron la ley cuya inconstitucionalidad se reclama, ni los órganos del Poder Ejecutivo o de la administración (centralizada o descentralizada) encargados de ejecutarla.

De acuerdo con lo dispuesto por los preceptos de la Ley de Amparo citados, sólo obliga la Jurisprudencia a los que van a juzgar y, en su caso, a reparar la violación a la Constitución una vez cometida, pero no obliga a los que pueden cometer la violación, para de esta manera prevenir o evitar que la cometan. En otros términos, es “legal”  que un órgano administrativo (poder Ejecutivo) cometa una violación constitucional al aplicar una ley sido declarada inconstitucional por la Jurisprudencia de la Corte o dar a los preceptos en que funda su resolución una interpretación contraria a la que ésta o la emitida por los Tribunales Colegiados han establecieron. ¿Por qué? Pues por la sencilla razón de que, según los preceptos de la Ley de Amparo citados, la Jurisprudencia no obliga a los órganos administrativos ni a los legislativos.

¿Por qué se afirma que violan la Constitución las autoridades administrativas (Poder Ejecutivo) cuando aplican una ley  declarada inconstitucional o le dan una interpretación contraria a la establecida por la Jurisprudencia de la Corte o de los Tribunales Colegiados, si dicha Jurisprudencia no les es obligatoria conforme a la Ley de Amparo? Porque al desacatar la Jurisprudencia de la Corte o, en su caso, la de los Tribunales Colegiados,  incumplen lo ordenado en el primer párrafo del artículo 16 constitucional que dispone de modo textual: 

Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

Habida cuenta que la autoridad que basa una determinación en una ley inconstitucional o interpretada en forma indebida no cumple con la obligación de fundar la causa legal del procedimiento, la fundamentación,  en todo caso será, aparente; tan es así que de ser reclamada en amparo esa resolución, éste tendría que concederse precisamente por fundamentación indebida. De lo anterior se desprende que si el Ejecutivo no acata la Jurisprudencia de la Corte,  viola el artículo 16 constitucional, primer párrafo, pues no podrá cumplir con la obligación que éste le impone de fundar la causa legal del procedimiento. Sin embargo, si ese mismo caso,  en el que, como hemos visto, fue “legal” violar la Constitución, se reclama en el amparo, entonces “lo legal”, lo procedente en el aspecto jurídico, será conceder el amparo y protección de la justicia federal al quejoso, según fórmula  tradicional usada, porque la autoridad violó la Constitución al  fundar su acto en una ley inconstitucional, o cuya interpretación es contraria a la establecida por la Jurisprudencia, es decir, por estar fundado de manera indebida.

La anterior Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación entiende por fundamentación y motivación, para los efectos del artículo 16 constitucional, lo siguiente:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Para comprender mejor el enfoque que aquí se expone, es preciso distinguir cuándo la falta de fundamentación y motivación constituye una violación procesal o formal, como también se le ha llamado, y en qué casos constituye una violación de fondo, pues ambos supuestos ameritan un tratamiento diferente en el amparo porque la sentencia que concede el amparo también tiene efectos distintos, como lo expresó con toda claridad la anterior Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE. Si el acto reclamado no es intrínseca y radicalmente anticonstitucional porque no evidencia en sí mismo la falta de norma alguna legal, o reglamentaria, que pudiera justificarlo (como sucedería, por ejemplo, respecto de un acto dictado sin competencia constitucional) para obtener, de modo indubitable, una conclusión sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de dicho acto, que yendo más allá de su aspecto formal trascendiera al fondo, esto es, a su contenido, sería preciso hacer un estudio exhaustivo de todas las leyes y reglamentos, a fin de poder determinar si existe o no alguna disposición que le sirva de apoyo, estudio que no es dable realizar en el juicio de amparo. Llámese violación procesal o formal (los dos términos se han empleado indistintamente en la Jurisprudencia, aunque el primero, en verdad, no con intachable propiedad) a la abstención de expresar el fundamento y motivo de un acto de autoridad, lo cierto es que tal abstención impide juzgar el acto en cuanto al fondo, por carecerse de los elementos necesarios para ello, pues desconocidos tales fundamento y motivo, los mismos no pueden ser objeto de apreciación jurídica alguna. La reparación de la violación cometida, mediante el otorgamiento del amparo, consiste en dejar insubsistente el acto formalmente ilegal; pero no juzgada la constitucionalidad del propio acto en cuanto al fondo por desconocerse sus motivos y fundamentos, no puede impedirse a la autoridad que emita un nuevo acto en el que purgue los vicios formales del anterior, el cual, en su caso, podría reclamarse en un amparo, entonces sí, por violaciones de fondo concernientes a su fundamentación y motivación ya expresados. Si bien no puede impedirse a la autoridad que reitere el acto, con tal que lo funde y motive, tampoco puede obligársele a que haga su reiteración, pues si la propia autoridad encuentra que, ciertamente, el acto reclamado no podría apoyarse en irreprochables motivos y fundamentos legales, estará en aptitud de no insistir en el mismo. En consecuencia, la concesión del amparo contra un acto no fundado ni motivado únicamente constriñe a la responsable a dejarlo insubsistente, mas no a reiterarlo purgando esos vicios formales.

De lo anterior puede concluirse que es posible hablar de falta de fundamentación en dos sentidos: el primero, como violación procesal o formal a que se refiere la Jurisprudencia antes transcrita, a cuyos efectos debe agregarse que el segundo párrafo de la fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo dispone que para este tipo de violación formal “No existe obligación de agotar tales recursos  o medios de defensa [a los que se refiere el primer párrafo], si el acto reclamado carece de fundamentación”; y el segundo, como violación de fondo, cuando habiéndose invocado preceptos legales y expuesto determinados motivos, resultan inaplicables o equivocados. En la práctica judicial se denomina esta última circunstancia “indebida fundamentación y motivación” para diferenciarla del primer caso, pero resulta evidente que también en el segundo caso existe falta de fundamentación, aunque amerite un tratamiento distinto, pues la exigencia del artículo 16 constitucional no se satisface con la invocación de cualquier precepto y la exposición de motivos aunque sean incorrectos, sino que es requisito esencial que el precepto que se cita como fundamento sea constitucional, se haya interpretado en forma correcta y sea aplicable en el caso concreto. De otra manera, no se habrá fundado la causa legal del procedimiento, o si se quiere, se ha fundado de manera indebida, que para el caso es lo mismo; por ello, la Jurisprudencia de la Corte citada en primer término pone énfasis al señalar: “De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado...”. También se ha expuesto lo anterior en una antigua ejecutoria de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a continuación se transcribe:

AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, FUNDAMENTOS DE LOS ACTOS DE LAS. Para que un acto de autoridad satisfaga los requisitos legales de fundamentación y de motivación debe satisfacer por una parte, los llamados requisitos formales que consisten en la expresión de motivos y disposiciones legales que se consideren aplicables, y por otra, los requisitos de fondo consistentes en que los motivos invocados sean reales y ciertos y que conforme a los preceptos legales aplicables sean bastantes para producir el acto de la autoridad. Por tanto, negar la solicitud de funcionamiento de un hotel con la sola expresión de la propia negativa, hace notorio, en vista del texto de ella, que no satisface los requisitos constitucionales.

De acuerdo con lo expuesto, tengo la firme convicción, sin la menor duda, de que el primer párrafo de los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo, al no incluir  a los órganos que integran el Poder Ejecutivo entre aquellos a los que les es obligatoria la Jurisprudencia, son violatorios del primer párrafo del artículo 16 constitucional; habida cuenta de que, conforme a este último precepto, sí es obligatoria la Jurisprudencia a las autoridades administrativas (Poder Ejecutivo). Es de esperarse que pronto se presente la ocasión en que la Suprema Corte pueda declararlo así.

Para llegar a la anterior conclusión, no es obstáculo, lo dispuesto en el séptimo párrafo del artículo 94 constitucional en el sentido de que:

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la Jurisprudencia que establezcan los tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre interpretación de la Constitución, leyes, reglamentos federales o locales y tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano, así como los requisitos para su interrupción y modificación.

El vocablo “términos” que se emplea en el párrafo transcrito sin duda se refiere a requisitos y condiciones que deberá reunir la Jurisprudencia para ser obligatoria, tal como lo hace la Ley de Amparo cuando establece la manera como se integra la Jurisprudencia por reiteración y por contradicción, los requisitos que deben llenar ambas, etcétera. Ahora bien, esta facultad que le otorga la Constitución al legislador ordinario, ¿será tan discrecional para permitirle excluir de la obligatoriedad de la Jurisprudencia al Poder Ejecutivo y, en general, a todo órgano público que no tenga carácter jurisdiccional, como los mencionados en el primer párrafo de los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo? ¿Habrá querido el Poder Revisor de la Constitución, al introducir el mencionado párrafo, establecer un estado de excepción constitucional en favor, es decir, en beneficio de los órganos de gobierno que no tengan carácter jurisdiccional? La única respuesta jurídicamente válida, es No. El séptimo párrafo del artículo 94 constitucional debe interpretarse en función y dentro de los límites establecidos por el artículo 16 constitucional, la ley ordinaria no puede eximir al Ejecutivo de fundar sus resoluciones en la interpretación que hace la Jurisprudencia de la Constitución y de la ley secundaria, como ya se demostró,  se lo impone el mencionado artículo 16. En otras palabras, resulta indiscutible que corresponde al legislador ordinario fijar “los términos en que sea obligatoria la Jurisprudencia que establezcan los tribunales del Poder Judicial de la Federación...” Una vez establecidos éstos, la Jurisprudencia deberá ser obligatoria para toda autoridad obligada (valga la redundancia( de manera constitucional a fundar sus resoluciones, no sólo para aquellas que al legislador ordinario le parezca. 

Estimar lo contrario, además de constituir una infracción al texto constitucional, se traduce en una grave inequidad al particular, pues éste tiene que soportar la penosa y onerosa carga de iniciar todo un procedimiento de amparo para librarse de una declarada inconstitucional por la Jurisprudencia de la Suprema Corte. La autoridad que aplica una ley consciente de que fue declarada inconstitucional por la Jurisprudencia de la Corte, ¿puede considerarse que ha actuado de “buena fe”? ¿Es legítimo su proceder? ¿No convendría equiparar la aplicación de una ley declarada inconstitucional por la Suprema Corte, sobre todo cuando es por los actos de dicha autoridad que se ha formado la Jurisprudencia, con la repetición del acto reclamado y cesar a la autoridad responsable por su poco aprecio al Estado de derecho? También trae como consecuencia una importante y trascendente distorsión lógica, es decir, de congruencia interna, para todo el sistema jurídico nacional, al orden jurídico en su integridad, la cual, me parece, consiste en lo siguiente:

Es un axioma
 jurídico-político del constitucionalismo, que da fundamento al Estado de derecho, el llamado principio de legalidad, mismo que suele enunciarse en los siguientes términos: las autoridades sólo pueden realizar aquello que les permita en forma expresa la ley; en consecuencia, todo lo demás les queda vedado, es decir, prohibido.

El tratadista mexicano Gabino Fraga explica el principio de legalidad en los siguientes términos:

Cuando definimos la función administrativa, indicamos que constituye una función del Estado que se realiza bajo un orden jurídico. Este último elemento significa que dicha función se desarrolla sometida al llamado principio de legalidad que precisamente consiste en que ningún órgano del Estado puede tomar una decisión individual que no sea conforme a una disposición general anteriormente dictada. Es decir, la legalidad significa, como lo dice Vedel, “conformidad con el derecho y  es sinónimo de regularidad jurídica...”

“El principio de legalidad se puede entender desde un punto de vista material, en cuyo caso su alcance es el de que la norma en la que se funde cualquier decisión individual tiene que ser una norma de carácter abstracto e impersonal. Puede también ser tomado en sentido formal, significándose entonces que además de ser una ley desde el punto de vista material, la norma bajo la cual se realice el acto individual debe también tener los caracteres de una ley desde el punto de vista formal, es decir, que debe ser una disposición expedida por el Poder que conforme al régimen constitucional esté normalmente encargado de la formación de las Leyes”.

“El principio de que ningún órgano del Estado puede realizar actos individuales que no estén previstos o autorizados por disposición general anterior tiene en todos los Estados modernos un carácter casi absoluto, pues, salvo el caso de facultad discrecional, en ningún otro y por ningún motivo es posible hacer excepción a este principio fundamental. (V. Jurisp. S.C de J. 1917-1975. Pleno y Salas. Tesis 46, pág. 59.)”

La Jurisprudencia que cita Gabino Fraga en el último de los párrafos transcritos es muy breve, ocupa poco más de una línea y es del tenor siguiente:

AUTORIDADES: Las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite. 

Ahora bien, establecido lo anterior debe concluirse que de sostenerse la validez constitucional del primer párrafo de los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo, la lógica obligaría a admitir que existen dos tipos de leyes o, mejor aún, que una misma ley puede tener dos significados y dos tipos de vinculación con los destinatarios de la misma, según el sujeto que le corresponda exigir su cumplimiento.

Una es la que podríamos llamar la ley “depurada”, cuya interpretación fue establecida por la Jurisprudencia. Es una ley en la cual los Tribunales de la Federación descifraron el sentido y alcance de sus términos. También es una ley “depurada” aquella cuya inconstitucionalidad declarada por la Jurisprudencia de la Suprema Corte. Esta ley “depurada” o “cualificada” es para consumo obligatorio sólo para los órganos que realizan funciones jurisdiccionales a que se refieren los artículos 192 y 193 citados. Dichos órganos tienen la obligación de aplicar la ley tal y como la interpretó la Jurisprudencia y, en consecuencia, de no aplicar la ley cuya inconstitucionalidad fue establecida por aquélla.

Otra sería la que llamaremos “ley en bruto”, que corresponde acatar a las autoridades administrativas. Se podría decir que estas autoridades sólo están obligadas a acatar la ley tal como ellas mismas quieran entenderla, en su literalidad descarnada, al margen de la interpretación y de la valoración constitucional que haga la Jurisprudencia. Si los Tribunales de la Federación anulan los actos de la autoridad administrativa porque hicieron una interpretación indebida de la ley o porque la ley en que se fundaron es inconstitucional, y luego establecen Jurisprudencia al respecto; esto es historia que pertenece al pasado, pues es perfectamente “legal” que la autoridad en el futuro, reincida en su interpretación errónea o que aplique la ley declarada inconstitucional, pues, en términos supuestos, la Jurisprudencia sólo obliga a los órganos jurisdiccionales mencionados. Si el particular quiere librarse de la aplicación de una ley declarada inconstitucional por la Jurisprudencia de la Corte, pues que contrate un abogado para que le promueva un amparo y después de sufrir un calvario de varios meses,  incluso años, y de una nada insignificante sangría económica, obtenga una sentencia en la que se le diga lo que ya se sabía desde el principio, que la ley que se le aplicó era inconstitucional tal como lo había declarado la Jurisprudencia. Si acaso sucede algún incidente procesal, como que la demanda sea extemporánea, opere la caducidad, la demanda cubra todos los requisitos de ley, entonces sólo queda decir ¡lástima, para la próxima más cuidado y suerte! Pero la ley inconstitucional subsiste como trampa para incautos, descuidados o menesterosos que no pueden pagar un abogado especializado en amparo. ¿Esto corresponde a un auténtico Estado de derecho? ¿Ésta es la forma correcta en que debe interpretarse la obligación de fundar que establece el artículo 16 constitucional?

En mi opinión, el error consiste en considerar que la ley y la Jurisprudencia son dos cosas distintas, cuando en realidad la jurisprudencia es la única forma valida como debe interpretarse la ley, es parte esencial de la ley, no un añadido que el legislador pueda decidir que a unos obligue y a otros no. En otras palabras, la ley dice exacta y únicamente lo que la Jurisprudencia dice que dice, no tiene, ni puede tener, otro sentido ni otro significado. En consecuencia, para toda autoridad la ley ordena lo que la Jurisprudencia dice que ordena, pero no sólo para los órganos jurisdiccionales.

La experiencia me aconseja hacer una precisión: en cuanta ocasión he expuesto el tema de la obligatoriedad de la jurisprudencia no han faltado expresiones de inquietud en el auditorio, si no es que de franca preocupación, por el principio de relatividad de la sentencia en el amparo. Es interesante advertir la importancia que aún se concede a este principio incluso por quienes que reconocen las graves inequidades que propicia su supuesta aplicación, cuando en realidad no se aplicando la fracción II del artículo 107 de la Constitución, sino que se infringe el primer párrafo del artículo 16 de dicho ordenamiento, como he intentado demostrarlo. He tenido que aclarar al auditorio que el enfoque que he expuesto, a diferencia del sostenido por el doctor Héctor Fix Zamudio, no importa una excepción al principio de relatividad de la sentencia en el amparo contra leyes, pues su aplicación todavía es idéntica al del amparo contra actos: sólo afecta a las partes en el juicio. Trataré de explicarme. Oscar Rabasa expone:

Conforme a las teorías del sistema anglosajón de derecho que se llama common law, y en la jurisprudencia de aquellos países que se rigen por él, lo mismo que en los sistemas jurídicos de las demás naciones, toda sentencia judicial reviste dos aspectos, particularmente por lo que respecta a la pronunciada por los tribunales de última instancia, que causa ejecutoria y no está sujeta a revisión, modificación o revocación posteriores.

El primer aspecto es el efecto del fallo por cuanto a las partes litigantes. En este sentido, la decisión y la sentencia constituyen la resolución definitiva y permanente de los derechos y obligaciones de las partes contendientes y de sus causahabientes, que hayan sido motivo de la litis en la controversia entablada entre ellas.

Desde esta perspectiva, la decisión judicial sólo tiene fuerza obligatoria para las partes personadas en el juicio y para quienes deduzcan derechos de ellas, en relación con las cuestiones debatidas en el caso concreto de que se trate. Por virtud de la sentencia, las cuestiones controvertidas quedan resueltas en forma definitiva con respecto a las partes en litigio, y las materias objeto del pleito nunca más pueden ser discutidas entre ellas en la vía judicial, porque a diferencia de la ley, que es de observancia general, los efectos de la sentencia se limitan al caso concreto que la ha motivado. Tal es la regla universal de derecho de la res judicata, o cosa juzgada.

El segundo aspecto es el efecto general del fallo en relación con otras personas que no son partes en el juicio. En esencia, la función de los tribunales es, aplicar la ley en los casos concretos que se presenten, y no crearla; pero como el derecho positivo no siempre es claro ni puede humanamente prever todas las situaciones jurídicas que en la vida real se susciten, el juez en ocasiones tampoco está en aptitud de aplicar el texto expreso de la ley para resolver las cuestiones particulares que se le planteen, y debe hacer labor de interpretación para fijar y definir el sentido de las normas legales positivas, o bien, ante la falta de una disposición textual aplicable al caso, llenar las lagunas que deje el legislador y establecer los principios generales de derecho que resuelvan la cuestión controvertida. En este aspecto, la obra del Poder Judicial se asemeja a la del Poder legislativo, sobre todo en los países de derecho consuetudinario anglosajón en donde el sentido de la ley formal debe ser establecido de modo invariable por la jurisprudencia de los tribunales: la decisión del juzgador se convierte en precedente obligatorio para el propio tribunal que la dicta, así como para todos los demás cuando resuelvan casos iguales o semejantes.

Los dos aspectos se encuentran en las sentencias de los Tribunales Colegiados de Circuito y en las de la Suprema Corte, con la diferencia, respecto al segundo aspecto, de que lo que en el derecho anglosajón se denomina precedente, en nuestra tradición jurídica le llamamos jurisprudencia, cuyos requisitos los establece la ley de amparo (en sus dos modalidades, que son la jurisprudencia por contradicción y la jurisprudencia por reiteración), pero que en lo básico tiene la misma función del precedente: la congruencia y la uniformidad en la aplicación del derecho. La otra diferencia es que en nuestro sistema la jurisprudencia no es obligatoria para el órgano que la emite, pues puede interrumpirla con la sola obligación de expresar las razones en que apoye dicha interrupción. Quede acentada esta precisión que establece la semejanza, por lo que a este punto se refiere, entre el derecho anglosajón y el nuestro.

Es fácil es advertir que el principio de relatividad de la sentencia de amparo, también denominado “fórmula Otero”, se refiere al primero de los aspectos de la sentencia que expone Rabasa. Mientras que la obligatoriedad de la jurisprudencia se ubica en el segundo aspecto, que es el propio de las sentencias de los tribunales de última instancia (Tribunales Colegiados de Circuito y Suprema Corte), cuyas resoluciones son irrevocables y, satisfechos los requisitos de ley, sirven de criterio obligatorio para las dictadas por tribunales inferiores en asuntos iguales o similares. Queda claro así que no puede haber colisión posible entre el principio de relatividad de la sentencia de amparo establecido por la fracción II del artículo 107, y el de obligatoriedad de la jurisprudencia que establece el primer párrafo del artículo 16, ambos de la Constitución. Los dos imperativos cumplen funciones diversas y lejos de contradecirse se complementan.

VI. INCORPORAR AL SISTEMA DE AMPARO A LOS ORGANISMOS DE DERECHOS HUMANOS PREVISTOS EN EL APARTADO B DEL ARTÍCULO 102 CONSTITUCIONAL

Una de las reformas que se estima necesaria para que los organismos de derechos humanos, previstos en el apartado B del artículo 102 constitucional, puedan cumplir con mayor eficacia la promoción de una política nacional de derechos humanos, es la reforma a los artículos 197 y 197 A de la Ley de Amparo, con el fin de otorgar legitimación a los organismos de derechos humanos para denunciar la contradicción de tesis de las Salas de la Corte o de los Tribunales Colegiados de Circuito, con las mismas facultades que la Ley de Amparo vigente otorga al procurador general de la República.

La otra reforma a la Ley de Amparo que convendría discutir es la referente a la modificación de la fracción IV del artículo 5 de la mencionada ley, para sustituir al Ministerio Público Federal como parte en los juicios de amparo por los organismos de derechos humanos establecidos por la fracción B del artículo 102 constitucional, y correspondería a la Comisión Nacional de Derechos Humanos la intervención en los juicios de garantías en que se impugne la constitucionalidad de leyes federales o de actos atribuidos a autoridades que tengan tal carácter. En los casos en que se impugnen leyes locales o actos de autoridades no federales, esto es, municipales o estatales, entonces corresponderá intervenir al organismo de derechos humanos establecido por la legislatura local, en cumplimiento del citado apartado B del artículo 102 constitucional que corresponda.

Los organismos de derechos humanos tendrán las mismas facultades que la fracción XV del artículo 107 constitucional establece para el procurador general de la República o para  el agente del Ministerio Público Federal.

Reforma que, a mi juicio, tendría los siguientes efectos:

1.- Eliminar la incompatibilidad resultante del carácter múltiple que nuestra legislación atribuye a la institución del Ministerio Público, misma a la que se refirió Luis Cabrera en su célebre debate con Emilio Portes Gil, el entonces procurador general de la República.

2.- La intervención en el juicio de amparo de un organismo técnico especializado en derechos humanos permite prever un enriquecimiento jurídico humanista de las resoluciones de amparo, pues los planteamientos que este tipo de organismos formulen representan una perspectiva distinta a lo que el juzgador de amparo tendrá que responder.

3.- Pone en contacto a los integrantes de los organismos de derechos humanos con la realidad cotidiana de nuestro derecho positivo; además, permite la formación científica de dicho personal en las disciplinas procesales, con lo que se evitaría que siga su fluctuación entre la quimera, la intuición justiciera y el capricho, lo que ha llegado al extremo de hacer recomendaciones que sólo pueden cumplirse con reformas a la constitución local de la respectiva entidad federativa, lo cual se antoja absurdo.

Estoy seguro que esta reforma anclaría a las Comisiones de Derechos Humanos en las realidades terrenales de nuestro sistema jurídico.

4.- Permitiría intervenir a organismos locales en la justicia federal, y propiciará una especie de representación de estas entidades locales en el control constitucional de leyes o actos que no provengan de autoridades federales, con lo cual también se permite tener un enfoque diferente al dictar la sentencia en el amparo.

Otro aspecto que es importante destacar es que la actuación de los organismos de derechos humanos podría prevenir la interposición de amparos, lo cual no sucede con la actual regulación de la ley de amparo, pues si el quejoso opta por interponer queja ante estos organismos de derechos humanos resulta que cuando esta queja se resuelva y se emita la recomendación, sea desechada, o en su caso decida o no la autoridad aceptar la recomendación, con seguridad el término de quince días para interponer el amparo habrá fenecido y el quejoso quedará indefenso porque la oportunidad para interponer amparo habrá desaparecido. Considero que la persona que acude ante este tipo de organismos de derechos humanos debe conservar la posibilidad de recurrir en amparo en caso de que no tengan éxito sus gestiones porque se desechó la queja o porque la autoridad no aceptó la recomendación. En consecuencia, propongo que en la nueva ley de amparo se establezca como optativo para el quejoso acudir ante los organismos de derechos humanos cuando sean competentes para actuar,
 y que el término para interponer el juicio de amparo empiece a correr a partir de que se declare improcedente su queja, se niegue por cualquier razón a emitir la recomendación o la autoridad se rehúse a acatarla. 

Éstas son algunas de las inquietudes que deseo compartir para su discusión en torno a la estructura, alcance y contenido de una nueva ley de amparo. Reitero mi convicción de que la discusión que la nueva ley de amparo propiciará nos acercará a la solución más conveniente para revitalizar nuestro principal medio de control constitucional y de defensa de los derechos fundamentales de los gobernados.

JOSÉ DE JESÚS GUDIÑO PELAYO 
APORTACIONES SOBRE LA NUEVA LEY DE AMPARO

Esta Dirección General de Aprehensiones, tomando en cuenta la invitación que nos hace el C. Procurador General de Justicia del Estado de México, para participar en la Reforma Integral de la Ley de Amparo, nos permitimos realizar las siguientes propuestas que consideramos útiles para consolidar y perfeccionar el medio de Control Constitucional, contenido en la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución General de la República.

Consideramos que nuestra propuesta debe centrarse sobre la actuación de  los Jueces de Distrito, al fijar las garantías para poder otorgar las suspensiones provisionales y posteriormente las definitivas en los Juicios de Amparo, de las ordenes de aprehensión dictadas por nuestras autoridades judiciales, ya que tomando en cuenta que el artículo 125 del Título Segundo, Capítulo I, de la Ley de Amparo en vigor, menciona los casos en que es procedente la suspensión, pero si ocasiona daño o perjuicio a tercero, se concederá si se otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquella le causaron, no obtienen sentencia favorable en el juicio de Amparo, pero si en cambio el tercero afectado, tiene que otorgar caución bastante para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación y esto comprende lo enumerado por el artículo 126 en sus párrafos y fracciones respectivas de la Ley de Amparo en comento.  Y todos estos requisitos, no se le piden al quejoso, para cubrir el importe que garantice su suspensión, bastando únicamente que con la sola presentación de la demanda de Amparo, las cosas se mantengan en el estado que guarden hasta que se notifique a la autoridad responsable la resolución que se dicte  sobre la suspensión definitiva y a criterio del Juez, se fijará la garantía bastante para reparar el daño o indemnizar los perjuicios.  Debemos tomar en cuenta lo dispuesto por el artículo 124 bis de la Ley de Amparo, en que se fijan tres elementos para el monto de la garantía, pero en ningún caso se habla de la reparación del daño e indemnización.  Proponiéndole que el siguiente articulado quede integrado en el mismo Título y Capítulo, pero los artículos serían los subsecuentes al 124, 125 y 126 de la Ley de Amparo.

CONSIDERACIONES

1.-  La propuesta que se hace es tomando en cuenta que al quejoso, no se le pide cubra los requisitos, como se le pide al tercero perjudicado, según el artículo 126 de la Ley de Amparo.  Únicamente como se ha mencionado el artículo 124 bis de la referida Ley reglamentaria en donde se presentan tres puntos:

La naturaleza, modalidades y características del delito que le imputa al quejoso.

La situación económica del quejoso, y

La posibilidad de que el quejoso, se sustraiga a la acción de la justicia.

El artículo 124 Bis, sería el 125 para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimientos penal que afecten la libertad personal, el Juez de Amparo, deberá exigir al quejoso, que exhiba garantía, sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes.

Como se aprecia, en ningún momento se habla en qué términos se fijará la garantía, es decir, no se precisa de ningún porcentaje para fijar la garantía, ni en el artículo 124, ni en el artículo 125 de la Ley reglamentaria de los artículos constitucionales señalados.

2.-  Que la garantía bastante que fije el Juez de Distrito, cubra los requisitos que el Título Décimo, Capítulo I, Sección Primera de libertad provisional bajo caución, artículo 340 del Código de Procedimientos Penales, fija a los inculpados.  Ya que en este Capitulado, sí se piden los requisitos esenciales, para otorgar una libertad caucional, como son:

La garantía del monto de la reparación del daño y tratándose de delitos que afecten la vida o la integridad corporal, no puede ser menor del que resulte conforme a la Ley Federal del Trabajo.

Que garantice las sanciones pecuniarias que se pudieran imponer.

Que caucione el cumplimiento de las obligaciones a su cargo que la Ley establece en razón al proceso.

Que no se trate de delitos graves.

Además fija que la garantía señalada en la fracción I del artículo referido, deberá ser efectivo.  Punto éste, que no lo toca actualmente la Ley de Amparo.

REDACCIÓN

Se propone la siguiente redacción para que quede plasmada en la nueva Ley de Amparo, bajo el siguiente tenor:

Suponiendo que los artículos de la Ley de Amparo, en los que se aportan nuevas ideas no fueren modificados, deberán quedar como siguen y en caso contrario de los números subsecuentes a los que ahora son 124 bis, 125 y 126 de la Ley de Amparo.

124 bis.  Sería ahora el artículo 125- para la procedencia de la suspensión contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal, el Juez de Amparo, deberá exigir al quejoso, que exhiba garantía, sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes.

El Juez de Amparo fijará el monto de la garantía, tomando en cuenta los elementos siguientes.

1.-  Que se garantice conforme a la Ley Federal del Trabajo, el monto estimado de la reparación del daño.

2.-  La naturaleza, modalidades y características del delito que se impute al quejoso.

3.-  Que garantice las sanciones pecuniarias, en su caso, puedan imponérseles.

4.-  Que no se trate de alguno de los delitos señalados como graves en la Ley Penal.

5.-  La situación económica del quejoso.

6.-  La posibilidad de que el quejoso se sustraiga a la acción de la justicia.

7.-  Bajo protesta de decir verdad, que antecedentes penales tiene el quejoso.

125.  Conforme se encuentra plasmado en la Ley de Amparo actual.

126.  Quedaría igualmente como se encuentra redactado.

127.  Cuando la garantía consista en hipoteca, el inmueble no deberá tener gravamen alguno o, de veinte años a la fecha y el valor fiscal será cuando  menos de tres veces al monto de la suma fijada como garantía.

Para concluir el presente trabajo, consideremos que los artículos anteriores queden plasmados como se han redactado.

JOSE VERA MONROY


LIBRO PRIMERO DEL AMPARO EN GENERAL 

TITULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

CAPITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

ARTICULO 1.-   El juicio de amparo tiene como objeto resolver  las controversias suscitadas por leyes o actos de autoridad que violen garantías constitucionales.

MOTIVOS .-      Se suprime el contenido de las fracciones II y III del artículo vigente porque siendo el artículo 16 Constitucional una garantía de legalidad, necesariamente tutela  la competencia de las autoridades ; por ello, carece de sentido incluir el contenido de las fracciones de referencia.   Además, se sustituye la expresión “garantías individuales”, por la de garantías constitucionales que excluye la infundada crítica  en torno a la expresión vigente,  la que indica que no contempla a las personas morales.

ARTICULO 2.-   El juicio de amparo se substanciará y decidirá con arreglo a las formas y procedimientos que determine esta Ley.

Por tratarse de reglas generales, se considera innecesario hacer mención a las especiales que son materia de diverso libro.

De igual manera, se elimina la supletoriedad, para dotar  a la Ley de Amparo de normas propias.

ARTICULO  3.-   Las promociones deberán formularse por escrito, excepto las efectuadas en las audiencias y notificaciones, y comparecencias que prevé el artículo 18 de esta Ley.

ARTICULO 4.-  Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del juicio de amparo no causará contribución.

ARTICULO  5.-   Las multas previstas en esta Ley se impondrán a razón de días salario.  Para calcular su monto se tendrá como base al mínimo general vigente en el lugar en que realiza su actividad laboral el infractor. 

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá atenderse al vigente en el Distrito Federal en el momento de presentarse la demanda.

MOTIVOS.      En la vigente Ley se determina que debe prevalecer el salario vigente en el Distrito Federal, lo cual genera desigualdades, debido a que el salario se determina en razón de zonas geográficas, desde luego es distinto en cada una de ellas.  Por ello,  se estima conveniente que la multa sea congruente con la percepción que recibe el infractor en base a la zona geográfica.  En cambio, subsiste la referencia al salario mínimo para determinar la competencia, porque ser éste el motivo de la contienda y es sano que prevalezca uno distinto a los contendientes.

CAPÍTULO II

DE LA CAPACIDAD Y PERSONALIDAD

ARTICULO 6.-  Esta legitimado para solicitar el amparo, aquel a quien directamente perjudique la Ley o acto de autoridad, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor, por un familiar o por persona extraña en los casos en que esta Ley lo permita, y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante o por su defensor.

MOTIVOS.     Se extiende la posibilidad de que el defensor promueva amparo  independientemente de la materia penal, porque  siendo el amparo un medio de control de constitucionalidad, la tendencia que debe campear es la de hacerlo más sencillo y asequible al directamente agraviado.

ARTICULO 7.-    Son partes en el juicio de amparo:

I.-     El agraviado o agraviados ;

II.-    La autoridad o autoridades responsables;

III.-   El tercero o terceros perjudicados, pudiendo intervenir con ese 

        carácter.

La contraparte del agraviado.  En materia penal tendrá ese carácter          el ofendido  o víctima del delito.

La persona o personas que hayan gestionado a su favor el acto reclamado cuando se trate de providencias dictadas por autoridades          distintas de la judicial o del trabajo ;  o que, sin haberlo gestionado,          tengan interés directo en la subsistencia del acto reclamado.

MOTIVOS.      Se   estima   conveniente   superar  la   teórica   consideración relativa a que en materia penal solo son partes, el Ministerio Público y el procesado, la que ha dado cuenta del desinterés del Ministerio Público para defender en el amparo el acto reclamado no sólo para que prevalezca la reparación del daño, sino también para que la aspiración de justicia del directamente lesionado sea una realidad, con ello se evitarían los irregulares manejos que se dan entre el defensor y los ministerios públicos adscritos a los órganos de amparo para recurrir o no recurrir determinadas resoluciones.

ARTICULO 8.-   El menor de edad podrá pedir amparo cuando su legal representante no lo haga o esté ausente o impedido; en tal caso, el Juez, sin perjuicio de dictar las providencias  que sean urgentes, le nombrará al que intervenga en el juicio.

Si el menor hubiere cumplido doce años podrá designar representante  desde el escrito de demanda, de no hacerlo se lo nombrará el Juez, el cual cesará en su encargo tan luego como el menor  designe al que ha de representarlo.

MOTIVOS.-   Se amplia la posibilidad de que el menor solicite amparo en los casos en que el representante no lo haga; además, se posibilita al mayor de doce años designar representante no solo en el escrito de demanda sino en cualquier etapa del juicio, en cuyo caso cesará la designación que hiciere el juzgador.

ARTICULO 10.-   Las personas morales oficiales podrán acudir al juicio de amparo por conducto de los servidores públicos que determinen las  leyes, siempre que el acto o Ley afecte sus intereses patrimoniales.

ARTICULO 11.- Las personas morales oficiales, menores de edad, discapacitados y personas de la tercera edad, ofendidos o víctimas del delito estarán exentos de prestar las garantías que exige esta  Ley.  Lo mismo ocurrirá con los grupos étnicos que incurran en notorio atraso cultural y económico.

MOTIVOS.   Se extiende el beneficio previsto en el artículo a sectores sociales  vulnerables, con la finalidad de que el juicio no sea un medio que sólo este al alcance de las personas que cultural o económicamente tengan mayores posibilidades de obtener  sus beneficios.

ARTICULO 12.-   El ofendido o las personas que conforme a la Ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de delito, podrán promover juicio de amparo contra actos que tengan por objeto no procesar al inculpado o eximirlo de responsabilidad penal ; ya sea por el dictado de determinaciones de no ejercicio de la acción penal, resoluciones que nieguen ordenes de comparecencia o aprehensión, autos que decreten la libertad por falta de elementos  para procesar o  por inexistencia de delito, desistimiento de la acción penal, confirmación de conclusiones inacusatorias, autos que determinen que la acción penal está extinguida,  los que dicten la libertad por  desvanecimiento de datos y los que señalen que quedó comprobada una causa excluyente  de responsabilidad penal, así como las sentencias absolutorias no recurridas por el Ministerio Público o que recurridas sean confirmadas por la alzada.

Para que proceda el amparo contra autos que nieguen el libramiento de ordenes de aprehensión y comparecencia, es necesario que el Ministerio Público no realice actos tendentes a lograr su dictado en un mes, o que aportadas se niegue nuevamente.   Lo mismo ocurrirá con los autos de libertad por falta de elementos para procesar.

Se trata de autos de inexistencia de delito, procederá el juicio contra la resolución confirmatoria dictada por la alzada o por la ausencia del recurso por parte del Ministerio Público.

También podrá promover el juicio contra actos surgidos  en el procedimiento penal, relacionados con el aseguramiento del objeto del delito y los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

MOTIVOS.   De las prerrogativas que la persona tiene en un estado de derecho, las que estén vinculadas con el derecho represivo, punitivo o penal, según sea el término que se estime más adecuado, tienen una jerarquía  mayúscula con relación  a los otros ámbitos del derecho porque recaen  sobre la libertad y patrimonio de las personas pero, sobre todo, en el ámbito de justicia.

Conocidos son los derechos públicos  subjetivos que enumera la constitución y las leyes que de ella derivan  a favor del reo, que han  dado pábulo  a señalar que el sistema penal es de y para el reo, olvidando a la víctima del delito.

Por ello, con este precepto se pretende rescatar el derecho de las víctimas a una justicia constitucional que ha probado en México y el mundo su eficacia y confiabilidad, dotándolas de amplias posibilidades para acudir al juicio de amparo.

No pasa inadvertido que se establece la procedencia del juicio de garantías contra determinaciones de no ejercicio de la acción penal y desistimiento de ésta, así como otras resoluciones que indudablemente pueden afectar a la víctima ; y,  que el constituyente permanente opero reforma constitucional para que las dos primeras fueren combatidas jurisdiccionalmente ; sin embargo, ninguna entidad federativa ni la federación establecieron el medio que programó el Código Político, lo cual dio pauta a que los tribunales federales resolvieran por la procedencia del juicio unos y otros la negaron, resultando todo ello en demérito de la víctima del delito.

Así que en el precepto, se recoge la inactividad legislativa en la materia y se soluciona la contradicción de criterios de los Tribunales Federales, haciendo procedente el juicio y ampliando sus alcances.

ARTICULO 13.-   Es autoridad responsable la que dicta, promulga, pública, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la Ley o acto reclamado ;  también lo son los organismos públicos que deben su actuación a disposiciones de carácter general y obligatorio,  como los entes que de hecho o de derecho impongan coercitivamente sus determinaciones por ser pública la fuerza de que disponen.

MOTIVOS.    Se amplia el concepto legal de autoridad responsable, comprendiendo a los organismos públicos que jurisprudencialmente tienen carácter de autoridades responsables :  sin embargo, existen en los que con frecuencia emiten actos que  son esencialmente de autoridad, empezando por la emisión de sus leyes, como las Universidades, las que pueden contener disposiciones que transtoquen el contenido constitucional.

ARTICULO 14.-    En los casos no previstos en esta Ley, la personalidad se de la que emana el reclamado ; también se justificará con las constancias que demuestren el reconocimiento que de ella hizo la responsable.

Tanto el agraviado cono el tercero perjudicado podrán constituir apoderado para que los represente, por medio de escrito ratificado ante la autoridad que conozca del juicio de amparo.

ARTICULO 15.-   En caso de que fallezca el agraviado o el tercero perjudicado, continuará el juicio con el representante de uno y otro, entre tanto interviene la sucesión, siempre que el acto reclamado no afecte derechos estrictamente personales.

ARTICULO 16.-    Si el acto reclamado emana de un procedimiento de orden penal, la personalidad del agraviado se reconocerá desde luego, pera el órgano de amparo requerirá a los responsables las constancias en las que obre la calidad de indiciado u ofendido.

ARTICULO 17.-   No se requerirá cláusula especial en el poder general para que el mandatario promueva y siga el juicio de amparo, pero si para que desista de éste.

ARTICULO 18.-   Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, incomunicación, tortura y demás prohibidos por el artículo 22 Constitucional, y el agraviado se encuentre imposibilitado para promover el amparo, podrá hacerlo cualquier persona a su nombre, aún cuando sea menor de edad.  En este caso, el Juez dictará todas las medidas necesarias para lograr la comparecencia del agraviado, y habido que sea, ordenará que se le requiera para que dentro del término de tres días ratifique la demanda ; si la ratifica se seguirá el juicio ; sino la ratifica se tendrá por no presentada la demanda, quedando sin efecto las providencias dictadas.

MOTIVOS.-   Aún cuando la incomunicación y la tortura son actos que quedan comprendidos en la prohibición del artículo 22 Constitucional, y por ello, pareciere innecesario o tautológica su referencia, se alude a ellas porque lamentablemente son actos que aún perduran en nuestro sistema de procuración de justicia, de ahí que su señalamiento textual signifique una medida de Estado adicional, que coadyuve en su extinción.

ARTICULO 19.-   Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero podrá acreditar delegados para que rindan pruebas, aleguen y formulen promociones.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los titulares del ejecutivo federal,  local y del Distrito Federal, podrán ser representadas en los términos previstos por sus leyes de la administración pública, dependiendo el ramo de donde derive el asunto.

En los casos y en los juicios de amparo promovidos contra los titulares de las propias dependencias del Ejecutivo, éstos podrán ser suplidos por los funcionarios a quienes otorguen esa atribución los reglamentos interiores .

En los amparos relativos a los asuntos que correspondan a la Procuraduría General de la República, Procuradurías de Justicia de los Estados y del Distrito Federal, sus titulares podrán también representar al Presidente, Gobernador o Jefe de Gobierno, y ser suplidos por los funcionarios a quienes otorgue esta atribución sus Reglamentos. 

ARTICULO 20.-   Cuando en un juicio de amparo la demanda se interponga por dos o más personas, deberán designar representante común.  Si no hacen la designación, se les prevendrá para que en tres días lo hagan ; y sino lo hicieren, el Juez designará a cualquiera de los promovientes.

ARTICULO III

DE LOS TERMINOS

ARTICULO 21.-   Igual al vigente.

ARTICULO 22.-   Igual al vigente.

ARTICULO 23.-   Se agrega a la parte final del párrafo segundo :  “el servidor público que quebrante esta disposición será destituido”.

MOTIVOS.-   Con frecuencia los Tribunales Federales no reciben demandas de amparo contra actos que afectan la libertad personal, en días y horas inhábiles , reservando esa hipótesis solo para los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional.  Por ello, se estima conveniente establecer sanción que inhiba esa ilegal conducta.

ARTICULO 24.-   Igual que el vigente.

ARTICULO 25.-   Para los efectos del artículo anterior, cuando alguna  de las partes reside fuera del lugar del Juzgado o Tribunal que conozca del juicio o del incidente de suspensión, se tendrán por hechas las promociones, si aquella deposita el escrito u oficios relativos, dentro del término legal , en la oficina de correos o telégrafos que corresponda al lugar de su residencia ;  los órganos de amparo y las autoridades responsables, de ser posible,  podrán hacerlo a través del fax.

MOTIVOS.-   La gran cantidad de amparos que se dirigen contra las autoridades responsables, particularmente las de procuración de justicia, y la lentitud de las oficinas de correos y telégrafos, ha influido en diferimientos de audiencias retardando con ello la solución del juicio.  Por ello, se estima oportuno autorizar como medio de comunicación al fax, el cual ha resultado muy eficaz y significa un ahorro de recursos tanto para el poder judicial como para los responsables.

ARTICULO 26.-   Igual vigente.

CAPITULO IV

DE LAS NOTIFICACIONES

ARTICULO 27.-   Párrafos primero y segundo iguales al vigente.

Las notificaciones a titulares de los Ejecutivos Federal, Estatal y Jefe de Gobierno del Distrito Federal, se entenderán... o en su caso con el Procurador General de Justicia...

ARTICULO 28.-   Se modifica solo la fracción I, para incluir como forma de notificar al Ministerio Público, adscrito al oficio.

ARTICULO 29.-   Se propone modificar la fracción II, para que se indique: al Ministerio Público Federal adscrito se les notificará por oficio.

ARTICULO 30.-   Se propone eliminar la supletoriedad vigente para los edictos, reduciendo el término de las publicaciones a 7 días.

ARTICULO  31, 32,33 Y 34 ;    Iguales a los vigentes.

CAPITULO V

DE LOS INCIDENTES EN EL JUICIO

ARTICULO 35.-   Igual al vigente.

CAPITULO VI

DE LA COMPETENCIA Y DE LA ACUMULACION

ARTICULO 36.-   Igual al vigente.

ARTICULO 37.-   Derogado.

MOTIVOS.    El uso que se ha tenido de esta competencia es mínimo y con resultados adversos al dictarse resoluciones por órganos no especializados en amparo.  Además , las razones  que motivaron  su origen  han sido rebasados paulatinamente al incrementarse el número de juzgados de Distrito en el territorio Nacional.

ARTICULO 38.-   Igual al vigente.

ARTICULO 39.-   Se propone modificarlo para extender sus alcances a cualquier acto que tenga  por objeto  afectar  la libertad personal, con la redacción siguiente :

La facultad concedida en el artículo anterior, solo se ejercerá tratándose  de actos  que importan peligro de privación de la vida, ataques  a la libertad personal, deportación o destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 Constitucional.

Al contrario de lo que acontece con la jurisdicción concurrente, en la competencia auxiliar se prevé la posibilidad de ampliar sus alcances, ya que el acto de afectación no admite demora para la suspensión.

ARTICULO 40.-    Igual al vigente.

ARTICULO 41.-    Se propone eliminar la salvedad contenida para los actos del artículo 17 de la Ley, porque son los mismos a los contenidos en el 39, resultando así contradictorio incluirlos.  Sin embargo, debe subsistir la sanción para que no se abuse esa facultad.

ARTICULO 42.-   

ARTICULOS   43, 44, 46, 47, 48, 48 BIS, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55,56,57,58,59,60,61,62,63 Y 65.-     Igual a los vigentes.

CAPITULO VII

DE LOS IMPEDIMENTOS

ARTICULO 66.-   Se propone reformarlo para excluir a las autoridades que conozcan del amparo con base en el artículo 37, en razón de su derogación.

ARTICULO 67.-   También se propone reformarlo, para el único efecto de que se excluya la alusión a las autoridades que conozcan del juicio conforme al artículo 37 ;  propuesta similar se hace a los artículos 68,69 y 70.

ARTICULO  71 Y 72.-   Con texto igual al vigente.

CAPITULO VIII

DE LOS CASOS DE IMPROCEDENCIA

ARTICULO 73.-    Se propone reformar la fracción X, párrafo segundo, para incluir al artículo 16 Constitucional.  Lo anterior para no hacer  negatorio el juicio de amparo indirecto contra ordenes de aprehensión, reaprehensión,  arresto y detención.

CAPITULO IX

DEL SOBRESEIMIENTO

ARTICULO 74.-   Se propone la reforma de la fracción V del artículo para reducir el término de trescientos días a tres meses.

MOTIVOS.-   Se estiman excesivos los trescientos días para ponderar el interés del quejoso, señalando un término menor que igualmente lo objetiviza, pero sobre todo, permite al órgano de amparo sacar de su trámite con mayor periodicidad los expedientes.

ARTICULO 75.-   Igual que el vigente.

CAPITULO X

DE LAS SENTENCIAS

ARTICULO 76.-    Las sentencias que se dictan en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales  privadas u oficiales que lo hubieran solicitado, limitándose a ampararlos, si procediere, en el caso especial sobre el que versa la demanda, sin hacer declaración general respecto del acto que la motive.

Tratándose de Leyes, Reglamentos y demás disposiciones de carácter general y obligatorio, la declaración de  inconstitucionalidad imposibilita su aplicación.

MOTIVOS.-    La formula otero ha sido muy criticada por lo que hace al aspecto de constitucionalidad de leyes, porque resulta no ético aplicar disposiciones inconstitucionales.  Por ello, se propone flexibilizarla en el supuesto indicado.

ARTICULO 76 BIS...

Fracción V.-    En favor de menores de edad, incapaces, personas de la tercera edad y miembros de etnias o grupos indígenas .

MOTIVOS.-  Se estima conveniente incorporar en el sistema de suplencia de la queja a individuos que por sus especiales circunstancias habían estado ajenos a la institución, no obstante que los informes oficiales han detectado que el promedio de vida de los mexicanos ha aumentado a 75 años y que cada día son objeto de abandono.  Lo mismo ocurre con los grupos indígenas, quienes cada día reclaman el respeto de sus derechos, y    de sus costumbres.

ARTICULOS   78, 79, 80 Y 81.-   Igual a los vigentes.

CAPITULO XI

DE LOS RECURSOS

ARTICULO 82.-   Igual al texto vigente.

ARTICULO 83.-   Procede el recurso de revisión :

I.-     Contra  las resoluciones de los jueces  de Distrito que desechen o tengan por no interpuesta la demanda.

II.-     Igual al vigente.

III.-    Igual al vigente.

IV.-  Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional.  Al recurrirse la sentencia deberán, en su caso, impugnarse las irregularidades  observadas en la audiencia.

V.-    Igual al vigente.

párrafos dos y tres  iguales al vigente.

MOTIVOS.-   Al proponerse la derogación del precepto que autoriza la jurisdicción concurrente, la referencia que el precepto  vigente hace del superior del Tribunal responsable, deviene innecesaria.  Además, en la fracción IV se contempla  también la posibilidad de recurrir las conductas omisivas, observados en la audiencia  Constitucional.

ARTICULO 84.-   Igual al vigente.

I.-   Contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional, cuando :

Igual al vigente.

Derogado.

II.-    Igual al vigente.

III.-  Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación estime que el amparo,  por sus características especiales, debe ser resuelto por ella, conocerá del mismo, bien sea procediendo de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del Procurador General de la República, aplicándose en lo conducente lo dispuesto por el artículo 182 de esta Ley.

Último párrafo.-  Igual al vigente.

MOTIVOS.-   En la fracción I se excluye el señalamiento del Juez de Distrito, por estimarlo innecesario. De igual forma se deroga el inciso b) de la fracción I del vigente artículo 84, por ser materia de la propuesta para derogar las fracciones II y III del artículo  1 de la Ley.

ARTICULO 85.-   Texto igual al vigente.

I.-   Contra los autos y resoluciones a que se refieren las fracciones I, II  y III del artículo 83 ;

II.-   Contra las sentencias dictadas ante la audiencia constitucional, siempre que no se esté en los casos previstos por la fracción I del artículo 84 .

Las sentencias que los Tribunales  Colegiados de Circuito dicten en revisión no admiten recurso.

MOTIVOS.-   La redacción propuesta excluye la referencia  que se hace a los Juzgados  de Distrito y Superior de la autoridad responsable, en atención  a la derogación de la jurisdicción concurrente ; además no se especifica al órgano que emite la resolución, porque finalmente son dictados  solo por  Juzgados de Distrito. 

ARTICULO 86.-   Con texto igual al vigente, excluyendo a la autoridad que conozca del juicio.

ARTICULO 87.-   Texto igual al vigente.

ARTICULO 88.-   Texto igual al vigente.

Párrafo segundo y tercero, con texto igual al vigente.

Párrafo cuarto.-   Cuando falten total o parcialmente las copias a que se refiere el párrafo anterior, se requerirá al recurrente para que presente las omitidas  dentro del término de tres días ; sino las exhibiere , se tendrá por no interpuesto el recurso.

Párrafo quinto.-   El Juzgado de Distrito, y Tribunal Colegiado que emitió la resolución  recurrida, calificará la procedencia del recurso, admitiéndolo o desechándolo.

MOTIVOS.-   El párrafo quinto del precepto significa un medio  legal para dar mayor celeridad al recurso de revisión  al evitar  perdida de tiempo con el traslado de los autos al Tribunal Colegiado o Suprema Corte, así como el relativo a su devolución cuando el recurso resulta improcedente.

ARTICULO 89.-   Siendo procedente el recurso, se remitirá el expediente original a la Suprema Corte o Tribunal Colegiado, según que el conocimiento competa a aquella o a ésta, dentro del término de veinticuatro horas, así como el original del escrito de expresión de agravios y la copia  que corresponda al Ministerio Público Federal.

ARTICULO 90.-   Recibidos los autos en la Suprema Corte, se notificará al Ministerio Público , observándose  lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 185 al 191.

Recibidos los autos en el Tribunal Colegiado, se notificará al Ministerio Público, hecho lo cual, se resolverá el recurso dentro de quince días.

ARTICULO  91.-    Texto igual al vigente.

Fracciones  I y II con texto igual al vigente.

Fracciones  III y IV se excluye la referencia a la autoridad  que deba conocer del amparo en jurisdicción concurrente, porque ésta fue derogada.

ARTICULO  92, 93 y 94.-  Con texto igual al vigente.

ARTICULO 95.-   El recurso de queja es procedente.

I.-     Contra los autos dictados por los jueces de Distrito, que admitan demandas  notoriamente improcedentes.

II.-       Igual al texto vigente.

III.-      Contra los autos que desechan el recurso de revisión.

IV.-      Igual al vigente.

V.-    Contra las resoluciones que dictan los jueces de Distrito o Tribunal Colegiado de Circuito en los casos a que se refiere el artículo 107 de la Constitución  Federal , respecto de las quejas interpuestas ante ellos conforme al artículo 98.

VI.-     Se elimina la intervención de la autoridad que lo es en jurisdicción concurrente.

VII.-     Igual al vigente.

VIII.-    Similar al vigente, excluyendo la referencia a la libertad causional

IX.-      Igual al texto vigente.

X.-       Igual al texto vigente .

XI.-   Contra resoluciones de un Juez de Distrito que conceda o niegue la suspensión provisional.

ARTICULO 96.-   Texto igual al vigente.

ARTICULO 97.-   Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes :

I.-    En los casos de la fracción II, del artículo 95 de esta Ley, podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras no se falle el juicio de amparo en lo principal, por resolución firme.

II.-      En los casos de las fracciones I, III, V, VI, VII, VIII Y IX del artículo 95 de esta Ley, podrá interponerse dentro de los cinco días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

III.-    Texto igual al vigente.

IV.-    Texto igual al vigente.

ARTICULO 98.-   En los casos a que se refieren las fracciones II y IV del artículo   95,  la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito Tribunal Colegiado de Circuito si se trata del caso de la fracción IX del artículo 107 de la Constitución, por escrito, acompañando una copia para cada una de las autoridades responsables contra quien se promueva y para cada una de las partes en el juicio.

Párrafo segundo igual al vigente.

ARTICULO 99.-    En los casos de las fracciones I, III, VI y X del artículo 95, el recurso de queja se interpondrá por escrito directamente  ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, acompañando una copia para las autoridades contra quienes se promueva.

Párrafo segundo, tercero y cuarto con texto igual al vigente.

ARTICULOS  100  y 101.-   Igual al vigente.

ARTICULO  102.-    Con texto igual al del 103, ya que el 102 se deroga.

CAPITULO  XII

DE LA EJECUCION DE SENTENCIAS

ARTICULO 103.-   En los casos a que se refiere  el artículo 107, fracciones VII, VIII y IX de la Constitución Federal, luego que cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo o que se reciba el testimonio de la ejecutoria en revisión, se comunicará por oficio y sin demora a las autoridades responsables para su cumplimiento .

Párrafos segundo y tercero.-  Con texto igual al vigente.

ARTICULO 104.-   Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación de las autoridades responsables la ejecutoria no quedare cumplida, se remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artículo 107, fracción XVI de la Constitución Federal, dejando copia certificada de los mismos y de las constancias que fuesen necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento.

Cuando la parte quejosa no estuviere  conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el expediente  a la Suprema Corte de Justicia.  Dicha petición  deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación de la resolución correspondiente, de no hacerlo, se dará vista al Ministerio Público, para los efectos  previstos en el artículo 113 de esta Ley.

Se podrá solicitar que se de por cumplida la ejecutoria mediante el pago de daños y perjuicios.  El Juez de Distrito oyendo incidentalmente  a la interesada resolverá lo conducente.  En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía.

MOTIVOS.-   Se ha observado que las ejecutorias de amparo tardan en cumplirse con motivo de los requerimientos a los superiores jerárquicos e inclusive por el cambio del titular encargado de cumplimentar el fallo.  Por ello,  en el precepto se elimina el innecesario procedimiento de dar  vista a los superiores jerárquicos y así fortalecer a la institución de amparo.

Por último, se fortalece a la institución del  Ministerio Público al darle participación  con el no desahogo del auto que tiene por cumplida la ejecutoria.

 ARTICULO 105.-   Con texto igual al vigente artículo 106.

ARTICULO 106.-   Con texto igual al primer párrafo del vigente artículo 107.

El segundo párrafo se deroga.

ARTICULO 107.-   Con texto igual al del vigente artículo 108.

ARTICULO 108.-   Con texto igual al del vigente artículo 109.

ARTICULO  109.-   Con texto igual al vigente  artículo 110.

ARTICULO 110.-    Con texto igual al vigente  artículo 111.

ARTICULO 111.-    Con texto igual al vigente artículo 112.

ARTICULO 112.-    Con texto igual al  vigente artículo 113.

TITULO SEGUNDO 

DEL JUICIO DE AMPARO  ANTE LOS JUZGADOS DE DISTRITO

CAPITULO I.

DE LOS ACTOS MATERIA DEL JUICIO

ARTICULO 113.-   Se pedirá amparo ante los Juzgados de Distrito :

I.-   Con texto igual al señalado en la fracción I del vigente artículo 114.

II.-   Contra actos que no provengan de los Tribunales Judiciales, administrativos o del trabajo.  Si éstos emanan de un procedimiento seguido en forma de juicio,  sólo podrá promoverse amparo contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en ella o durante el procedimiento, siempre que por virtud de ésta última hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña.

Tratándose de actos dictados en averiguación previa, el amparo se promoverá contra la autorización de reserva o la resolución emitida en la revisión de autorización al no ejercicio de la acción penal, por violaciones cometidas en ellas o durante el procedimiento que les antecede.  En ambos supuestos también se podrá formular demanda contra los actos que antecedan a las determinaciones de referencia siempre que tengan sobre las personas o cosas  una ejecución de imposible reparación.

III.-   Contra los actos provenientes de los Tribunales Judiciales, Administrativos o del Trabajo.   Si se trata de actos dictados fuera de juicio, o después de concluido éste, la demanda se formulará contra la última resolución dictada en el respectivo procedimiento.   Si el acto reclamado se dicta dentro del juicio, sólo procederá el amparo contra aquellos que tengan sobre las personas  o cosas una ejecución de imposible reparación ;  procedencia que también será extensiva a los dictados fuera de juicio y después de concluido éste.

Tratándose  de remates, sólo se promoverá el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben ;

IV.-   Texto igual al vigente de la fracción V.

MOTIVOS.-    Se introduce la procedencia del  amparo contra  el acuerdo de reserva y determinaciones de no ejercicio de la acción penal, con el ánimo de perfeccionar la magnífica reforma del artículo 21 Constitucional que prevé la posibilidad de combatir jurisdiccionalmente las determinaciones de no ejercicio de la acción penal acabando con ello con un renglón de impunidad atribuido a deficiencias técnicas del Ministerio Público e inclusive a conductas  de auténtica corrupción.    De ahí que, siendo ejemplo esa reforma, se pretenda combatir determinaciones del titular de la acción penal que indudablemente causan agravio a la víctima u ofendido con el delito tan olvidado  en el sistema  jurídico penal mexicano.

Al mismo tiempo, se aprovecha los criterios  jurisdiccionales  dictados  con motivo de la vigente fracción IV del artículo 114, para hacerla extensiva  a los actos  ejecutados fuera de juicio o después de concluido  y finalmente, se deroga la fracción VI, del vigente precepto, por la reforma propuesta en  el artículo 1º.

ARTICULO 115 vigente.-   Se propone su derogación por estimarse innecesaria la limitación que en el se impone.

CAPITULO II

DE LA DEMANDA

ARTICULO 114.-   Igual al texto vigente  artículo 116 hasta la fracción IV.

Fracción V.-    Los preceptos Constitucionales  que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de violación.

-  Se propone reformar esta fracción para excluir la referencia que se hace a la fracción I del artículo 1º de la Ley.  De igual forma se propone derogar la fracción VI del vigente precepto por las razones expuestas en la propuesta al artículo 1º.

ARTICULO 115.-   Con texto igual al  vigente 117.

NOTA.-    Se propone derogar las disposiciones  contenidas en los artículos  118 y 119 vigente, al haberse fortalecido la competencia auxiliar , pero sobre todo por que a la fecha el sistema de telégrafos resulta más tardado que la propia presentación de la demanda ante el Juzgado de Distrito.

ARTICULO 116.-    Texto igual al contenido en el vigente artículo 120.

ARTICULO  117.-   Texto igual al contenido en el vigente artículo 121.

CAPITULO III

DE LA SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO

ARTICULO 118.-   Texto igual al vigente artículo 122.

ARTICULO 119.-   Texto igual al vigente artículo 123.,  con la única reforma que se propone para que en el párrafo segundo, además de hacer uso del fax, preferentemente, siempre que la responsable cuente  con el.

ARTICULO 120.-   Con texto igual al vigente 124, agregando al párrafo segundo de la fracción II vigente ;  medidas para preservar el equilibrio ecológico.  Y  además agregándosele la fracción IV que dirá :  Que se garantice  el monto de reparación del daño, siempre que el acto derive de un procedimiento penal.

ARTICULO 121.-   Con texto igual al vigente artículo 125.

ARTICULO 122.-   Con texto igual al vigente artículo 126.

ARTICULO 123.-   Con texto igual al vigente artículo 127.

ARTICULO 124.-   Con texto igual al vigente artículo 128.

ARTICULO 125.-   Cuando se trate de hacer efectiva la responsabilidad proveniente de garantías y contragarantías  que se otorguen  con motivo de la suspensión, se tramitará incidente , el cual deberá promoverse  dentro de los 30 días siguientes al en que se notifique a las partes  la ejecutoria de amparo ;  en la inteligencia  que de no intentarse el incidente , éste se destinará al fondo  de administración de justicia federal.

ARTICULO 126.-   En los casos en que proceda la suspensión conforme al artículo 120 de esta Ley, si hubiere peligro inminente de que se ejecute el acto reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, el Juez de Distrito, con la sola presentación de la demanda podrá ordenar que los casas se mantengan en el Estado que guardan hasta que se notifique a la autoridad  responsable  la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva, tomando las medidas conducentes para que no se defrauden los derechos de terceros y se eviten perjuicios a los interesados, hasta donde sea posible o bien las que sean necesarios para que el quejoso acuda ante la autoridad responsable para continuar con el procedimiento  de donde deriva el acto reclamado, sí se trata de la garantía de libertad personal.

MOTIVOS.-   Si la pretensión es crear una nueva Ley de Amparo y no simplemente reformar  ésta, deberá operarse un viraje en su articulado que auspicie un régimen de legalidad y libertad en los gobernados.  Esto solo se logrará modificando sustancialmente la normatividad relacionada  con la suspensión de los actos reclamados.

Cierto, en la actualidad una medida  suspensional permite que se prive la libertad  cuando el delito  por el que se sigue procedimiento o proceso penal es considerado por la Ley como grave.  Tal medida, se estima contraria a la sana lógica y auspicia a que las personas a quien se les atribuye  es tipo de delitos automáticamente se sustraigan a la acción de la justicia, sin que hagan uso del amparo, aún cuando el acto de autoridad  sea evidentemente inconstitucional.  De igual forma , quien llega a solicitar el amparo en este tipo de delitos, normalmente  no pide suspensión y en tanto dura el amparo permanece oculto a la acción  de la justicia, siendo que con posterioridad obtiene sentencia favorable.   Además debe partirse de la buena fe de quien pide amparo. 

Por ello, se estima conveniente modificar la regulación de la suspensión en actos privativos de libertad, para darle congruencia a la medida cautelar,  fortalecer el respeto a la legalidad por parte de las autoridades responsables y propiciar que los quejosos  se sometan al proceso penal, al contener la medida suspensional el deber de que se acuda ante la responsable para la reanudación o continuación del procedimiento, sin que a esta le sea permitido afectar la libertad del quejoso mientras perdura la medida suspensional, con ello se lograría evitar la gran cantidad de evasores de  justicia.

ARTICULO 127.-   Con  texto igual al del artículo 131 de la Ley vigente.

ARTICULO 128.-    Párrafo primero y tercero con texto igual a los relativos del vigente artículo 132.

Párrafo segundo.-  En casos urgentes el Juez de Distrito podrá ordenar a la autoridad responsable que rinda el informe por  vía telefónica o fax.

ARTICULO 129.-   Igual al texto vigente del artículo 133,  salvo que deberá agregársele el uso de fax.

ARTICULO 130.-   Con texto igual al del artículo 134 vigente.

ARTICULO 131.-   Con texto igual al del artículo 135 vigente.

NOTA.-    Se deroga el artículo 136 por las razones expuestas en el artículo 126.

ARTICULO 132.-  Igual al texto del vigente artículo 137.

ARTICULO 133.-  Igual al texto del vigente artículo 138.

ARTICULO 134.-  Igual al texto del vigente artículo 139.

ARTICULO 135.-  Igual al texto del vigente artículo 140.

ARTICULO 136.-  Igual al texto del vigente artículo 141.

ARTICULO 137.-  Igual al texto del vigente artículo 142.

ARTICULO 138.-  Párrafo único igual al párrafo primero del vigente  artículo 143, se deroga el párrafo segundo, porque la propuesta  es que los órganos de amparo ya no se pronuncien respecto de libertad causional, lo que corresponde a la autoridad común.

ARTICULO 139.-  Con texto igual al artículo 144 vigente.

CAPITULO IV

DE LA SUBSTANCIACION DEL JUICIO

ARTICULO 140.-   Con texto igual al artículo 145 vigente.

ARTICULO 141.-   Párrafo primero con texto igual al del artículo 146 vigente.

Párrafo segundo .-  Si el promovente no llenare los requisitos omitidos, no hiciere las aclaraciones  conducentes o no  presentare las copias dentro del término señalado, se mandará dar traslado al Ministerio Público por igual término y en vista de lo que exponga, admitirá o en su caso tendrá por no interpuesta la demanda.

ARTICULO 142.-  Con texto igual al del vigente artículo 147.

ARTICULO 143.-  Los Jueces de Distrito deberán resolver sobre la admisión  o desechamiento de una demanda, dentro de veinticuatro horas contados desde que se presentó o se desahogó o satisfacción la prevención.

ARTICULO 144.-   Con texto igual al vigente del artículo 142.

ARTICULO 145.-   Con texto igual al vigente del artículo 150.

ARTICULO 146.-   Con texto igual al vigente del artículo 151.

ARTICULO 147.-   Con texto igual al vigente del artículo 152.

ARTICULO 148.-   Con texto igual al vigente del artículo  153.

ARTICULO 149.-   Con texto igual al vigente del artículo  154.

ARTICULO 150.-   Con texto igual al vigente del artículo 155, excepto que se propone derogar su último párrafo,  ya que ahora se propone incluir  como parte al ofendido o víctima  del delito.

ARTICULO 151.-   Se propone derogarse el artículo 156 vigente, dado que con la sugerencia que se hace  se modifica la formula otero y además se deroga la jurisdicción concurrente pero sobre todo, porque el término para rendir informes y dictar  resolución no se estima excesiva .

ARTICULO 152.-   Se propone reformar el artículo 157 de la Ley vigente , para excluir  la referencia a leyes declaradas inconstitucionales por jurisprudencia, por la modificación a la formula otero.

TITULO TERCERO

DE LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO ANTE LOS

LOS TRIBUNALES COLEGIADOS  DE CIRCUITO

CAPITULO I.

DISPOSICIONES  GENERALES.

Para el capitulado en referencia , solo se propone imponer a la autoridad responsable, el deber de solicitarle a quienes sean señalados como responsables, su informe justificado el que deberá rendir dentro de los cinco días siguientes al en que se les notifique el requerimiento  (artículo 167 vigente).

De igual manera se sugiere que en resoluciones que impongan penas privativas de libertad, aún no ejecutadas el efecto de la suspensión sean la no afectación de la garantía aún tratándose de delitos graves.

TITULO CUARTO

DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE Y 

DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS

CAPITULO UNICO.

La única propuesta es en el sentido de que la resolución que se emita en contradicción de tesis si afecte la resolución que se dicto contra el quejoso que la denuncia.

TITULO QUINTO

DE LA RESPONSABILIDAD  EN LOS JUICIOS DE AMPARO

No se propone reforma alguna.

TITULO SEGUNDO

DEL AMPARO EN MATERIA AGRARIA

TITULO UNICO

CAPITULO UNICO

ARTICULOS   213 A 216.-   Con igual contenido vigente.

ARTICULO 217.-   La demanda de amparo deberá interponerse en un año cuando el acto reclamado tenga por efecto privar....

ARTICULO 218.-   Igual al vigente.

ARTICULO 235.-   La resoluciones definitivas que dicten los Tribunales Agrarios serán combatidos en amparo directo.

ARTICULO 236.-   La demanda deberá formularse por conducto del Tribunal Agrario que conoció del conflicto  en primera instancia.

DAVID ANCIRA MARTÍNEZ

� Este criterio lo ratifiqué con motivo de la reducción al presupuesto al Poder Judicial Federal, que se hizo como resultado de las “concertaciones” que se hizo entre el ejecutivo federal y los legisladores de la mayoría y de la oposición, para aprobar el presupuesto de egresos para el año 2000, pues las partidas que el ejecutivo no pudo obtener en un primer momento porque los recursos para sufragarlas la oposición los destino a otros conceptos, el Presidente las obtuvo reduciendo el presupuesto del Poder Judicial, lo que parece que no le importó mucho a los legisladores, tanto de mayoría como de oposición, pero eso sí todos ellos critican las deficiencias de la justicia y el retardo en su impartición.





� Hago esta afirmación porque el juicio de garantías, la controversia constitucional y la acción de inconstitucionalidad, son todos ellos controversias constitucionales que se inician en ejercicio de una acción constitucional.


� Cuando menos lo es desde 1857, pues se le dio competencia para conocer del juicio de amparo y de las controversias constitucionales.


� Por ella no entiendo la obligación del estado a entregar a cada individuo una casa, sino el derecho de éste a tener un lugar en donde vivir satisfactoriamente y a la obligación del estado de tener la estructura suficiente para que el gobernado pueda hacer realidad ese derecho.


� Piénsese en las fracciones III, IV y V del artículo 114 de la Ley de Amparo.


� En la actualidad ya existen algunos Códigos Procesales que permiten este clase de notificaciones, como el del Estado de Hidalgo el que en su artículo 110 habla de las notificaciones por medios electrónicos.


� Recuérdese que por decreto del 30 de diciembre de 1983, se adiciono el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo pues hubo varias ocasiones en que le poder judicial federal con motivo de la concesión del amparo ordenó la restitución de tierras al quejoso, pero el cumplimiento de dicha sentencia era imposible porque las tierras habían sido invadidas por cientos de familias o revendidas, etc., y entonces para resolver el cumplimiento de estas sentencias  se opto por el cumplimiento sustituto.


� Este criterio también deberá aplicarse en los recursos tramitados ante la Corte, pues ni en el amparo directo ni en la tramitación de éstos se va a oí a las partes en la audiencia.


� Así lo estimó el Pleno de la Suprema Corte Justicia de la Nación en el dictamen que emitió a mediados del siglo para determinar que debería entenderse por el término quedar a disposición del juez de amparo


�  Chávez Castillo, Raúl. Juicio  de amparo, Editorial Harla, México, 1994, pags. 266 y 267





� Op. Cit.págs 275 y 276





� Castro V, Juventino. Lecciones de garantías y Amparo. Edit. Porrúa. México 1981. págs 501 y 502





� Zamora Pierce, Jesús. En defensa de los jueces. El mundo del abogado”. Noviembre-diciembre de 1999. Págs. 29,30,31





�  Góngora Pimentel, Genaro David. Toma de protesta de los Consejeros de la Judicatura Federal. LEX, difusión y análisis. Tercera Época. Año V, agosto de 1999, número 50. pág. 6





�  Gudiño Pelayo, José de Jesús. Independencia y carrera judicial. LEX, difusión y análisis. Tercera Época. Año V, abril de 1999, número 46. págs. 8 y 9





� Loaiza Nuñez, Manuel. La Justicia: derecho y obligación. LEX, difusión y análisis. Tercera Época. Año V,  junio-julio de 1999, números 48 y 49. págs. 8 9.


* Investigadores del Instituto de la Judicatura Federal.
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� Popper, Karl R. “La sociedad abierta y sus enemigos.”  Segunda reimpresión en España, 1982. Ediciones Paidós, Barcelona Buenos, Buenos Aires. Pág. 15


� Popper opone la ingeniería social gradual a la ingeniería social holística, la cual hace consistir en: “La social holística o utópica, al contrario de la ingeniería social de paso a paso, nunca es de índole ‘privada’, sino que siempre es de carácter ‘público’. La utópica apuntada a remodelar ‘toda la sociedad’ según un plan definido, o un ‘plano’ muy detallado; se propone ‘apoderarse de las posiciones clave’ y ampliar ‘el poder del Estado […] hasta que el Estado llegue a se case lo mismo que la sociedad’, y se propone, además, controlar desde estas ‘posiciones clave’ las fuerzas históricas que moldean el futuro de la sociedad en desarrollo: ya sea deteniendo ese desarrollo, o bien previendo su curso y ajustando la sociedad ese desarrollo”.  Popper Escritos selectos. Compilador David Miller. Fondo de Cultura Económica. México, 1995. Págs. 329 y 330.


� En el sentido que lo señala Bertrand Russel, “Una opinión científica es aquella para la cual hay alguna razón de creerla verdadera; una opinión no científica es aquella que se sustenta en alguna razón distinta de su probable verdad.” (La perspectiva científica. Ariel. 1989. Pág. 15).


� Popper,  Karl R. “Ingeniería social de paso a paso”. Popper escritos selectos. David Miller (compilador). Primera  edición en español. Fondo de Cultura Económica. México, 1995. Págs. 323 a 339. 


� Jesús Reyes Heroles al referirse a la diversa posición que sostuvieron respecto a este tema, en el siglo pasado, los liberales y los conservadores,  señala: “En la entraña misma de la evolución de México yace una divergencia medular sobre el papel de las leyes y de las instituciones. Para los liberales, en mayor o menor grado, según inclinaciones o formación mental, las leyes y las instituciones son instrumentos para impulsar el progreso. La convicción al respecto va desde el fetichismo de la ley y la institución, asignando a éstas facultades milagrosas, hasta los que siguiendo un idealismo práctico creen que, dentro de ciertos límites, el derecho público ejerce una acción transformadora de la realidad. Frente a tales concepciones, el pensamiento conservador reprocha y hace responsables a los liberales de haber dotado al país de normas e instituciones que no concordaban con sus realidades. De contrabando, la tesis conservadora califica de contrarias a la realidad instituciones o ideas que, como el federalismo, al nacer no hicieron más que recoger, eso sí bajo sino positivo, imperativos de la propia realidad. Singularmente claro es el empleo del razonamiento en contra de la ley innovadora, nada menos que por Alamán en El Tiempo, en 1846: los males de México derivan de que nuestros primeros legisladores dictaron normas que no coincidían con la realidad imperante. A contrario sensu, el argumento significaba que la Independencia únicamente debió suponer el rompimiento de los lazos de subordinación a la metrópoli, manteniendo, en cambio, sancionada por la ley, la situación colonial. Es decir, paradójicamente, una colonia en todo, salvo en su independencia.” Reyes Heroles, Jesús. “El liberalismo mexicano”. II. La sociedad fluctuante. Segunda reimpresión de la tercera edición aumentada.  Fondo de Cultura Económica. México, 1994. Pág. X (preliminar).





� Russell, Bertrand. La perspectiva científica. Pág.29. 


� Popper, Karl R. “Ingeniería social de paso a paso”. Pág. 323.


� Ibid. Págs. 323 y 324.


� Ibid. Pág. 328.


�  Ferrater Mora, José. Diccionario de filosofía. Nueva edición actualizada por la catedra Ferrater Mora bajo la dirección de Josepp-Maria Terricabras.  Tomo IV. Q-Z .Editorial Ariel, S.A  Barcelona. 1994. Pág. 3312.


� Ibid. Pág. 3305.


� Garcia Pelayo, Manuel . “Derecho constitucional comparado”. Manuales de la Revista de Occidente, 8ºde. Madrid, 1967. Págs. 17 y 18.


� El término contienda ordinaria se refiere a toda aquella que haya conocido de modo original un tribunal local o federal, con excepción del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y de aquellos asuntos en que la Corte conoce en única instancia (fracciones I y II del artículo 105), los cuales, para efecto de este ensayo, considero controversias extraordinarias por el tratamiento que les da la Constitución. Reconozco que la clasificación más que convencional es arbitraria, pero es util para explicar a que me refiero con la expresión “contienda ordinaria”.


� Ferrater Mora, José. Op. cit. Pág.  722.


� Sobre el particular, puede consultarse la voz “creencia”  en los diccionarios de filosofía de José  Ferrater Mora, citado antes, y el de Nicola Abbganano, editado por el Fondo de Cultura Económica.


� Ferrater Mora, José. Op. cit.  Pág. 724.


� Ortega Gasset, José. Historia como sistema. Colección Austral No. 1440. Espasa-Calpe, S.A. Madrid, 1971. Págs. 9 a 12.


� Maurice Hauriou define el régimen constitucional en los siguientes términos: “El régimen constitucional es una determinada forma de Estado, el cual es, a su vez, una determinada forma de una nación, o más exactamente, es la centralización política y jurídica de poblaciones que han llegado al estado nacional”. Principios de derecho público y constitucional. Segunda edición Instituto Editorial Reus. Pág. 7.


� Hauriou, Maurice. “Principios de derecho público y constitucional”. 2ª edición. Instituto Editorial Reus. Madrid. Págs. 49 y 50.


� Popper, Karl R. Congeturas y refutaciones  (El desarrollo del conocimiento científico). Edición revisada y ampliada. Ediciones Paidós. Barcelona, Buenos Aires, 1983. Pág. 25.


� Abbagnano, Nicola. Diccionario de filosofía. Fondo de Cultura Económica. México, 1996. Pág. 259.


� Sobre el particular, el C. Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en la exposición de motivos de fecha 19 de febrero de 1951, correspondiente al Decreto de reformas a los artículos 73, fracción VI, base cuarta, párrafo último, 94, 97, párrafo primero, 98 y 107 de la Constitución General de la República expresó lo siguiente: "El fenómeno del regazo [sic] no es nuevo. Ya en el siglo pasado, el fenómeno se conocía. Y los integrantes de aquel Tribunal, consideraron excesivo que hubiesen ingresado 2,108 juicios de amparo a la Suprema Corte en el año de 1880, que en el de 1904, llega a la elevada suma de 4,567. El aumento cada día mayor de estos juicios, no ha dejado de preocupar a nuestros más distinguidos juristas, aunque debe precisarse que las cifras más alarmantes de acrecentamiento de asuntos en la Corte, comienzan el año de 1930 con un registro de 10,067 juicios de amparo pendientes de resolución, y se agrava, a proporciones incalculables, en 1949, que señala un total de 32,850 negocios sin fallar, entre amparos directos e indirectos, incidentes, competencias, quejas y juicios federales.


"El legislador, justificadamente angustiado, ha recurrido a diversas medidas para superar el grave problema que de esta suerte grávita sobre la Justicia Federal; pero las reformas constitucionales realizadas sólo han engendrado resultados efímeros, pues el problema ha reaparecido agudizado, quizá porque nunca se le ha atacado en el fondo, aceptando la necesidad de reformas de mayor trascendencia.”


…


"De los informes mencionados se desprende que en el año de 1939, la existencia total de asuntos en la Suprema Corte era de 12,362 negocios; al 30 de noviembre de 1945, de 22,186; y al 30 de noviembre del año pasado, a 33,857. Es decir, que en diez años los negocios pendientes en la Suprema Corte han aumentado en un 300% aproximadamente; y el despacho, que en el primero de los años citados se computó en un 93%, se redujo en el año de 1945 al 87% y el año pasado al 68%.”


…


Estas cifras revelan que la concentración y centralización de amparos en la Corte, no sólo afecta a la Sala Civil, sino también a las otras Salas. Si a lo anterior se agrega que cada vez  llegarán muchos más asuntos al más alto Tribunal de la República, porque la vida del país acusa altos índices en su desenvolvimiento industrial, económico, comercial, jurídico y político, tiene que convenirse en que de no pensar en otra distribución constitucional de la competencia en materia de amparo, el problema quedará subsistente. En estas consideraciones se funda la presente iniciativa, que va más lejos que la propuesta contenida en el anteproyecto de la Suprema Corte de Justicia.





� El texto del inciso a), de la fracción III, del artículo 24, que se menciona es el que de manera simultánea entró en vigor con motivo de las mismas reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en el año de 1968, que a la letra dice:


“ARTÍCULO 24.- Corresponde a la Primera Sala: 


III.- De los juicios de amparo de única instancia en materia penal, contra sentencias definitivas por violaciones cometidas en ellas o durante la secuela del procedimiento, cuando se trate:


a).- De sentencias dictadas por autoridades judiciales del orden común, cuando en dicha sentencia se comprenda la pena de muerte o una sanción privativa de libertad que exceda del término que para el otorgamiento de libertad caucional señala la fracción I del artículo 20 Constitucional y aunque dicha pena no sea impuesta al quejoso si no a otro sentenciado en el mismo proceso.“





� Al igual que el texto anterior, el del artículo 25, fracción III de la misma ley, es el que también entró en vigor con las reformas del año de 1968:


“ARTÍCULO 25.- Corresponde conocer a la Segunda Sala:


III.- De los amparos en única instancia, en materia administrativa, contra sentencias definitivas, por violaciones cometidas en ellas durante la secuela del procedimiento, dictadas por los tribunales federales, administrativos o judiciales, en juicios de cuantía determinada, cuando el interés del negocio exceda de quinientos mil  pesos, o en juicios que en opinión de la Sala sean de importancia trascendente para los intereses de la Nación, cualquiera que sea la cuantía de ellos.”


� Idem.


� Séptima Época:


Amparo en revisión. 8280/67. Augusto Vallejo Olivo. 24 de junio de 1968. Cinco votos.


Amparo en revisión. 3713/69. Elías Chahin. 20 de febrero de 1970. Cinco votos.


Amparo en revisión. 4115/68 Emeterio Rodríguez Romero y coags. 26 de abril de 1971. Cinco votos.


Amparo en revisión 2478/76 María del Socorro Castrejón C. y otros. 31 de marzo de 1977. Unanimidad de cuatro votos.


Amparo en revisión. 5724/76 Ramiro Tarango R. y  otros. 28 de abril de 1977. Cinco votos.


Segunda Sala, tesis 902, Apéndice 1988, Segunda Parte, Pág. 1481. 


� Séptima Época:


Amparo en revisión 1077/64. Carolina B. de Vázquez del Mercado. 10 de junio de 1965. Unanimidad de cuatro votos.


Amparo en revisión 7563/67. Servicio Aéreo Gómez Méndez. 13 de marzo de 1968. Cinco votos.


Amparo en revisión  7597/67 Aerolíneas Vega. 9 de octubre de 1968. Cinco votos.


Amparo en revisión  5116/71. Óscar Fernández East. 17 de agosto de 1972. Cinco votos.


Amparo en revisión 3463/72. Baltazar Gutiérrez López y otros. 5 de octubre de 1972. Unanimidad de cuatro votos.


Segunda Sala, tesis 903, Apéndice 1988, Segunda Parte, Pág. 1487.


� Amparo administrativo en revisión 4714/54. Conchouso Terrazo Serafín. 1o. de diciembre de 1954. Unanimidad de cinco votos. Ponente: José Rivera Pérez Campos.


Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Quinta Época. Tomo: CXXII Pág. 1538.


� Para Aristóteles los axiomas son principios evidentes que constituyen el fundamento de toda ciencia. En tal caso, señala Ferrater Mora, los axiomas son proposiciones irreductibles, principios generales a los cuales se reducen todas las demás proposiciones y en los cuales éstas necesariamente se apoyan.   “El axioma posee, por así decirlo, un imperativo que obliga al asentimiento una vez que es enunciado y entendido”. Ferrater Mora, José. Diccionario de filosofía A-D. Tomo I. Nueva edición revisada, aumentada y actualizada por el profesor José María Terricabras. Editorial Ariel, S.A. Barcelona. 1994. Pág. 287.


� Fraga Gabino.  Derecho administrativo. Vigesimotercera edición. Revisada y actualizada por Manuel Fraga. Editorial Porrúa, S. A. México, 1994. Pág. 99. 


� Quinta Época:


Tomo XII. Pág. 928. Cia. de Luz y Fuerza de Puebla, S.A.


Tomo XIII. Pág. 44 Velasco W., María Félix.


Tomo XIII. Pág. 514. Caraveo, Guadalupe.


Tomo XIV. Pág. 555. Parra Lorenzo y coag. 


Tomo XV: Pág. 249. Cárdenas, Francisco V.





� Rabasa, Oscar.  El derecho angloamericano. Segunda edición. Editorial Porrúa. México, 1982. Págs. 546 y 547.


� ART.- 107 Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes: … XV.- El Procurador General de la República o el Agente del Ministerio Público Federal que al efecto designare, será parte en todos los juicios de amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios, cuando el caso de que se trate carezca a su juicio, de interés público.


� ART. 102.- … B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de los Estados en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de protección de los Derechos Humanos que otorga el orden jurídico mexicano, los que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos derechos. Formularán recomendaciones públicas autónomas, no vinculatorias y denuncias y quejas ante las autoridades respectivas. 


Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales, laborales y jurisdiccionales.


El organismo que establezca el Congreso de la Unión conocerá de las inconformidades que se presenten en relación con las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos equivalentes a los estados.
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